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Introducción

Este libro constituye un esfuerzo multidisciplinario para poner en 
diálogo visiones y enfoques diversos sobre el territorio, un tema trans-
versal en las ciencias sociales. El análisis de lo territorial es tan amplio 
que admite su abordaje desde puntos de vista paralelos, complementa-
rios o, incluso, opuestos, no solamente en cuanto a las premisas teóricas, 
sino también a los métodos utilizados. 

Diversas y distantes son a menudo las conclusiones a las que se llega 
según la respectiva tradición o enfoque de estudio. A pesar de su trans-
versalidad, el territorio también es afectado por la paradoja del prisma: 
si bien se trata de una realidad inevitable para todo proceso social, el 
ángulo y la perspectiva de análisis modificarán significativamente los 
resultados y las conclusiones, a la vez que diferenciarán entre sí a los 
sujetos cognoscentes.

Teniendo esta realidad como trasfondo, la presente obra busca po-
tenciar la investigación y la reflexión multi e interdisciplinaria desde las 
ciencias sociales, como un medio para abordar, en forma holística, pro-
blemas complejos y propios de lo territorial. 

En el pasado, la tradición dominante en los estudios territoriales 
delimitó al territorio, casi estrictamente, como un objeto de estudio de 
las ciencias geográficas. Sin embargo, en su desarrollo reciente, se en-
tiende que el análisis de lo territorial permite —y requiere— el diálogo 
con otros campos del conocimiento y saberes, sin abandonar el enfoque 
geográfico. 

Este libro pretende constituir un primer paso en la búsqueda de 
“cruces de caminos” entre disciplinas y enfoques distintos. Para lograr-
lo, reúne investigaciones que abordan el territorio desde campos de co-
nocimiento como economía, historia, planificación económica y social, 
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relaciones internacionales y sociología. El resultado de estos diálogos es 
un texto que puede ser utilizado  como base para la discusión por parte 
de  estudiantes e investigadores interesados en la unidad común de lo 
territorial, así como en la diversidad teórica y metodológica de lo terri-
torial, según las perspectivas disciplinarias.

El libro está compuesto por diez capítulos, organizados en tres sec-
ciones. La Parte i agrupa los trabajos que entienden el territorio como 
constructo social. Los estudios reunidos en este apartado tienen en 
común el análisis de transformaciones espaciales asociadas tanto con 
procesos políticos y sociales en el presente como también a través de 
una perspectiva a largo plazo. Es el caso del estudio de la tenencia de la 
tierra, las políticas públicas relacionadas con los programas de conser-
vación de bosques y los cambios en los territorios urbanos en Costa Rica. 
Las investigaciones demuestran que las configuraciones geográficas no 
son procesos independientes, sino que son producto, y a la vez condicio-
nantes, del cambio social.

Esta sección está conformada por tres contribuciones. El primer ca-
pítulo analiza la tenencia de la tierra y el cambio territorial en Costa 
Rica entre 1950 y 2014. Los autores, Wilson Picado y Elisa Botella, estu-
dian el desarrollo paralelo, aunque contrastante, de las políticas de con-
servación de bosques y la política de redistribución de tierras durante 
dicho periodo. Los autores buscan evidenciar el papel invisibilizado del 
bosque como un gran actor territorial en la Costa Rica del último medio 
siglo y su relación con el proceso de concentración de la tierra.

En el segundo capítulo, Maximiliano López propone que la creación 
de áreas protegidas y la entrega de tierras a campesinos originaron una 
dinámica territorial que dio como resultado la configuración de tres 
macrorregiones en el territorio costarricense. Por un lado, se encuentra 
el sector del Pacífico, ligado al turismo en su forma más diversa y com-
plementado por una agricultura industrial; por otro, el sector del Caribe 
y norte, orientado principalmente a la agricultura campesina y caracte-
rizado por la concentración de asentamientos campesinos; y una tercera 
zona corresponde a la región sureste, donde la existencia de pueblos in-
dígenas mantiene una naturaleza distinta a las dos anteriores.

En el tercer capítulo, Abelardo Morales, Isabella Páez, Cléver G. Toa-
lombo y Guillermo Acuña generan una discusión sobre la fragilidad ur-
bana y la segregación socioespacial en el Gran Área Metropolitana de 
San José. El capítulo esboza las relaciones sociales gestadas entre acto-
res diversos en los procesos de producción, adaptación y transformación 
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de los territorios, donde se evidencia la fragilidad urbana como resulta-
do de procesos de urbanización, crecimiento demográfico y deterioro de 
las formas de convivencia social.

La Parte ii se compone de cuatro capítulos. En general, los estudios 
incluidos comprenden al territorio como un dispositivo o una categoría 
analítica que pueden ser integrados en el diseño de estrategias de desa-
rrollo económico y social. Los trabajos publicados coinciden en que la 
dialéctica entre la geografía y la acción política, sintetizada en las deno-
minadas “estrategias de desarrollo”, los modelos de organización de los 
recursos económicos e institucionales o la política pública, resulta clave 
de entender para implementar estrategias efectivas de cambio territorial.

La propuesta de una línea base situacional para el diseño de estra-
tegias de desarrollo territorial en la Región Brunca es desarrollada por 
Raúl Fonseca, Roy Mora y Ariana López. Este estudio, desde una lectura 
del comercio internacional, pretende identificar variables e indicadores 
que expliquen el desarrollo de un territorio, como insumo para un poste-
rior análisis prospectivo. En segundo orden, Rafael Arias, Leonardo Sán-
chez y Luis Vargas analizan en su capítulo las propuestas y retos para al-
canzar una trasformación productiva con enfoque territorial y equidad 
social. En este caso, se examina el contexto social y económico de las re-
giones, a partir de lo cual se identifican diversos problemas que limitan 
la transformación productiva con enfoque territorial y de equidad social. 

Por su parte, Shirley Benavides y María Leonela Artavia contribu-
yen a la sección con dos capítulos. En el primero, realizan un balance, 
desde una perspectiva institucional, de las políticas públicas en Costa 
Rica vinculadas al territorio. En este apartado, se analiza la forma como 
las políticas públicas buscan responder a las diversas problemáticas eco-
nómicas, sociales y ambientales que impulsan o detienen el desarrollo 
territorial. En el segundo capítulo, se presenta una propuesta de análisis 
de lo territorial desde una perspectiva institucional y neoestructuralista. 

La Parte iii está conformada por dos capítulos que, de alguna ma-
nera, constituyen ejemplos de la aplicación de distintas metodologías 
tanto para la comprensión de dinámicas territoriales como para la ges-
tión del territorio por parte de actores sociales e institucionales. Rafael 
Arias, Leonardo Sánchez y Luis Vargas proponen una identificación y 
definición de una Zona Económica de Desarrollo (zed), en el cantón 
de Limón. El estudio ofrece una metodología para la identificación de 
Limón como un territorio con condiciones adecuadas para mejorar su 
desarrollo económico.
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Miguel Viana, Lizbeth Fernández, Ruby Pasos y Gerald Solano pro-
ponen una metodología de estimación de la brecha digital en zonas ur-
banas, aplicada al caso de Mérida, en Yucatán, México. La alternativa 
metodológica identifica patrones de concentración del capital informá-
tico, así como el acceso a la información, a partir de la utilización de 
datos estadísticos y el método de econometría espacial. 

Como se advertirá, la presentación de los capítulos anticipa una 
suerte de caleidoscopio teórico y de base empírica sobre el problema te-
rritorial. Los capítulos ofrecen categorías de análisis distintas, algunas 
entrecruzadas y otras contrastantes entre sí; además, presentan base 
empírica, es decir, datos construidos bajo metodologías distintas y dis-
tantes. De este modo, la aparente simplicidad de la constitución biofísi-
ca del territorio contrasta con las múltiples y complejas perspectivas de 
análisis provenientes de las ciencias sociales y de los diferentes actores 
sociales en estudio. Todo lo cual también es “territorio”, vale decir.



I. El territorio como constructo social
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Tenencia de la tierra y cambio territorial 
en Costa Rica (1950-2014)

Wilson Picado Umaña
Elisa Botella Rodríguez

Introducción

Este capítulo estudia los principales cambios ocurridos en la estruc-
tura de la tenencia de la tierra en Costa Rica entre 1950 y el presente. Su 
objetivo es analizar dichos cambios en el contexto de la consolidación 
de las políticas de conservación de bosques entre 1970 y 1980, así como 
de la política de redistribución de tierras promovida por el Estado du-
rante ese período.

El abordaje cruzado de ambas políticas permite entender las contra-
dicciones y matices que subyacieron a la acción del Estado respecto al 
problema de la tenencia de la tierra. A diferencia de otras investigacio-
nes, centradas en el estudio del latifundio y su relación con la expansión 
ganadera de la posguerra, en esta ocasión interesa analizar, con cierto 
detalle, el papel de los bosques en la estructura de tenencia de la tierra 
durante el auge desarrollista y en las últimas décadas. 

La hipótesis es que, en el caso particular de Costa Rica, las tras-
formaciones ocurridas en el esquema del uso del suelo, así como en las 
políticas de conservación de bosques han propiciado la estructuración 
de una “nueva cuestión agraria”, ya no solamente relativa a la concen-
tración de la tierra, sino también a la distribución de los denominados 
servicios ambientales. 

Estructura agraria y tenencia de la tierra (1950-2014) 
Datos generales

Con el paso del tiempo, la estructura general de la tenencia de la 
tierra en Costa Rica evidencia, en primer término, una tendencia a la 
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GRÁFICO 1. Evolución del área agrícola

fuente: DGEC, 1953; 1959; 1965; 1974; 1987.
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GRÁFICO 2. Evolución del uso del suelo

fuente: DGEC, 1953; 1959; 1965; 1974; 1987.
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reducción del área agrícola, así como un proceso de fragmentación de 
las explotaciones. 

El área agrícola en el 2014 era de poco más de 2 406 418,4 hectáreas, 
una cantidad inferior a la existente en 1984, 1973 y 1963. Solo entre 1984 
y 2014 el área agrícola disminuyó en poco más de 600 000 hectáreas. 
Mientras que entre 1950 y 1984 se duplicó la cantidad de fincas en Costa 
Rica —pasó de 43 086 a 101 938—, en el 2014 el total de fincas bajó a 93 
017. En el contexto de una reducción marcada del área agrícola y de un 
descenso moderado en la cantidad de fincas, el tamaño promedio de las 
unidades productivas descendió a poco más de 25 hectáreas; un prome-
dio más bajo aún que los de 30,1 hectáreas y 38,3 hectáreas, vigentes en 
1984 y 1973, respectivamente (dgec, 1953; 1959; 1965; 1974; 1987).

En cuanto al uso del suelo, el auge desarrollista tuvo como resultado 
una expansión notable de los pastizales entre 1960 y 1980; a la vez, sacri-
ficó las tierras cubiertas por bosques, las cuales se redujeron significati-
vamente esta última década. 

El otro cambio crucial ha sido la reducción paulatina de las tierras 
dedicadas a cultivos de labranza, esto es, a la producción de granos bá-
sicos como arroz, frijol y maíz, fundamentales en la dieta nacional. Esa 
disminución es, sin embargo, engañosa y relativa sobre todo en cuanto a 
los cultivos de frijol y maíz, de base campesina. A diferencia de estos, el 
arroz ha mantenido su área de cultivo entre 1984 y 2014, y, en el último 
año, experimentó una baja apenas sensible.1 

Por su parte, los cultivos permanentes (según la terminología censal), 
asociados con el monocultivo, han mostrado un aumento desde 1950. Aun 
en medio de recurrentes crisis de precios en productos como el café, bana-
no y caña de azúcar, derivadas de la ruptura de los mercados internacio-
nales regulados, estos cultivos han mantenido, no sin altibajos, su área y 
producción. En general, el monocultivo ha sostenido sus áreas desde 1950 
e incluso ha crecido gracias al empuje territorial de nuevos productos no 
tradicionales de exportación, como piña, palma de aceite y naranja. 

Entre 1950 y 2014, la distribución de la tierra según el tamaño de 
las explotaciones presenta una evidente tendencia a la concentración 
en propiedades de gran extensión, superiores a las 175 hectáreas. Tóme-
se la siguiente comparación como una representación simplificada del 

1 	  Desde 1970, el cultivo del arroz en Costa Rica se ha concentrado en fincas medianas y grandes, manejadas 
bajo una lógica empresarial, mecanizadas y con una adopción casi plena del paquete tecnológico de la 
revolución verde (Cartín y Piszk, 1988).
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problema. En 1963 (un punto de inicio del auge desarrollista), las fincas 
con una extensión entre 1 y 10 hectáreas correspondían a cerca de un 
43 % del total de las fincas; sin embargo, solamente abarcaban un 2,9 % 
del total de las tierras. En sentido contrario, las fincas con más de 175 
hectáreas, aunque eran solo el 5 % del total, controlaban casi un 60 %. 

En 1984, después de dos décadas de transformación técnica en la 
agricultura, la situación de la estructura de la tenencia de la tierra no era 
distinta a la de 1950. De acuerdo con González (1987), en 1984 las fincas 
entre 1 y 5 hectáreas representaban la mitad del total de propiedades, 
pero controlaban solamente el 5,2 % del área agrícola. 

Por su parte, las propiedades de más de 200 hectáreas, el 3,5 % del 
total, acaparaban casi la mitad de las tierras. Poco más de medio siglo 
después de 1950, en el 2014, la concentración era semejante. En dicho 
año, las fincas menores a las diez hectáreas representaban poco más de 
la mitad del total, pero abarcaban solamente un 7 % del total de tierras. 
Mientras tanto, las propiedades con más de 200 hectáreas, aun cuando 
eran solamente el 2,4 % del total, controlaban el 47 % de las tierras (inec, 
2015). El fenómeno de la concentración de la tierra en Costa Rica ha sido 
foco de análisis de diferentes investigadores desde la década de los se-
tenta. Existe al respecto abundante literatura dedicada a estudiar desde 
distintas perspectivas el problema. 

Entre finales de la década de los setenta y la de los noventa aparecie-
ron libros, artículos y tesis planteados en el contexto del debate del dua-
lismo latifundio-minifundio, pero también en el marco de la agudización 
de los conflictos por la tierra (Barahona, 1980; Ramírez Boza, 1981; Chur-
nside, 1981; Edelman y Seligson, 1994; Edelman, 1992; González, 1987; 
Mora, 1990; Rodríguez, 1988; Villarreal, 1992). En general, los estudios 
coinciden en reconocer la existencia de una concentración de la tierra en 
grandes propiedades a lo largo del auge desarrollista, que cuestiona todo 
intento ideológico por mostrar a Costa Rica como el “país del minufun-
dio”, como suele reivindicar cierta mitología oficial (Gudmundson, 2011). 
En este capítulo, vista la cantidad y calidad del acervo de estudios sobre 
el tema, el abordaje se centra en un aspecto que ha sido poco atendido: la 
estructura de la tenencia imperante en las tierras con bosques. 

Buena parte de los estudios señalados fijaron su mirada en el lati-
fundio como la unidad causante del problema de la concentración de 
la tierra, o bien, del problema de la deforestación del territorio nacio-
nal. En ambos casos, se contemplaba de forma simbólica, pero tam-
bién estructural, al pastizal como el componente básico de una vieja 
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estructura social sobreviviente a la modernización capitalista de pos-
guerra, asociado con el latifundio y el poder de los terratenientes. 

En otro sentido, desde una temprana perspectiva ecológica, el pas-
tizal era el reflejo de la depredación de los recursos naturales, ocasiona-
da por la ganadería y la demanda de carne en los países ricos. En este 
caso, interesa estudiar con detalle tres aspectos en particular: primero, 
el cambio territorial experimentado en el campo costarricense entre 
1950 y 1970, vinculado con la expansión de los pastos. Segundo, las con-
tradicciones subyacentes a la política del Estado, que buscó atenuar y 
controlar los problemas de la extensión de los pastos y del proceso de 
deforestación mediante la creación de los parques nacionales y los asen-
tamientos campesinos. Y tercero, la recuperación de los bosques en el 
territorio nacional a partir de la década de los noventa hasta el presente. 

Del bosque al pastizal: cambio territorial entre 1950 y 1980

Entre 1950 y 1973, la extensión de los pastos se incrementó más del 
doble. De unas 680 200 hectáreas, se pasó a cerca de 1 558 053 hectáreas. 
Mientras tanto, los bosques se redujeron de poco más de un millón de hec-
táreas en 1950 a 716 000 hectáreas en 1973 (Porras y Villareal, 1993). Este 
fue un cambio estrechamente vinculado con la expansión ganadera, y, es-
pecialmente, con el crecimiento de la industria de la ganadería de carne, 
en el contexto de la demanda creciente del producto en los Estados Unidos. 

A lo largo del período, la actividad se consolidó como una de las 
más importantes en la estructura productiva del país y generó un incre-
mento continuo en el tamaño del hato. Por ejemplo, justo al inicio de la 
Segunda Guerra Mundial, el total de cabezas de ganado vacuno era de 
unas 374 800, una cifra que, once años después, llegó a las 607 900 cabe-
zas. En 1973 la cantidad era ya de 1 693 900 cabezas y tan solo siete años 
más tarde había superado los dos millones de cabezas (León et al., 1982). 

Una tendencia semejante mostró la producción de carne bovina en-
tre 1950 y 1960, con tasas de crecimiento anuales que superaron el 4 % 
(Myers y Tucker, 1987). Esta fue una expansión que se concentró en las 
tierras del norte y del Pacífico del país y se caracterizó por su dinámica 
extensiva en el uso de los pastos: en 1984, las provincias de Puntarenas 
y Guanacaste (ambas en el Pacífico), así como Alajuela (centro y norte 
del país) controlaban más del 75 % del hato nacional para carne, según 
un promedio de carga animal que rondaba el animal por hectárea (Ra-
mírez y Maltodano, 1988).



cruce de c amino s ·  lec t ura s dis ciplinaria s del territorio

2020

Esta transformación territorial llamó la atención de académicos na-
cionales e internacionales durante la década de los setenta. Investigado-
ras como María Eugenia Bozzoli, además de James J. Parsons y Joseph 
A. Tosi, mostraron su preocupación ante lo que entonces se denominó 
la “potrerización” del territorio nacional. Así, por ejemplo, en 1976, utili-
zando datos de censos agropecuarios, Bozzoli demostró que los pastos 
constituían el uso del suelo dominante en casi todo el territorio nacional 
(Bozzoli, 1977). Advertía entonces Bozzoli que “la conversión de Costa 
Rica en un pastizal” fue un proceso que se desarrolló en un período al-
rededor de 20 años y que, de mantenerse ese ritmo, “habrá desaparecido 
toda la selva” en un plazo de 15 años, a menos que se tomaran medidas 
adecuadas (Bozzoli, 1977: 571). 

La lectura de Bozzoli, sin embargo, no era solamente de tipo terri-
torial o ecológica. Esta antropóloga también resaltaba que la expansión 
ganadera tenía una clara vertiente social debido a que, por su lógica ex-
tensiva, propiciaba el desplazamiento y la migración de la población ru-
ral, así como la concentración de la tierra en pocas manos. Para Bozzoli, 
esta expansión había reforzado a la élite vinculada con la exportación 
de carne; además, había afectado a los grupos de campesinos, arrenda-
tarios y propietarios de fincas familiares (Bozzoli, 1977).

Las perspectivas de Parsons y Tosi se centraron en la dimensión eco-
lógica, pero también revelaban las contradicciones inherentes al desa-
rrollo de los pastizales. En un artículo publicado en 1976, el primero de 
los autores indicó que la expansión de los pastos en Centroamérica se 
asociaba al uso creciente de pastos artificiales o cultivados, en muchos 
casos vinculados con los pastos traídos desde África a finales del siglo 
xix (Parsons, 1976). 

La potrerización era tan marcada en la región, según Parsons, que la 
agricultura de frontera agrícola no era sino una etapa transitoria entre 
la eliminación del bosque y la apertura de pastizales para la ganadería. 
Para este autor, dicho proceso resultaba evidentemente contradictorio 
porque, aunque desde 1960 el área cubierta por pastos y el hato ganade-
ro se habían duplicado en la región, el consumo per cápita de carne en 
países como Costa Rica había decrecido en el mismo período. 

Parsons advertía adicionalmente que las consecuencias ecológicas 
de la transformación de los bosques en pastizales eran poco compren-
didas y que el crecimiento en la cobertura de los pastos de origen afri-
cano, a pesar de mejorar la disponibilidad de forrajes para la ganade-
ría, ocurría gracias a especies que eran colonizadoras agresivas, como 
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el jaragua (Hyparrhenia rufa (Nees) Stapf). Se trataba, en sus términos, 
de una “africanización” del paisaje de las sabanas y llanuras del trópico 
centroamericano (Parsons, 1976)

Joseph A. Tosi (1976), entonces investigador del Centro Científico 
Tropical, centró su atención en el problema forestal. Tosi fue contunden-
te al indicar que: 

Nuestra preocupación con los alcances, la severidad y las tasas de cambios ecoló-
gicos desfavorables sobre nuestro medio pueden atribuirse en gran parte, directa 
o indirectamente, a la insensata y desenfrenada expansión de la ganadería tradi-
cional hacia tierras menos aptas para esta actividad (pp. 139-141). 

Tosi estaba especialmente preocupado por el desperdicio de madera 
que generaba la creación de los pastizales; un desperdicio en dimensio-
nes y calidades que difícilmente se podría recuperar en el futuro, afir-
maba. Destacó que buena parte de los bosques talados eran de “avanza-
das etapas sucesionales”, con elevado contenido de maderas en grandes 
troncos. Y eran especies difícilmente adaptables a la reproducción en 
suelos degradados o de antiguo pastoreo (Tosi, 1976). La proyección de 
Costa Rica como un gran pastizal no estaba alejada de la realidad. En 
1978 se calculó que la tasa lineal de deforestación en el país entre 1950 y 
1961 rondó las 36 000 hectáreas por año, una cifra que aumentó hasta 45 
000 hectáreas entre 1961 y 1977 (Pérez y Protti, 1978). 

Si se cruza esta información con los datos aportados por autoras 
como Porras y Villareal, se sabrá que la mayor parte de este proceso de 
tala ocurrió al margen de la regulación jurídica. En 1977, por ejemplo, el 
total nacional del área explotada mediante permisos era solo de 19 348 
hectáreas (Porras y Villareal, 1993). Además del aumento de la tala, este 
proceso implicó el traslado de la frontera forestal. Como lo comprobó 
el primero de los estudios citados, mientras que la tala en la década de 
los cincuenta se concentró en el Pacífico central y norte, entre 1961 y la 
década de los setenta se extendió al Caribe, así como a las regiones norte 
y sur del país (Pérez y Protti, 1978).

Formación de parques nacionales y asentamientos campesinos

Una de las principales respuestas del Estado ante la mencionada po-
trerización consistió en crear áreas protegidas a inicios de la década de 
los setenta, bajo la forma de parques nacionales, reservas biológicas y 
reservas forestales, entre otras figuras.
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Siguiendo un esquema conservacionista y bajo la influencia de la 
tradición estadounidense, la apertura de estas áreas hizo las veces de 
un proceso de contención ante la acelerada deforestación (López y Gra-
nados, 2016). Aunado a esto, al mismo tiempo que se intentaban prote-
ger los bosques, el Estado debió atender uno de los efectos colaterales 
(sociales) del problema de la potrerización y de la concentración de la 
tierra en torno a la ganadería: el empobrecimiento de la población rural 
y su marcada proletarización. 

Esa realidad ocasionó el aumento de las demandas de tierra, la vio-
lencia social y los conflictos con antiguos campesinos y trabajadores del 
campo, lo cual obligó al Estado a establecer una política de redistribu-
ción de la tierra a través de la concesión de parcelas en asentamientos 
campesinos, controlados por el entonces Instituto de Tierras y Coloni-
zación (itco)2. 

El lector advertirá que ambas respuestas compartieron una base en 
común: la de constituir islotes territoriales de restauración ecológica y 
social, así como de contención territorial. La creación de los parques na-
cionales buscó tanto moderar la expansión del pastizal como “restaurar” 
los bosques afectados por la tala de árboles. Mientras tanto, la acción de 
los asentamientos campesinos buscó contener la conflictividad social 
derivada de la desigual estructura de la tenencia de la tierra entonces vi-
gente, también asociada, con la expansión del pastizal. Además, se inten-
tó focalizar el conflicto social, reduciéndolo a sectores puntuales del país. 

En 1970 se contaba con poco más de 3000 hectáreas protegidas. Pero 
solamente durante los tres primeros años de esa década se agregaron 
más de 40 000 hectáreas. El aumento fue aún más significativo durante 
la administración del presidente Daniel Oduber (1974-1978), durante la 
cual se incorporaron al Sistema de Parques Nacionales3 nuevas áreas 
como Chirripó y Corcovado, al sur del país, además de un número sig-
nificativo de reservas forestales y refugios de vida silvestre (Rodríguez y 
Vargas, 1988). 

2 	  El itco fue renombrado como Instituto de Desarrollo Agrario (ida) en 1982 y, actualmente, Índer. Fue 
creado en el marco de los Acuerdos de Punta del Este y la Alianza para el Progreso. La política del itco 
tuvo tres grandes líneas de acción entre 1962 y 1982: primero, la formación de colonias entre 1962 y finales 
de esa misma década. Segundo, al fracasar este modelo, se crearon los asentamientos campesinos con 
el objetivo de atender los conflictos por la tierra de forma directa, en la región donde estos ocurrían. 
Y tercero, en la década de los setenta se agregó el modelo de “Regiones de Desarrollo”, el cual buscaba 
atender integralmente los asentamientos en grades unidades territoriales (Picado, 2005). 

3 	  El Servicio de Parques Nacionales (spn) fue creado mediante la Ley 6084, el 24 de agosto de 1977. Antes de 
eso, constituía el Departamento de Parques Nacionales, adscrito a la Dirección Forestal, del Ministerio de 
Agricultura y Ganadería, de acuerdo con lo establecido en la Ley Forestal 4465 de 25 de noviembre de 1969. 
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La creación de nuevas áreas se mantuvo durante los gobiernos de 
Carazo Odio (1978-1982) y Monge Álvarez (1982-1986), de modo que para 
1986 se disponía de casi medio millón de hectáreas protegidas. Las zo-
nas de resguardo se consolidaron durante la década de los noventa y la 
primera década del presente siglo. Para 2012, por ejemplo, más de 1 300 
000 hectáreas contaban con algún tipo de protección, de las cuales poco 
más de 600 000 estaban incluidas como parques nacionales, 200 000 
como refugios nacionales de vida silvestre y otras tantas como reservas 
forestales. El resto se distribuía entre humedales, zonas protectoras, re-
servas biológicas o reservas naturales.4

Esta historia, en apariencia exitosa, se desarrolló en el contexto de 
una agudización de los conflictos sociales en el campo, derivada de la 
existencia de una estructura concentrada de la tierra y de los recursos 
en general. En el cultivo del arroz, por ejemplo, la modernización conlle-
vó a la concentración de la tierra y la producción, además de la tecnolo-
gía y del apoyo estatal, en manos de medianos y grandes productores, de 
igual manera como ocurrió con la explotación ganadera (Cartín y Piszk, 
1988; Matamoros, 1985). En el café, si bien la revolución verde viabilizó la 
producción de tipo familiar en las zonas de ladera del sur y del oeste del 
país, también excluyó de un modo dinámico a aquellos productores que 
no lograron modernizar sus fincas (Raventós, 1986). Estas tendencias se 
presentaron en diferentes regiones, particularmente en la provincia de 
Guanacaste, donde la modernización capitalista, además de agravar la 
concentración de la tierra, propició la desaparición de pequeños agricul-
tores y su conversión en peones, agravando el problema del acceso y la 
presión sobre dicho recurso (Rodríguez, 1988).

La ocupación precaria de tierras alcanzó su apogeo en medio de esta 
estructura de desigualdad. Entre 1963 y 1979, se estima que diferentes 
grupos de campesinos tomaron por su cuenta poco más de 700 000 hec-
táreas, mientras que entre 1980 y 1985 la cantidad fue de aproximada-
mente 120 000 hectáreas (Villareal, 1992). 

Para tener una idea aún más precisa de las dimensiones del proble-
ma, en 1970 el itco contaba con registros de 817 fincas ocupadas, las 
cuales abarcaban una superficie de cerca de 400 000 hectáreas (Grupo 
Centroamericano de Tenencia de la Tierra y Desarrollo Rural, 1969; Ba-
rahona, 1980). La intervención del Estado fue inevitable. Mientras que 

4 	  Programa Estado de la Nación en Desarrollo Humano Sostenible, Estadísticas ambientales, en: http://esta-
donacion.or.cr/estadisticas-index#ambiental (Fecha de acceso: 28/4/2018).



cruce de c amino s ·  lec t ura s dis ciplinaria s del territorio

2424

en 1963 el itco medió en la compra de poco más de 4000 hectáreas, para 
un total de 324 familias beneficiarias, al final del período, en 1986, el 
acumulado de tierras compradas era de 663 000 hectáreas aproximada-
mente, con más de 32 000 familias beneficiarias (Mora, 1990). 

El impacto territorial de ambas políticas fue notorio. Ambos espa-
cios, los asentamientos campesinos y los bosques protegidos, cubrían en 
1986 una cantidad de hectáreas que equivalía aproximadamente a un 
35 % del área agrícola nacional declarada en el Censo Agropecuario de 
1984. En otros términos, un tercio de la tierra efectivamente disponible 
de Costa Rica había cambiado su orientación en poco más de una déca-
da, no por la influencia estricta del mercado, sino por la acción “conser-
vacionista” del Estado y de la presión del conflicto social en el campo. 

Del pastizal al bosque: cambio territorial entre 1980 y el presente

Treinta años después de la denominada “potrerización” de Costa 
Rica, el panorama del país era distinto. La deforestación fue aparente-
mente revertida como problema nacional y, en su lugar, hubo un proceso 
de recuperación de la cubierta boscosa. Según un estudio del Programa 
Estado de la Nación, el balance negativo respecto a la pérdida de bos-
ques desapareció entre los años finales de la década de los ochenta y el 
año 2000. 

Mientras que entre 1960 y 1979 el país perdió 35 000 hectáreas por 
año y 39 000 entre 1979 y 1986, a partir de 1986 y hasta el 2000 se recupe-
ró a un ritmo de 17 000 al año y de 26 000 entre 2000 y 2005. El resultado 
no pudo ser menos complejo: el territorio nacional como constructo so-
cial dejó de ser considerado como un “gran pastizal” y pasó a ser valo-
rado como un “gran bosque”. Las estadísticas así lo demostraban: en el 
2005, se estimaba que el territorio nacional contaba con una cobertura 
en bosque de un 48 %, del cual cerca del 44 % estaba bajo alguna uni-
dad de protección y el resto, en manos privadas. Y casi la mitad de estos 
bosques privados formaban parte del programa de Pago por Servicios 
Ambientales (psa) (Calvo, 2008). 

Entre el campesino “antiecológico” y el conservacionismo: 
    el bosque y el problema de la tenencia de la tierra 

Entre 1963 y 1973 los pastos acrecentaron su cobertura aproxima-
damente en una tercera parte, mientras que los bosques perdieron casi 
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GRÁFICO 3. Evolución del área cubierta por asentamientos campesinos 
y bosques protegidos. 1963-1986 (en hectáreas)

fuente: DGEC, 1987; Mora, 1990; Rodríguez y Vargas, 1988.
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GRÁFICO 4. Costa Rica. Importancia relativa de los asentamientos campesinos 
y los bosques protegidos respecto al área agrícola*. 1984

*Los datos de área de asentamientos campesinos y bosques protegidos corresponden al año 1986. 
fuente: DGEC, 1987; Mora, 1990; Rodríguez y Vargas, 1988.
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400 000 hectáreas (Porras y Villareal, 1993). A pesar de este evidente 
proceso de deforestación, no siempre hubo acuerdos entre los expertos 
respecto a la cuantificación del ritmo de tala como tampoco de la iden-
tificación de las causas del fenómeno (Parsons, 1976). Los datos de Joyce 
sugirieron una desaparición anual de cerca de 50 000 hectáreas de bos-
que, mientras que los de González y Hatshorn indicaron un promedio 
entre 25 000 y 60 000 hectáreas por año (Rodríguez y Vargas, 1988). 

Las divergencias también aparecieron en relación con las causas de 
la tala. Por una parte, entre industriales madereros y organismos inter-
nacionales prevalecía la idea de que la deforestación estaba asociada con 
la presión de los campesinos e invasores de tierras (Rodríguez y Vargas, 
1988), mientras que otras posiciones planteaban una lectura de carácter 
estructural, en la cual se relacionaba la conversión de los bosques en 
pastizales con el crecimiento del consumo de carne en Estados Unidos, 
la denominada “Hamburger Connection” (Myres, 1981; Edelman, 1992).

Los precaristas o campesinos de frontera agrícola fueron, por lo gene-
ral, señalados como los contribuyentes principales en la tala del bosque. 
En un informe elaborado en 1983, se reclamaba que “los precaristas si-
guen invadiendo impunemente tanto tierras públicas como particulares”, 
abarcando reservas forestales y reclamando que su ocupación había sido 
anterior a la creación de éstas (Rodríguez y Vargas, 1988: 33). 

A inicios de esa misma década, un industrial del sector afirmaba que 
“Los campesinos no solo corrientemente usurpan terrenos con planta-
ciones agrícolas tradicionales, sino que se especializan en destruir irra-
cionalmente nuestros bosques” (citado por Rodríguez y Vargas, 1988). 
Diez años después, un reconocido pionero de la Conservación en Costa 
Rica mantenía la misma posición al afirmar que: 

Desde luego que, al campesino no se le debe culpar en forma directa por esta ac-
ción, ya que él procura su subsistencia, pero sí es un agente deforestador, que en 
muchos casos vende a terratenientes su parcela cuando estas pierden su potencia-
lidad inicial, migran a nuevas tierras y continúan con su actividad (Fournier, 1991). 

El perfil del campesino como agente “antiecológico” también estu-
vo presente en el relato fundacional de los parques nacionales en Costa 
Rica. Una historia, vale advertir, que se concentró en destacar el rol del 
Estado en la creación de dichos parques como un agente preservacio-
nista, así como el papel relevante de funcionarios y científicos naciona-
les (Boza, 1978a, 1993b). Pero también bajo una perspectiva en la cual 
el campesino fue catalogado enemigo de la conservación al promover 
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la caza furtiva, motivar la invasión de haciendas y bosques, así como 
fungir de intermediario entre los intereses de los grupos de madereros 
y ganaderos. En un informe de expertos, elaborado en la década de los 
ochenta, se sostenía que: 

La mayor amenaza a la integridad de las áreas silvestres son las invasiones de tie-
rras por parte de un variado grupo de personas…: por precaristas o agricultores 
sin tierras, especuladores de tierras, empresarios madereros que promueven y a 
veces hasta pagan a terceras personas para que invadan tierras con el fin de pos-
teriormente sacar madera de las fincas, ganaderos que de igual forma promueven 
la invasión de tierras para ampliar las superficie de pastizales y mineros (Ramírez 
y Maltodano, 1988, p. 88). 

Otras visiones eran aún más explícitas y señalaban al campesino de 
frontera agrícola como el causante de la deforestación y como un ac-
tor cuya actividad pondría en peligro inevitablemente la integridad de 
las áreas protegidas. El campesino, según estas percepciones, talaba el 
bosque para demostrar que había “mejorado” la tierra. Luego sembraba 
maíz y otros cultivos “poco productivos”, los cuales, al bajar sus rendi-
mientos con el paso de los años, sustituía por los pastos y la introducción 
de ganado, facilitando la degradación de los suelos (Umaña, 1987). 

Todavía en la década de los noventa imperaba esta perspectiva. En 
un estudio realizado por el Ministerio de Recursos Naturales, Energía 
y Minas en esa década se afirmaba que: “El ritmo de la colonización 
agrícola es insostenible” (Ministerio de Recursos Naturales, Energía y 
Minas, 1990). Y agregaba que: “Costa Rica cuenta con solo 51.000 km2, 
y prácticamente la frontera agrícola ha llegado a su límite”. Después se 
advertía que las tierras bajo cobertura forestal no eran aptas para activi-
dades productivas que no fueran la protección de los recursos hídricos, 
escénicos o la biodiversidad. Sin embargo, “continúa la presión por colo-
nizar nuevas áreas, sin considerar los altos costos sociales, económicos y 
ambientales” (Ministerio de Recursos Naturales, Energía y Minas, 1990). 

En el debate sobre la deforestación se abordó de forma dual el proble-
ma de la tenencia de la tierra en el campo. Los industriales madereros, 
así como los funcionarios de organismos internacionales y del Estado 
costarricense asociaron la tala del bosque con la agricultura campesina 
tanto de frontera agrícola como aquella que se asentaba en tierras pri-
vadas o del Estado sin respaldo jurídico, en la forma de “invasiones” o 
“tomas de tierras”. Para estos grupos, la deforestación estaba vinculada 
con la permanencia de una forma tradicional y arcaica de tenencia, la de 
tipo campesina, que no calzaba con el régimen productivo desarrollista, 
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como tampoco con la propia tendencia conservacionista que empezó a 
ganar terreno en el interior de ese mismo régimen. 

En sentido contrario, diferentes académicos advirtieron que dicho 
proceso guardaba vínculo con la expansión ganadera y por ello tenía un 
evidente impacto en la estructura de tenencia de la tierra, al favorecer la 
formación de pastizales y de grandes propiedades ganaderas, usualmen-
te en manos de grupos sociales con poder económico. Como indicaba 
Bozzoli, detrás de la potrerización del territorio nacional no solo había 
un coste ecológico, sino también social, derivado de la concentración de 
la tierra y de la expulsión de campesinos de las zonas ganaderas hacia 
zonas urbanas u otras regiones del país. 

Visto en perspectiva, ambas posiciones simplificaron la dinámica 
de tenencia de la tierra que subyacía al proceso de deforestación. Ni el 
pastizal ni la parcela campesina eran los únicos culpables del proceso 
de deforestación del territorio nacional. Por un lado, la deforestación y 
la reforestación se desarrollaban bajo una intensa actividad comercial, 
en contextos de legalidad pero también, sobre todo, de ilegalidad, y es-
taban relacionadas con la presencia de finqueros y empresarios de me-
diana y gran escala. Así, por ejemplo, en lo que respecta a la tala legal, 
la mayor parte de los permisos para talar el bosque que se asignaban en 
las décadas de los setentas y los ochenta se concentraban en fincas de 
más de 100 hectáreas de extensión. Asimismo, la mayor parte del área 
reforestada mediante incentivos estatales estaba concentrada en este 
tipo de propiedades (Rodríguez y Vargas, 1988). Por otro lado, es fácil 
suponer que, a partir de la formación de los asentamientos campesinos 
del entonces itco, la deforestación se incrementó; lo que no sería poca 
cosa tomando en cuenta que, como se dijo antes, en 1986 el Estado había 
comprado un acumulado de 600 000 hectáreas. 

El problema fundamental de este debate era que obviaba, en cierta 
manera, los datos respecto a la estructura de la tenencia que imperaba 
en las tierras con bosques. Una de las cuestiones que demuestran los 
censos agropecuarios de la época es que en el bosque nacional existía 
una concentración de la tierra tan marcada como aquella predominante 
en las tierras ganaderas. De acuerdo con el Censo Agropecuario de 1963, 
del total de hectáreas cubiertas con bosques (1 171 663,2 hectáreas), el 68 
% estaba concentrado en fincas con tamaños superiores a las 250 hectá-
reas, mientras que solo poco más del 1 % de los bosques estaban dentro 
de fincas con tamaños inferiores a las 20 hectáreas. Esta distribución 
apenas cambió dos décadas después, en 1984. Según el censo de dicho 
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GRÁFICO 5. Costa Rica. Distribución del área cubierta por bosques. 1963

fuente: DGEC, 1965; 1987.
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GRÁFICO 6. Costa Rica. Distribución del área cubierta por bosques. 1984

fuente: DGEC, 1965; 1987.
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año, el 59 % de los bosques estaban situados en el interior de fincas de 
más de 250 hectáreas, mientras que poco más del 3 % se ubicaba dentro 
de propiedades con tamaños menores a las 20 hectáreas. En un sentido 
interpretativo, si la deforestación constituía un problema en estas déca-
das, lo era en términos del peligro que representaba para una estructura 
de tenencia en la cual imperaban las grandes propiedades en manos de 
terratenientes y del Estado en la forma de parques nacionales. 

El bosque es el nuevo pastizal: servicios ambientales y una tenencia 
de la tierra de “segunda generación”

¿Cuál ha sido la evolución de la dinámica de concentración de la tie-
rra en bosque hasta el presente? Los datos del Censo Agropecuario de 
2014 resultan especialmente útiles para contemplar los cambios ocurri-
dos desde 1963. Lo primero que debe señalarse es que el área cubierta 
por bosques en 2014 experimentó un aumento respecto a 1984, aunque 
aún se mantiene inferior respecto a los datos de 1963. 

Entre 1984 y el 2014 los bosques incrementaron su cobertura en 
aproximadamente 244 000 hectáreas. Como se decía, este aumento to-
davía no permite alcanzar el millón de hectáreas en bosque existentes 
en los años iniciales del cambio desarrollista, en 1963. Además, los da-
tos del 2014 revelan que se mantiene la concentración en la estructura 
de tenencia de los bosques. Las fincas con más de 200 hectáreas abar-
can el 58 % del total de tierras, mientras que las propiedades menores a 
50 hectáreas comprenden solo el 15 % del total. En comparación con la 
situación de 1984, las fincas menores a 50 hectáreas han duplicado su 
número, pero, asimismo, se han incrementado en casi un 70 % las fincas 
con extensiones superiores a las 200 hectáreas (inec, 2015). 

En conclusión, la recuperación boscosa que muestran los datos cen-
sales ha ocurrido a partir de un aumento en la cantidad de fincas de 
pequeña y mediana escala y de propiedades superiores a las 200 hectá-
reas. Sin embargo, es un hecho comprobado que la recuperación se ha 
concentrado en fincas de gran extensión (como lo muestra el Gráfico 
6), de modo que la Costa Rica boscosa es, en el presente, un territorio 
acaparado por las áreas protegidas y los grandes bosques en manos pri-
vadas. 

Este proceso de concentración revela que una transformación terri-
torial marcada por la recuperación del bosque no necesariamente tie-
ne implicaciones positivas desde el punto de vista social, o mejor dicho, 
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desde el punto de vista de la apropiación de los recursos por parte de 
distintos grupos sociales.5 

Ahora bien, el caso de Costa Rica no solamente evidencia estas li-
mitaciones, sino que, además, las complejiza en varios sentidos. En las 
últimas décadas, este país ha desarrollado un marco de incentivos de 
protección forestal y ambiental que han propiciado lo que se puede de-
nominar hipotéticamente como un segundo piso de concentración de 
recursos o, definido en otros términos, una “tenencia de la tierra de se-
gunda generación”, asociada a la apropiación de dichos incentivos por 
parte de medianos o grandes propietarios. Los incentivos se establecen 
en el presente mediante el Programa de Pago por Servicios Ambientales 
(ppsa, en adelante), originado en el marco de la Ley Forestal 7575 (1996) 
y dirigido por el Fondo Nacional de Financiamiento Forestal (fonafifo), 
adscrito al Ministerio de Ambiente y Energía. 

Este programa tiene como objetivo la recuperación y conservación 
de la cobertura forestal mediante incentivos financieros de acuerdo con 
cuatro áreas de acción: la mitigación de emisiones de gases de efecto in-
vernadero, la protección de agua para uso urbano rural o hidroeléctri-
co, la protección de la biodiversidad y la protección de la belleza escénica 
natural. El ppsa consiste en la creación de contratos quinquenales con 
propietarios privados, así como con fundaciones y comunidades indíge-
nas, mediante los cuales el fonafifo realiza pagos anuales por hectárea 
conservada o sometida al régimen establecido por el programa. 

En la actualidad, existe un conjunto diverso de modalidades de 
pago mediante ppsa, de las que destacan las siguientes: protección de 

5 	  Al lado de esta problemática, debe considerarse también la expansión de las plantaciones forestales de 
especies exóticas como teca (Tectona grandis L. f) y melina (Gmelina arborea). Desde la década de los no-
venta, las plantaciones de ambas especies han crecido significativamente hasta alcanzar en el año 2014 un 
total de 47 167 hectárea, en el caso de la teca y 18 235,1 hectáreas, en el de la melina (inec, 2015).

CUADRO 1. Costa Rica. Variación en el número de fincas y área cubierta de pastos y  
           bosques. 1984-2014

Actividad 1984 2014 Tasa de crecimiento anual 
acumulativo (1984-2014)

Fincas Área Fincas Área Fincas (%) Área (%)
Pastos 53 793 1 651 560,5 44 285 1 044 909,7 -0,6 -1,5
Bosques 17 359 429 065,9 33 128 736 505,2  2,2 1,8
fuente: Elaboración propia a partir de DGEC, 1987; INEC, 2015.
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GRÁFICO 7. Costa Rica. Distribución del área cubierta por bosques según 
tamaño de la finca (en hectáreas). 2014

fuente: DGEC, 1965; 1987; INEC, 2015.
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fuente: DGEC, 1965; 1987; INEC, 2015.
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bosque, protección de recurso hídrico, protección de bosque en vacíos 
de conservación, protección de bosque en Áreas Silvestres Protegidas, 
reforestación, reforestación con especies nativas en vías de extinción, 
reforestación en áreas de protección, regeneración natural en tierras 
Kyoto, regeneración natural en potreros, regeneración natural con po-
tencial productivo, sistemas agroforestales, sistemas agroforestales en 
café, sistemas agroforestales con especies en extinción, sistemas agrofo-
restales con especies nativas y manejo de bosques, entre otras. 

Como se indicó, cada propietario recibe un pago anual, en el marco 
de un contrato de cinco años, si somete su finca (o una parte de la fin-
ca)6 a alguna de las modalidades antes mencionadas. Oficialmente, más 
que un incentivo o un subsidio, los ppaa suponen una estrategia de “re-
conocimiento económico” al propietario por la conservación (o refores-
tación) de sus bosques, es decir, representa una práctica de valoración 
económica, social y ecológica del bosque (fonafifo, 2017).7

El ppsa constituye una iniciativa que, de alguna manera, condensa 
una serie de prácticas o políticas de incentivos creadas en el país desde 
la década de los setenta. A finales de esa década, se ofrecieron incenti-
vos fiscales para el desarrollo de proyectos de reforestación y, a princi-
pios de la década de los ochenta, se generó un mecanismo de deducción 
del impuesto de la renta que también buscaba favorecer la reforestación 
(Rodríguez y Vargas, 1988). En esta misma década, surgió el Certificado 
de Abono Forestal (caf), que consistía en un título fiscal, entregado por 
el Estado y negociable en el mercado financiero. A finales de la década, 
apareció el Certificado de Abono Forestal para Manejo de Bosques, el 
cual buscaba mejorar el mantenimiento técnico de esos sitios. De igual 
forma, surgieron una serie de certificados de reforestación para peque-
ños productores, como los Certificados de Abono Forestal por Adelanta-
do (cafa) y el Fondo de Desarrollo Forestal (fdf), este último, contaba 
con recursos provenientes de los Países Bajos, Suecia y Finlandia. 

En la década de los noventa, finalmente, se efectuaron las prime-
ras de ventas de carbono con países nórdicos (Camacho y Solano, 2010). 
Para tener una idea de su impacto, en 1995 el acumulado de hectáreas 

6 	  Un proyecto constituye una parte de la finca cubierta por los ppsa; por consiguiente, las estadísticas 
usualmente se presentan, por un lado, en términos de número y tamaño de proyectos y, por el otro, en 
términos de número y tamaño de fincas (dentro de las cuales se encuentran los proyectos).

7 	  Los datos que, en adelante, se analizarán fueron tomados de: http://www.fonafifo.go.cr/psa/index.html 
(fecha de acceso: 28/4/2018). Y: http://www.fonafifo.go.cr/psa/estadisticas_psa.html (fecha de acceso: 
28/4/2018).
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GRÁFICO 9. Evolución del área cubierta por PPSA (en hectáreas). 1997-2015

fuente: FONAFIFO, Departamento de Gestión de Servicios Ambientales.

1997

1998

1999

2000

2001

2002

2003

2004

2005

2006

2007

2008

2009

2010

2011

2012

2013

2014

2015

0

20K

40K

60K

80K

100K

GRÁFICO 10. Evolución del área cubierta por PPSA según categoría de protección 
(en hectáreas). 1997-2015

fuente: FONAFIFO, Departamento de Gestión de Servicios Ambientales.
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cubiertas por estos incentivos —y otros aquí no detallados— era de 
aproximadamente 139 000 hectáreas (González y Lobo, 1999).

La distribución de los pagos se contempla en los Gráficos 8 y 9. En 
primer lugar, se representan los datos de evolución de las hectáreas cu-
biertas por el ppsa entre 1997 y 2015.8 Como se puede apreciar, a lo largo 
de este período el área cubierta aumentó en poco menos de siete veces: 
pasó de poco más de 100 000 hectáreas en el primer año a más de 690 
000 hectáreas en 2015. En total, a lo largo del período, el programa ha 
abarcado más de 1 100 000 hectáreas. La segunda cuestión es la distri-
bución de los recursos según tipo de protección. En el mismo período, la 
mayor parte de los recursos se han destinado a la protección de bosque, 
que ha acaparado por lo general más del 80 % de los fondos (Gráfico 9).

Con respecto a la extensión de los proyectos cubiertos, es decir, de 
tierras protegidas en el interior de cada finca, la información evidencia 
la concentración de los pagos en proyectos con tamaños comprendidos 
entre las 100 y las 300 hectáreas. Aunque poco más de la mitad de los 
contratos se realizan en extensiones inferiores a las 50 hectáreas, la ma-
yor parte del área cubierta por los pagos está incluida en proyectos de 
100 a 300 hectáreas de extensión (46 %) y en proyectos de más de 300 
hectáreas (18 %).9 Evidencias más precisas se hallan en los datos sobre 
la extensión de las fincas. De igual forma que en el caso de los proyectos, 
la mayor parte de los contratos se efectúan en fincas inferiores a las 50 
hectáreas; sin embargo, la mayor parte del área cubierta se concentra en 
fincas que tienen extensiones entre 100 y 300 hectáreas (43 %) y superio-
res a las 300 hectáreas (31 %).

Conclusiones

Costa Rica representa un laboratorio ideal para el estudio de los 
efectos sociales y ecológicos de las políticas agrarias de corte desarro-
llista, no solamente por su pequeña escala o por el peso que ha tenido 
el sector agrario en la economía nacional, sino también por la dinámica 
intensiva mediante la cual se adoptó la tecnología asociada con la revo-
lución verde. 

8 	  Los siguientes datos fueron obtenidos de la sección de Estadísticas del Pago de Servicios Ambientales, de 
fonafifo. Para detalles: http://www.fonafifo.go.cr/psa/estadisticas_psa.html (fecha de acceso: 28/4/2018).

9 	   Es importante advertir que existe un límite de 300 hectáreas para la firma de contratos con propietarios 
individuales; los contratos que se fijan en fincas con tamaños superiores refieren a bosques en manos de 
fundaciones o de comunidades indígenas, por ejemplo. 
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El patrón desarrollista favoreció contradictoriamente la producción 
ganadera a gran escala, a la que vez que mantuvo la concentración de 
las tierras con bosques en pocas manos. Pero, además, legitimó la de-
forestación en busca de crear un país de propietarios privados. Asimis-
mo, mediante la revolución verde, acentuó el uso de tecnología química 
y la especialización productiva. Es decir, el monocultivo. Sin embargo, 
debido al efecto ambiental de dichos cambios, en el propio entorno de-
sarrollista surgió un discurso conservacionista que intentó contener la 
deforestación mediante la creación de los parques nacionales (no debe 
olvidarse que el mismo Servicio de Parques Nacionales nació en el seno 
del Ministerio de Agricultura y Ganadería). 

El empobrecimiento en las zonas rurales y la concentración de la tie-
rra generaron coyunturas agudas de conflictos que obligaron al Estado 
a intervenir mediante la creación del itco (ida-inder) y la formación de 
los asentamientos campesinos. Tanto en el plano ecológico como en el 
social, el Estado y su política desarrollista quedaron encerrados en su 
propio laberinto. 

No obstante, las repercusiones más trascendentales de estos cam-
bios tienen que ver con la situación imperante en el presente desde el 
punto de vista de la estructura agraria dominante, así como de la na-
turaleza de las relaciones de tenencia vigentes. En términos globales, 
mientras oficialmente se reivindica a Costa Rica como el “país de los 
bosques”, prevalece una competencia entre territorios, con actores tan 
disímiles como monocultivos basados aún en una agricultura familiar 
o de mediana escala territorial (café) y otros de base empresarial (bana-
no, palma, arroz y caña de azúcar), plantaciones forestales de especies 
exóticas (teca y melina), monocultivos agresivos para el ambiente (piña) 
y bosques en manos del Estado, así como en propietarios privados. Todo 
lo anterior —sin contemplar el efecto que la actividad del narcotráfico— 
está incidiendo en los territorios, en especial en el desarrollo del mono-
cultivo y las áreas protegidas.10 

En otro sentido, el país ha desarrollado un marco de incentivos para 
la conservación de bosques y para la valorización de los servicios am-
bientales asociados con estos, el cual no solamente está transformando 
los intercambios mercantiles con los bosques, sino que también, sobre 

10  Véase al respecto el estudio desarrollado por la Fundación Neotrópica y la Escuela de Biología de la Uni-
versidad de Costa Rica: http://neotropica.org/es/patrones-de-impacto-del-narcotrafico-sobre-los-espa-
cios-protegidos-en-centroamerica-nos-alertan-sobre-los-riesgos-para-el-pais/ (fecha de acceso: 28/4/2018).



w. pic ad o y  e .  b otell a ·  tenencia de l a tierra y  c ambio territorial en c o sta ric a

3737

todo, está modificando la tenencia de la tierra en una estructura de dos 
pisos: la clásicamente entendida sobre la propiedad de la tierra, y la nue-
va tenencia entendida a partir de la apropiación y mercantilización de 
los servicios ambientales. Esto es, planteando las bases para el desarro-
llo de lo que puede denominarse una tenencia de la tierra de segunda 
generación. 

Este nuevo tipo supone la existencia de un segundo piso de apro-
piación y de acumulación de recursos (los servicios ambientales), adi-
cional a la acumulación misma de la tierra, que implica la articulación 
de una nueva dinámica de renta de la tierra. De momento, los bosques y 
los PSA muestran una tendencia a la concentración entre fincas de gran 
tamaño, lo cual evidencia que recuperar territorialmente y valorizar 
económicamente el bosque no necesariamente resuelve el problema de 
la apropiación social de los recursos naturales en el mundo rural, sino, 
más bien, legitima su concentración en manos del Estado o de grandes 
propietarios privados bajo nuevos mecanismos políticos y de mercado. 
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ANEXO 1. Costa Rica. Porcentaje del área cubierta por bosques respecto al 
área agrícola total en los distritos. 2014

fuente: INEC, 2015.

ANEXO 2. Costa Rica. Porcentaje del área cubierta por pastos respecto al 
área agrícola total en los distritos. 2014

fuente: INEC, 2015.
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Conservación y dinámica territorial en 
Costa Rica, de 1950 al presente

Maximiliano López López

Introducción

Cuando se habla de naturaleza en Costa Rica, usualmente está pre-
sente como referencia los datos sobre el presente y algunos otros que ha-
cen posible hablar de lo ocurrido en décadas anteriores. Muchos de esos 
datos son estadísticas recuperadas acerca de la exportación de madera, 
permisos de tala, registros y tasas sobre deforestación, entre otros. 

Sin embargo, detrás de esos datos “duros”, existe una realidad ge-
neralmente ignorada, la cual se relaciona con la forma como la socie-
dad ha percibido a la naturaleza y como ha definido su relación con ella. 
La manera más simple de ejemplificar tal fenómeno es, quizás, a partir 
de la situación actual: hoy se tiene claro que el daño que se infringe a 
la naturaleza repercute directamente sobre la sociedad y una prueba 
contundente de ello es el cambio climático. Por esa razón, ahora es re-
lativamente común oír sobre distintos esfuerzos para mitigar la crisis 
climática, así como para revertir ciertas prácticas relacionadas con el 
uso de agrotóxicos, gases de efecto invernadero e incluso la eliminación 
paulatina del uso del plástico.

Al ver el estado actual de nuestro medio y de nuestros bosques y 
aguas en particular, es posible pensar que se trata de un daño reciente, 
ocasionado por una sociedad consumista y por un modelo de desarrollo 
industrial que demanda cada vez más de los recursos naturales, al tiem-
po que genera una gran variedad de desechos y agentes contaminantes. 

Ciertamente, tendría una importante cuota de razón quien piense 
así, pero el daño ambiental en Costa Rica no es atribuible solo al modelo 
de desarrollo industrial impulsado en el país desde la segunda mitad 
del siglo xx, ni siquiera es exclusivo del siglo xx. El problema ambiental 
de este territorio tiene raíces en la época colonial y posindependentista, 
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particularmente atribuible a los esfuerzos por expandir la caficultura y 
colonizar el territorio más allá del Valle Central. Con el tiempo, esa diná-
mica fue marcando o definiendo una configuración del territorio hasta 
adoptar las características que conocemos hoy. 

La ocupación del territorio y el boom de los parques nacionales 
1950-2000

Para comprender el “escenario” que posibilitó el desarrollo del mo-
delo conservacionista en Costa Rica, es preciso tener claros algunos as-
pectos puntuales. En primera instancia, el país venía enfrentando serios 
problemas en su balanza comercial, causados por el paulatino debilita-
miento de su modelo agroexportador (para detalles, ver, por ejemplo, 
Acuña y Molina, 1991). Pero, además de ese paulatino decrecimiento 
de la economía costarricense, la dependencia del mercado en produc-
tos como café, banano, caña y carne se volvió insostenible debido a las 
repercusiones de la Segunda Guerra Mundial, particularmente por el 
cierre de los mercados europeos. Aunado a lo anterior, el desarrollo so-
ciopolítico costarricense y, especialmente, el segundo quinquenio de la 
década de los cuarenta llevaron al país a un conflicto armado que ter-
minó por establecer una serie de directrices sobre el desarrollo posterior 
de la economía.

La instalación del denominado Estado benefactor —también llama-
do gestor o interventor— supuso la reorientación hacia un modelo de 
desarrollo menos dependiente de los ritmos y las pulsaciones del mer-
cado externo. En ese sentido, las acciones de la Junta Fundadora de la 
Segunda República, en especial la nacionalización de la banca, constitu-
yeron los cimientos sobre los que se impulsaría ese modelo. 

El Estado tenía claro que para impulsar la diversificación produc-
tiva, así como el incipiente desarrollo de la industria, era fundamental 
contar con un mercado interno robustecido, capaz de adquirir créditos 
y de aumentar su capacidad de consumo, todo lo cual era posible en tan-
to controlara el acceso al crédito. Sobre este proceso de cambio, Iván 
Molina y Steven Palmer (2011) indican que “El esfuerzo por diversificar 
la economía se centró en la agricultura durante la década de 1950. La 
industrialización se profundizó después de 1963, al unirse Costa Rica al 
Mercado Común Centroamericano” (p. 121).

Aunque este modelo como tal no tuvo el éxito esperado, pues los 
productos de agroexportación siguieron aportando la mayor parte de 
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los ingresos del Estado (gracias al repunte de la producción, de la mejora 
en los precios del café y del auge de la carne), lo que sí originó fue una 
reconfiguración de la sociedad costarricense que se manifestó de distin-
tas formas; por ejemplo, el éxodo rural-urbano, la proletarización que no 
logró absorber el sector industrial, el crecimiento de las ciudades y junto 
a ellas los llamados cinturones de miseria, entre otros. 

Estas y otras situaciones se agravaban cada vez más debido a la ex-
plosión demográfica que caracterizó la segunda mitad del siglo xx (el 
costarricense un millón nació en 1956), aspecto que hasta entonces 
había permitido mantener controlada la presión por el acceso a tierras 
y a recursos naturales. A pesar de ello, el periodo entre 1950 y 1978 es 
calificado por Molina y Palmer como la edad de oro de la clase media 
costarricense, debido principalmente al crecimiento social, cultural y 
educativo de la población. Sin embargo, ellos mismos son enfáticos en 
decir que durante este periodo “hubo tres perdedores básicos: el campe-
sino, los trabajadores y el ambiente” (Molina y Palmer, 2011, p. 128 ). En 
esencia, señalan que los pequeños campesinos

Fueron desplazados por la agricultura capitalista a gran escala, un proceso que los 
condenó a un porvenir de frustración, pobreza, expropiación, éxodo y precarismo. 
El ascenso de las empresas agrícolas acentuó la concentración de la tierra en unos 
pocos dueños y sometió al medio a un deterioro sin precedente. La deforestación 
fue especialmente aguda en la actividad bananera, y caracterizó el crecimiento de 
la ganadería extensiva en Guanacaste (Molina y Palmer, 2011, p. 128).

Este cambio en la estructura de uso del suelo, ampliamente estu-
diado en Costa Rica y denominado por algunos como el proceso de po-
trerización, resulta pertinente en tanto permite el acercamiento a la 
magnitud de las transformaciones y su impacto sobre las dinámicas te-
rritoriales. Al respecto, Picado y Botella (2018) señalan que entre 1950 y 
1973 “la extensión que abarcaban los pastos en el país se incrementó en 
más del doble, pasando de unas 680 200 hectáreas a cerca de 1 558 053 
hectáreas” (p. 19). 

El proceso fue tan marcado que según los autores, citando a Parsons 
(1976), “la agricultura de frontera agrícola no era sino una etapa transi-
toria entre la eliminación del bosque y la apertura de pastizales para la 
ganadería” (Picado y Botella, 2018, p. 6). En este contexto de desarrollo 
y de contradicciones internas, especialmente en el espacio rural, el Es-
tado se vio obligado a buscar alternativas dirigidas a mitigar los efectos 
de la expansión agrícola y ganadera, y que al mismo tiempo permitieran 
mantener a la gente en el campo para evitar los problemas urbanos que 
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se empezaban a evidenciar como respuesta a la demanda de trabajo en 
un sector industrial que no despegaba. 

Son varias las acciones emprendidas entre 1950 y 1970, especialmen-
te para contener los efectos adversos del modelo de desarrollo que se 
impulsaba en el país. Así, por ejemplo, una de las más trascendentales, 
por su proyección hasta la actualidad, fue la creación de las primeras 
áreas protegidas. 

En 1955, se decretó la formación de los parques nacionales Volcán 
Turrialba y Volcán Irazú, ambos en el marco de la creación del Insti-
tuto Costarricense de Turismo (ict). En la década siguiente, se estable-
cieron las áreas silvestres protegidas Refugio de Vida Silvestre Corredor 
Fronterizo (1961), Reserva Natural Absoluta Cabo Blanco (1963), Reser-
va Forestal Río Macho (1964), el Parque Nacional Santa Rosa (1966) y la 
Reserva Forestal Zona de Emergencia Volcán Arenal (1969). Estas áreas 
protegidas marcaron el inicio de un proceso que en la década siguiente 
iba a cobrar mucho mayor auge gracias a la Ley Forestal de 1969 (Ley 
4465), mediante la cual se dispuso la creación del Departamento de Par-
ques Nacionales como unidad adscrita a la Dirección Forestal. 

La creación de esas áreas fue acompañada de diversas estrategias 
de promoción, algunas de forma indirecta, como la llevada a cabo por 
los mismos estudiantes que empezaron a llegar al país para hacer sus 
estudios en temas ambientales, e incluso gracias a “la empresa Líneas 
Aéreas Costarricenses 'lacsa', quien desde principios de los años ochen-
ta apostó al turismo basado en la naturaleza” (Báez, 2017, p. 26). A escala 
internacional,

A inicios de los años 70, George Powell publicó un reportaje sobre quetzales desde 
Monteverde, en el periódico American Birds… En 1978, el documental de la bbc, 
Un bosque en las nubes (Forest in the Clouds) llegó a audiencias más grandes. La 
revista Vida Silvestre Internacional (International Wildlife), ampliamente leída, 
publicó un artículo ilustrado Is this the Garden of Eden? (¿Será este el Jardín del 
Edén?, traducción libre) en el cual se destacan Monteverde y La Selva... National 
Geographic destacó Monteverde en un libro sobre “mundos en la montaña”…. mu-
chas publicaciones y documentales llegaron a una amplia audiencia a finales de 
los 80” (Nadkarni y Wheelwright, 2000 y 2014, citado en Báez, 2017, p. 23). 

Un segundo aspecto que marcó el accionar del Estado en este cami-
no fue la creación del Instituto de Tierras y Colonización (itco) en 1961. 
Según Picado (2005), este instituto desarrolló sus objetivos desde tres 
ángulos: primero, la creación de colonias agrícolas; segundo, la crea-
ción de asentamientos campesinos, especialmente en los casos donde 
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se habían presentado invasiones de fincas (precarismo rural); y, terce-
ro, bajo la lógica de regiones de desarrollo. De hecho, según este autor, 
entre 1963 y 1966 la labor del itco permitió enfrentar la presión que 
ejercían los campesinos sin tierra en distintas partes del país, gracias 
al desarrollo de “una decena de proyectos de colonias en prácticamente 
todas las provincias, alcanzando una cobertura de más de 30 mil hec-
táreas y cubriendo una cantidad superior a las 1000 familias” (Picado, 
2005, p. 162). 

Desde la perspectiva de Picado y Botella, esos procesos buscaban 
contener, por un lado, la expansión de los pastizales y aportar a la re-
cuperación de bosques y, por otro, mitigar la conflictividad social que 
se empezaba a manifestar como resultado de la desigual tenencia de la 
tierra y los procesos de precarización (Picado y Botella, 2018, p. 8). 

En este sentido, es pertinente tener claro que el avance de los pas-
tos, asociado a la actividad ganadera en Guanacaste, se convirtió en un 
problema adicional para el itco, pues en ese contexto, como lo indicó 
Spielmann (1972) “el desplazamiento de los minifundios y microfundios 
no puede considerarse, bajo las condiciones existentes, como una refor-
ma agro-estructural conveniente y oportuna, pues este desplazamiento 
origina gran cantidad de pobladores rurales sin tierra” (p. 75). En cuanto 
a la protesta social, debe recordarse también que algunas de estas ma-
nifestaciones eran apoyadas por los comunistas. Debido en parte a esto 
último, en 1967 el Estado creó la Dirección Nacional de Desarrollo de la 
Comunidad (Dinadeco), desde la cual se organizó el apoyo a las comu-
nidades rurales con el fin de solventar algunas carencias y así potenciar 
la permanencia de la gente en el campo, al tiempo que intentaba restar 
protagonismo a la izquierda (Molina y Palmer, 2011, p. 130). 

La Ley Forestal de 1969 (sustituida por la ley 7575 de 1996) vino a 
ser otro aspecto de suma relevancia, pues el país no contaba con una 
normativa clara en ese campo. Según el primer artículo de la norma, su 
objetivo principal era “velar por la protección, la conservación, el apro-
vechamiento, la industrialización, la administración y el fomento de los 
recursos forestales del país, de acuerdo con el principio de uso racional 
de los recursos naturales renovables” y, para ello, en su artículo 10 ex-
ponía como una de las competencias de la Dirección General Forestal 
“Establecer reservas forestales, zonas protectoras, refugios de fauna sil-
vestre y otras categorías de uso que sea necesario definir” (Ley Forestal, 
1969, p. 2). En cumplimiento de lo dispuesto en esta ley, en la década 
de los setenta surgió el denominado boom de la conservación en Costa 
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Rica. De hecho, solo en 1971 y en 1979 no se creó ninguna área protegida, 
como se aprecia en el Cuadro 1.

De los datos contenidos en el Cuadro 1 basta hacer referencia a dos 
aspectos puntuales. En primer lugar, el 40 % de las áreas protegidas 
creadas en esta década se fundaron en 1976, lo cual posiblemente expli-
ca la necesidad de que en 1977 se creara el Servicio de Parques Naciona-
les como entidad encargada de “la conservación del patrimonio natural 
del país” (Ley del servicio de Parques Nacionales, 1977). En segundo lu-
gar, el 74 % de las áreas protegidas creadas en esa década estaban espe-
cialmente orientadas a la protección de los suelos y las fuentes de agua 
(zonas protectoras), así como de las reservas forestales. También es vá-
lido notar que en la década de los setenta se creó el 23,43 % del total de 
áreas protegidas con que cuenta el país en la actualidad (sin contar la 
red de reservas privadas), solo superado por el 38,28 %  correspondiente 
a las creadas en la década de los noventa. De acuerdo con un estudio 

CUADRO 1. Áreas protegidas creadas en la década de 1970, según año y tipo

Año Nombre del área protegida Cantidad/año
1972 Parque Nacional Manuel Antonio 1
1973 Reserva Biológica Isla Guayabo, Reserva Biológica Isla 

Negritos, Monumento Nacional Guayabo, Reserva Forestal 
Pacuare Matina

4

1974 Parque Nacional Barra Honda, Parque Nacional Volcán Rincón 
de la Vieja, Reserva Forestal Grecia 3

1975 Parque Nacional Chirripó, Parque Nacional Corcovado, 
Reserva Forestal Cordillera Volcánica Central, Reserva 
Forestal Los Santos

4

1976 Reserva Biológica Isla del Caño, Reserva Biológica Isla 
Pájaros, Parque Nacional Volcán Tenorio, Zona Protegida 
Cerro Escazú, Zona Protegida Caraigres, Zona Protegida 
Cerros de la Carpintera, Zona Protegida El Rodeo, Zona 
Protegida Cerro Atenas, Zona Protegida Río Tiribí, Zona 
Protegida Río Grande, Zona Protegida Tenorio, Zona Protegida 
Miravalles

12

1977 Zona Protegida Arenal Monteverde 1
1978 Parque Nacional Braulio Carrillo, Parque Nacional Isla del 

Coco, Reserva Biológica Hitoy Cerere, Reserva ForestalGolfo 
Dulce, Reserva Forestal Taboga

5

fuente: Elaboración propia con base en datos oficiales del Sistema Nacional de Áreas de Conservación.
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comparativo de 1976 para 13 países latinoamericanos, solo Chile apare-
cía con una proporción mayor del territorio sometido a protección me-
diante parques nacionales, como se aprecia en el Cuadro 2. Ahora bien, 
es relevante para los propósitos de este trabajo tener claro el paralelismo 
entre conservación y la entrega de tierras por medio del itco-ida en este 
periodo (véase el Cuadro 3).

Como puede apreciarse en los datos del Cuadro 3, para el cierre de 
la década de los setenta se habían declarado como áreas silvestres pro-
tegidas un total de 584 668 hectáreas, mientras que en el caso del itco, 
este había adquirido un total de 557 264 hectáreas para entrega a cam-
pesinos. En otras palabras, la relación entre conservación y parcelación 
de tierras era casi de 1 a 1 entre 1961 y 1979. 

Sin embargo, es preciso hacer la salvedad de que en el total de hectá-
reas sometidas a alguna modalidad de conservación se incluyen tierras 
sobre las cuales el Estado aún no ha pagado los derechos y que, por lo 
tanto, se mantienen como fincas privadas dentro de las áreas protegi-
das. Además, y como se advierte claramente en el Gráfico 1, esa relación 

CUADRO 2. Superficie total y relación porcentual de parques nacionales en 13 países  
                     latinoamericanos. 1976

País Área ocupada por parques 
nacionales por KM2

Relación 
porcentual (%)

Argentina 26 707 0,96
Brasil 24 000 0,28
Bolivia 2000 0,18
Chile 68 149 8,00
Colombia 11 731 1,03
Costa Rica 1679 3,30
Ecuador 6910 2,55
Guatemala 672 0,62
Panamá 26 0,03
Paraguay 550 0,01
Perú 20 690 1,62
Uruguay 194 0,11
Venezuela 17 429 1,88
fuente: Citado por Molina, 1980.
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1:1 que predominó hasta finales de la década de los setenta se rompe 
completamente a favor de las áreas silvestres protegidas en las décadas 
de los ochenta y noventa, particularmente. De acuerdo con estos datos, 
es posible asegurar que el papel del itco-ida en la adquisición de tierras 
(buena parte de ellas ya invadidas por precaristas) contribuyó a “dismi-
nuir” o “contener” la presión por el acceso a la tierra y, por ende, sobre 
los recursos naturales. 

Esa situación hizo posible que el Estado invirtiera en la creación de 
áreas silvestres protegidas como mecanismo para asegurar la perma-
nencia de biodiversidad, la protección de suelos y de las fuentes de agua, 
entre otros aspectos. Pero también es oportuno señalar, en el marco de 
estas interpretaciones, que el desarrollo posterior de esta dinámica es-
tuvo influido por otros factores. Por ejemplo, en 1984 el ict llevó adelan-
te una transformación del modelo turístico que aplicaba en Costa Rica 
y, según sus propias palabras,

el país dejó de lado la estrategia de promocionarse turísticamente como un des-
tino caribeño (más enfocado en el concepto de playa y circuitos de ciudad y alre-
dedores) y en su lugar el ict aprobó e implementó una nueva política de mercadeo 
para posicionar a Costa Rica como un destino soft nature, con el desarrollo de 
una primera campaña internacional de promoción turística denominada “Costa 
Rica: It’s only natural” que se lleva a ferias internacionales de turismo (ict, 2017, 
pp. 20-21). 

Este cambio en la orientación del sector turístico estuvo acompa-
ñado de otras campañas que reforzaron la imagen de Costa Rica como 
destino turístico, pero, especialmente, como destino para el ecoturismo. 

CUADRO 3. Total de hectáreas sometidas a conservación en comparación con tierras 
                     entregadas a campesinos según subperiodos. 1960-2009

Conservación Tierras adquiridas por ITCO-IDA
Subperiodo Total de ha. Subperiodo Total de ha.
1961-1969 123 278,41 1963-1969 317 354
1970-1979 461 390,57 1970-1979 239 910
1980-1989 380 229,16 1980-1989 120 649
1990-1999 188 544,2 1990-1999 37 119
2000-2009 133 375,38 2000-2003 5292

fuente: Elaboración propia con base en datos oficiales del SINAC. Sobre Tierras del ITCO-IDA, Montoya, 2004. 
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Así, por ejemplo, a las campañas citadas siguieron otras como “No artifi-
cial Ingredients” (que pretendía explotar la naturaleza y los parques na-
cionales específicamente), “Costa Rica Gift of happiness” (desde la que 
se resaltaban valores de la sociedad costarricense), “Save the americans” 
(centrada en naturaleza y sociedad) y, más recientemente, “Essencial 
Costa Rica”, como una marca país (ict, 2017). 

Estos cambios en apariencia resultaron de gran impacto, pues entre 
finales de la década de los ochenta y principios de la siguiente, el turismo 
creció a un ritmo de 15,5 % (Alvarado, 2005, p. 75). Lo interesante es que 
estos cambios fueron oportunamente secundados por el Estado con la 
creación de nuevas áreas protegidas y con la declaración de la actividad 
turística como una actividad pública. El resultado de esto fue, por ejem-
plo, que entre 1980 y 1999 se crearon 71 áreas protegidas, es decir, el 55,5 
% de las áreas con que cuenta el país en la actualidad (solo en 1994 se 
crearon 24, es decir, un promedio de 2 al mes). 

En el ámbito privado, la Asociación Red Costarricense de Reservas 
Naturales (rcrn) cuenta con la declaratoria de interés público según el 
decreto 28378-minae. Hoy, esta red “cuenta con más de 213 Reservas 
Privadas afiliadas, que en conjunto protegen una superficie superior a 
las 82.045 ha de territorio” (rcrn, 2017). 

GRÁFICO 1. Relación entre tierras bajo conservación y tierras adquiridas 
por el ITCO-IDA* para entrega a campesinos 1961-2009**

fuente: Elaboración propia con base en datos oficiales del SINAC. *Sobre tierras del ITCO-IDA, Montoya, 2004. 
**En el caso de las tierras ITCO-IDA, el primer periodo corresponde a 1963-1969 y el último es 2000-2003.
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También es necesario señalar que hacia el final de la década de  los 
setenta el país estaba enfrentando las repercusiones de un modelo en 
crisis, reflejado, entre otras cosas, en las críticas hacia la Corporación 
Costarricense de Desarrollo (codesa), creada oficialmente en 1972. Pero 
el tránsito entre las décadas de los setenta y los ochenta también fue 
el escenario donde eclosionó el problema de la crisis internacional de 
los hidrocarburos que se había originado desde 1973. El gobierno de Ro-
drigo Carazo Odio (1978-1982) debió enfrentar la caída de las exporta-
ciones, la hiperinflación, el incremento de las tasas de desempleo y la 
carestía de alimentos básicos, entre otros aspectos. En el marco de esta 
crisis, la reorientación del sistema productivo hacia la agricultura no 
tradicional y especialmente la aplicación de las políticas de ajuste es-
tructural marcaron nuevos rumbos en torno al desarrollo económico 
que debía impulsarse, ahora bajo la “supervisión” de entes financieros 
internacionales. 

En vista de ello, y del “desincentivo” que representó esto para los 
agricultores, no es de extrañar que la adquisición de tierras por parte del 
Estado o las mismas políticas de redistribución de tierras cambiaran. 
Esto se ve claramente con el siguiente dato. De las 720 324 hectáreas ad-
quiridas por el itco-ida entre 1963 y 2003, el 77,4 % fue adquirido entre 
1963 y 1979 (16 años) y el restante 22,6 %, entre 1980 y el 2003 (23 años). 

Tener claro estos datos ayuda a comprender por qué el modelo eco-
nómico impulsado por los denominados pae favoreció el desarrollo de 
actividades ligadas al turismo, al ecoturismo y a una amplia gama de 
actividades vinculadas al sector, entre ellas, hotelería, gastronomía y 
transportes. En otras palabras, desde la década de los ochenta, pero con 
especial importancia desde la década de los noventa, hubo un proceso 
de terciarización del modelo de conservación, aspecto del que se hablará 
en otro trabajo, pues requiere de un análisis propio.

A lo anterior deben sumarse también las directrices o condiciona-
mientos que se establecen en los tratados o convenios internacionales 
firmados y ratificados por el país, no solo en cuanto a la protección de la 
biodiversidad, sino también en materia comercial y de bioprospección 
por parte de terceros. 

A manera de recordatorio, basta con nombrar el Convenio sobre Di-
versidad Biológica (cdb), la Convención sobre el Comercio de Especies 
Amenazadas de Fauna y Flora (cites), el Convenio para la Protección 
del Patrimonio Natural y Cultural de la unesco y la Convención sobre la 
Conservación de las Especies Migratorias de Animales Silvestres (cms). 
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En el ámbito comercial, debe recordarse que algunos tratados interna-
cionales (tlc) establecen “pautas” para asegurarse la explotación de las 
riquezas naturales de los países con los que establecen acuerdos (para 
mayor detalle, ver la obra de Rodríguez, 2013). Tanto unas como otras 
determinan la necesidad de nueva legislación o de readecuación de la 
existente, lo cual también condiciona el accionar del Estado para con-
tinuar con políticas de redistribución de tierras, por ejemplo. Esto sin 
entrar en las implicaciones de las deudas que el Estado tiene con los due-
ños de propiedades situadas en el interior de algunas áreas protegidas, 
como ya se mencionó. 

Ahora bien, en el marco expositivo de este trabajo, es inevitable ver 
la conservación y, en particular, los espacios protegidos como un ele-
mento de competitividad en el contexto de los desarrollos internaciona-
les. Costa Rica no posee ciudades monumentales, ruinas prehispánicas 
significativas, y, aunque tiene numerosas playas, tampoco reúne las ca-
racterísticas o condiciones de otras regiones del planeta, pero lo que sí 
tiene es naturaleza y biodiversidad. Esa es el arma competitiva del país y 
su principal gestor es el ict. 

En el 2002, desde la presidencia de la República se declaró el turismo 
como “alta prioridad nacional. Ese mismo año, la Asamblea Legislativa 
constituyó, por primera vez en la historia, una Comisión Especial de Tu-
rismo” (Álvarez, 2005, pp. 62-63). Ahora bien, las cuestiones son ¿cuáles 
regiones-territorios se han favorecido por esos desarrollos?, ¿en qué me-
dida los beneficios ecosistémicos que se busca proteger en esas áreas es-
tán contribuyendo al desarrollo local?, y, de manera más reciente, ¿cuál 
es el efecto de los servicios ambientales que paga el Estado a través del 
financiamiento forestal? 

En este punto, es preciso, como paso fundamental para lo que sigue, 
indicar que el territorio, tal como manifiestan Sepúlveda, Rodríguez, 
Echeverri y Portilla (2003), trasciende lo espacial, de la misma forma en 
que lo rural representa más que lo meramente agrario. Desde esta pers-
pectiva, el territorio puede entenderse como

un producto social e histórico —lo que le confiere un tejido social único—, dota-
do de una determinada base de recursos naturales, ciertas formas de producción, 
consumo e intercambio, y una red de instituciones y formas de organización que se 
encargan de darle cohesión al resto de los elementos (Sepúlveda et al., 2003, p. 69). 

Como se desprende de la definición anterior, la idea de territorio va 
más allá de cualquier interpretación o definición geográfica clásica, o 
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incluso de los estudios de geografía económica que entienden la desigual-
dad territorial “en términos de las relaciones sociales de poder y acceso a 
recursos, las que a su vez se ligan a las relaciones sociales de producción” 
(Massey (1985) y Harvey (1982) citados por Berdegué et al., 2011, p. 21). 

Conocer esta visión de lo territorial como algo resultante de un 
proceso “social e histórico”, sustentado en una base natural, permite 
comprender que es “a partir de esa supeditación que debe comenzar la 
reconstrucción de lo rural” (Sepúlveda et al., 2003, p. 76) y, por consi-
guiente, es desde esta perspectiva donde se pueden tejer soluciones y 
proyectos acordes con cada realidad territorial. 

En esta misma línea, también se debe rescatar, como dice Echeve-
rri (2005), citado por Rodríguez y Saborío (2008), que “el territorio rural 
es concurrencia de sectores económicos, por tanto es multisectorial; 
es concurrencia de diversas dimensiones de la vida social, por tanto es 
multidimensional. Y como resultado de estas concurrencias, los proce-
sos que allí tienen lugar son multifuncionales” (p. 13). 

Si partimos de esa definición y además se acepta que los territorios 
se articulan a través de las cadenas de producción y valor que originan 
sus desarrollos internos, resulta relativamente fácil determinar que, en 
el campo productivo, hay territorios vinculados de forma directa al mer-
cado interno, mediante producciones como la de frijol, arroz, yuca, entre 
otros; mientras que otros están “más cerca” del mercado internacional, 
como el caso del monocultivo de la piña. Eso se debe a un proceso so-
cial e histórico, pero también a unas condiciones naturales específicas 
que favorecen tales desarrollos. Sin embargo, si se pretende analizar 
esos mismos territorios desde la óptica de la conservación, a partir de 
las áreas protegidas y del turismo, la dinámica no es tan clara como  la 
resultante desde la óptica de la agroproducción. 

En otras palabras, suponer que la creación de reservas, parques u 
otras modalidades de protección contribuye per se a la integración y 
al desarrollo territorial sería un tanto reduccionista, pues solo se esta-
ría partiendo desde la visión institucional y se dejaría de lado no solo 
el amplio espectro de políticas públicas que deberían acompañar esos 
emprendimientos, sino también el componente social, y con ello, los co-
nocimientos bioculturales. 

Para ejemplificar, piénsese en una región tradicionalmente agríco-
la y ganadera donde el Estado decide establecer un área protegida para 
resguardar parches de bosque, aguas o biodiversidad en su conjunto. 
Por lo general, se espera que la población sepa aprovechar los servicios 
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ecosistémicos definidos en las normas técnicas y que justifican la pro-
tección de esa área, pero en realidad eso no es viable, o al menos no de 
manera inmediata. Llevar adelante un proceso de esta magnitud requie-
re de la bioalfabetización y del desarrollo de conocimientos de manejo 
ambiental que no están en el bagaje cultural del poblador local, dedica-
do por décadas y generaciones al trabajo en el campo. E, incluso, en mu-
chos casos, se requiere de preparación a otro nivel (aprendizaje de otro 
idioma, por ejemplo) para atender el perfil de un turista internacional.

Esta triada población-conservación-territorio se vuelve más com-
pleja cuando se introduce la acción estatal mediante la colonización di-
rigida. La migración interna, aunque sea rural-rural, pero especialmen-
te urbano-rural, implica una serie de procesos de ajuste que no resultan 
fáciles o incluso deseables para mucha gente, pues migrar siempre sig-
nifica dejar algo atrás. En este sentido, la colonización dirigida y luego 
la adquisición y distribución de tierras por parte del itco-ida se destinó 
a personas que invadieron fincas o que fueron reubicadas desde otras 
áreas rurales o desde los cascos urbanos, despojándolos en cierta forma 
de su arraigo original. El problema que suscita este proceso es que la 
persona deberá desarrollar mecanismos de arraigo e identificación en 
su lugar de destino hasta construir una nueva identidad socioterritorial. 
Para Quezada (2007), esta identidad se concibe como

Una dimensión de la identidad personal que se caracteriza por tomar como centro 
de referencia un territorio delimitado, donde tiene su asiento un conglomerado 
social con el cual se establecen y reconocen vínculos de pertenencia. En el caso de 
los migrantes, cambiar su lugar de residencia provoca un reacomodo simbólico y 
cultural en la relación que establecen con el territorio próximo y los vínculos que 
se entablan con la nueva comunidad en la que habitan (p. 36).

En comunión con esa perspectiva, hablar de la migración interna 
(producto de la adjudicación de tierras) aunque sea rural-rural, conlleva 
a un proceso de redefinición de identidades socioterritoriales. Un cam-
pesino que se traslada de una región a otra para establecerse, rompe el 
hilo identitario con su territorio y debe iniciar la reconfiguración de ese 
vínculo en su lugar de destino. 

Es de suponer que para algunos resulte fácil (por ejemplo, los que 
añoraban el estatus de propietarios o que lograron quedarse en las fin-
cas que habían invadido) y para otros ni siquiera llegue a ser posible. 
El éxito o las dificultades derivados de este proceso de reacomodo al 
lugar de destino probablemente afectarán, positiva o negativamente, la 
relación socioecológica que la gente establezca con su entorno. Y aunque 
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no hay estudios específicos al respecto, la experiencia y el conocimien-
to de algunos asentamientos campesinos vislumbran que mucha de las 
personas que adquieren tierras terminan vendiéndolas y, en el mejor de 
los casos, solo conservan un lote pequeño con su casa.

En este sentido, debe haber claridad en que “el territorio siempre se 
mira desde las experiencias personales y, a través de ellas, se otorgan 
significados específicos al entorno” (Quezada, 2007, p. 55). Así las cosas, 
y considerando que muchos de los asentamientos campesinos creados 
en el país se ubican cerca de áreas silvestres protegidas (véase Anexo 1), 
cabe preguntarse si a la ya evidente presión sobre los recursos naturales 
se le está adicionando la de aquella población que carece de identidad 
socioterritorial. Precisa advertir otro aspecto y es que los habitantes ne-
cesitan alimentarse, lo cual resulta crucial en la fase de establecimiento 
en la parcela, mientras la tierra empieza a producir.

De regreso al punto de análisis anterior, la ubicación de los asenta-
mientos campesinos en las cercanías de las áreas silvestres protegidas 
supone trasladar, hacia sus propias áreas de amortiguamiento, una ma-
yor presión sobre los recursos naturales que se intenta preservar. Ade-
más, en algunos casos, como el de la zona norte, las inquietudes surgen 
de la misma contradicción de las políticas públicas. Por ejemplo, en la 
zona del Río Frío, la creación del Refugio de Vida Silvestre Caño Negro 
se sustenta en la necesidad de preservar los servicios ecosistémicos del 
lugar. Su ecosistema se cataloga como de humedal frágil y de paso de 
aves migratorias. Sin embargo, son numerosos los asentamientos cam-
pesinos que se han creado en sus proximidades y eso ocasiona que se 
presenten con mucha regularidad problemáticas ligadas con incendios 
forestales, así como pesca y caza ilegal. 

Ahora bien, el problema no reside solo en un asunto de ubicación 
de las áreas protegidas y de los escenarios donde se constituyen asen-
tamientos campesinos, sino también en la lógica bajo la cual opera el 
modelo de conservación. En este sentido, Costa Rica aún debe avanzar 
en esquemas de gobernanza o cogobernanza ambiental desde los cuales 
se motive a las comunidades cercanas a las áreas protegidas a asumir 
roles, no solo de vigilantes, como se hace en los comités de vigilancia de 
los recursos naturales (covirena) o de las asociaciones que adminis-
tran acueductos rurales (asadas), sino de agentes involucrados con la 
administración directa del área respectiva. 

Esa acción directa mediante algún esquema cooperativo o de otra 
naturaleza potenciará la vigilancia y el uso racional de los recursos en 
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tanto se vea la correlación directa entre conservación y desarrollo lo-
cal-territorial.

Conservación y territorios

El desarrollo de la conservación impulsado en la década de los se-
tenta, pero particularmente  a partir de 1980 propició la consolidación 
de un modelo conservacionista con fuerte influencia estadounidense. 

De hecho, tanto Álvaro Ugalde como Mario Boza, reconocidos en el 
país como los creadores o padres de los parques nacionales, viajaron por 
separado a Estados Unidos a finales de los sesenta donde se capacitaron 
en el manejo de parques nacionales. Al regreso, se consolidaron como 
promotores de la conservación no solo a través el Estado, sino también al 
buscar fondos para invertirlos en la adquisición de terrenos aptos para 
protección. Uno de los primeros proyectos, según recuerda Álvaro Ugal-
de, fue la creación del Parque Nacional Santa Rosa, efectuado gracias a 
la compra (por parte del ict) de la finca que pertenecía al dictador ni-
caragüense Anastasio Somoza, la cual había sido invadida en un sector 
por precaristas. Entre los trabajos que le correspondió ejecutar a Ugalde 
fue negociar la salida de esas personas de la finca, lo cual se logró con la 
participación del itco (debe recordarse que fue hasta 1982 que pasó a 
llamarse Instituto de Desarrollo Agrario (ida).

Cuando nos enteramos que los precaristas querían tierras y estaban dispuestos 
a negociar su traslado, iniciamos el proceso de avalúos y el proceso fue tan bien 
coordinado que para junio de 1970 ya habíamos trasladado 35 de las 36 familias 
fuera del Parque, a la finca San Luis, propiedad del Instituto de Desarrollo Agrario 
(ida) en Cañas, Guanacaste. Esta fue la primera alianza interinstitucional que pro-
dujo un resultado concreto en un parque nacional y que sentó un precedente. El 
ida asumió las familias del Parque Nacional Santa Rosa (Saénz, 2016, p. 9).

Lo anterior constituye un ejemplo de cómo la dirección que tomaron 
las políticas de asentamientos campesinos con el itco-ida, la consoli-
dación del modelo de conservación que venía impulsando el Estado y 
la orientación general del sector del turismo van a definir la configura-
ción de dinámicas y fisonomías territoriales concretas. Gracias a estas 
acciones institucionales es posible hablar de la configuración inicial de 
los wilderness al estilo estadounidense. Estos “desiertos verdes” eran 
vistos desde la óptica conservacionista como espacios vírgenes, prísti-
nos o, en su defecto, poco alterados (Dowie, 2011), que debían ser preser-
vados y regularse o incluso prohibirse la entrada de personas. Este fue 
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básicamente el modelo que impulsado en 1960 y 1970 y desde el cual se 
“separó” sociedad y ambiente. Esta línea claramente obviaba “las necesi-
dades de la población que habita en las zonas sometidas a algún criterio 
de protección” con tal de proteger un área específica (López y Granados, 
2016, p. 64). Como producto de esta visión, se crearon los primeros par-
ques y reservas, que dieron inicio a un paisaje fragmentado e inconexo 
que  hacia 1976 cubría el 3,3 % del territorio nacional. 

En correspondencia o no con el modelo turístico, la adquisición y en-
trega de tierras por parte del itco-ida fue configurando dos escenarios 
diametralmente opuestos. En el Anexo 1 se observa con claridad cómo 
la interacción entre estas dinámicas ha dado como resultado la configu-
ración del país en tres grandes territorios (más o menos correspondien-
tes con el sistema montañoso). El que da al Pacífico se caracteriza por 
un desarrollo centrado en el turismo y en actividades agropecuarias de 
escala industrial, como los productos de caña, arroz, banano, palma y 
ganadería. Precisamente, esta vertiente reúne los principales polos tu-
rísticos del país como lo son el Golfo de Papagayo, la zona Arenal-Mon-
teverde, el sector de Manuel Antonio y el de Corcovado, así como otro 
numeroso grupo de lugares destinados a la atención del turismo nacio-
nal e internacional, muchos de ellos en manos privadas.

Entretanto, la parte que da al Caribe concentra la mayoría de desa-
rrollos campesinos y está centrada en una agricultura más diversificada 
(salvo las plantaciones de naranja, piña y forestales que datan de finales 
de la década de 1990 en adelante). Aunque en esta vertiente claramente 
se desarrollan emprendimientos ligados al ecoturismo (como en Tortu-
guero) y agroecoturismo, su desarrollo en el país es más reciente y no 
necesariamente calza con los intereses del usuario “standard” al que van 
dirigidas las campañas promocionales del ict. Basta con mirar los desa-
rrollos turísticos que prevalecen en la costa del Caribe costarricense para 
darse cuenta de que estos no provocan los mismos encadenamientos que 
en el sector del pacífico. En este sentido puede indicarse que el desarrollo 
turístico que se ha logrado en el pacífico costarricense está “soportado” 
o es posible gracias a la permanencia de un sector del territorio dedica-
do a la producción de alimentos (granos) y de otros bienes de consumo 
como el caso de la lechería, fundamental en la dieta costarricense.

El tercer gran espacio o territorio que se aprecia es la zona de Tala-
manca, que no está ligado a ninguno de los sectores que se han descrito. 
Se trata del área ocupada por las reservas indígenas y en general por 
todo el sector del Parque Internacional La Amistad (tanto en su vertien-
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te del Caribe como del Pacífico). El aislamiento de este sector en tér-
minos del desarrollo regional obedece en parte a la escasa inversión en 
infraestructura y a la necesidad de mantener ciertos espacios con menor 
grado de alteración. Pero también obedece a un marco internacional li-
gado al respeto a los territorios de las comunidades originarias lo cual 
implica que el país debe reconocerlas y vigilar para que estas sean respe-
tadas. Pese a ello, y aunque no es para abordarse en este trabajo, se sabe 
que desde la zona de Buenos Aires y Coto Brus se ejerce mucha presión y 
explotación ilegal de recursos de esas zonas protegidas.

Ahora bien, es necesario concretar esta idea y señalar que la confi-
guración macro-territorial de Costa Rica es el resultado de un proceso 
en el que convergen distintos actores. En primera instancia el Estado 
desde sus políticas e instituciones como es el caso del itco-ida, el Ser-
vicio de Parques Nacionales, el ict y por su puesto la iniciativa priva-
da, entre otros. Pero la mayor evidencia de esta dinámica se sustenta 
en que la relación, turismo-conservación, después de la segunda mitad 
de la década de 1980, dio un golpe de timón al rumbo de las políticas 
conservacionistas, lo cual se puede valorar, como ya se mencionó, con el 

GRÁFICO 2. Aporte de divisas del turismo y otras actividades económicas. 1979-2014

fuente: Elaboración propia con datos de CANATUR y del ICT para el periodo 1979-2003, citados por Benavides 
(2005). Datos del Banco Central de Costa Rica (BCCR), Departamento de Estadística Macroeconómica para el 

periodo 2004-2014 (ICT, Anuario estadístico, 2014).
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significativo número de áreas protegidas que se crearon, el arribo soste-
nido de turistas y por supuesto, por el ingreso de divisas.

Como se aprecia en el Gráfico 2, ya para el 2002 las divisas por con-
cepto de turismo eran superiores a la suma de lo obtenido por las expor-
taciones de café y banano. Este comportamiento obedece a una política 
de atracción muy fuerte, relacionada con la “marca país” como un des-
tino verde y esto se puede constatar con la afluencia sostenida de los 
turistas, incluso después de los atentados del 11 de Setiembre (López y 
Granados, 2016, p. 81)

Para entender esta relación, resulta pertinente observar la correla-
ción entre las zonas protegidas del país y las denominadas “unidades 
de planeamiento”, que utiliza el ict como plataforma para organizar la 
promoción de la actividad turística. En ellas se aprecian tres ejes: el Pa-
cífico, el Caribe y el Valle Central y volcanes, cada uno de estos sectores 
se subdivide en distintas unidades de planeamiento. Lo significativo es 
ver que el sector del Pacífico concentra el 50 % de esas unidades, lo cual 
refleja la relevancia de esta vertiente en el conjunto de la economía cos-
tarricense. Además, en el marco de los planes nacionales de desarrollo 
turístico, se definen estrategias particulares a través de los Planes Ge-
nerales de Uso del Suelo y Desarrollo Turístico (pgus), desde los cuales 
se establece el potencial de la zona. Claramente, tanto las unidades de 
planeamiento como los propios pgus están en sintonía con el potencial 
turístico de las zonas, esto es, acceso, infraestructura hotelera y gastro-
nomía, entre otros aspectos, además de los atractivos que sustentan el 
planeamiento.

Está de más indicar que esta subdivisión del territorio nacional es 
muy diferente a las regiones de planificación o regiones socioeconómi-
cas con las que trabaja el Ministerio de Planificación y Política Econó-
mica (Mideplán) e incluso a los 28 territorios definidos por el Instituto 
Nacional de Desarrollo Rural (Índer) que se sustentan en las regiones 
socioeconómicas creadas desde 1978. 

Considerando este panorama, es inminente preguntar cómo se sos-
tiene este modelo y cuál es el coste territorial que implica esta dinámica 
en la escala nacional. Contestar no es sencillo, pero es necesario exter-
nar por lo menos una aproximación y para ello se parte de un rápido 
acercamiento al debate sobre la conservación desde los enfoques de 
land sparing y land sharing.

Se trata de un debate en el que no solo intervienen biólogos y con-
servacionistas propiamente, sino que abre el espectro a discusiones 
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ideológicas más amplias en las que sin duda la política ha estado pre-
sente. Es preciso saber, como indican Perfecto y Vandermeer (2012), que

Land sparing se refiere a la idea de que la intensificación de la agricultura para 
incrementar la productividad por área, resulta en la liberación de tierras para la 
conservación de la biodiversidad a nivel del paisaje […]. Land sharing se refiere a la 
idea de que la agricultura alternativa, diversa y agroecológica puede mantener la 
biodiversidad a nivel del paisaje […]. El tema contiene elementos que claramente 
pueden ser adjudicados a un nivel no-ideológico. Sin embargo, debido al carácter 
político del proceso de producción de alimentos y de la conservación de biodiversi-
dad, no es sorprendente que la ideología política haya jugado un papel importante 
en definir el debate (p. 181).

En este debate hay una serie de elementos que sustentan las posicio-
nes, por ejemplo, la seguridad alimentaria y la protección de la biodiver-
sidad. Lo polémico reside en que los defensores del land sparing parecen 
ignorar los efectos dañinos de la agricultura industrial para el ambiente 
(Perfecto y Vandermeer, 2012, p. 183). Para visualizar esta situación en 
la escala local, basta con analizar las repercusiones que provoca la ex-
pansión piñera en el norte de Costa Rica, ampliamente documentadas. 
Pero, además, la posición de land sparing  plantea la necesidad de incre-
mentar la productividad sin considerar que los costos de esa producción 
están íntimamente vinculados con las tendencias del mercado y que en 
muchos casos implican una dependencia muy fuerte de la importación 
de combustibles fósiles y derivados. 

CUADRO 4. Organización de las unidades de planeamiento del ICT según el Plan 
                     Nacional de Desarrollo Turístico. 2002-2010

Vertiente del Pacífico Valle Central y volcanes Vertiente del Caribe
Guanacaste norte: Subunidad Polo 
Turístico Papagayo

Valle Central: Subunidad 
Chirirpó Caribe Norte

Guanacaste sur
Llanuras del norte: 
Subunidad volcanes de 
Guanacaste

Caribe Sur

Puntarenas e islas del Golfo Monteverde
Pacífico Central
Corcovado-Golfito: Subunidad 
cordillera de Talamanca
fuente: ICT, 2002. 
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Desde el land sharing se apuesta por el desarrollo de una agricultura 
de base agroecológica. El supuesto detrás de esta idea es que la diversi-
dad de los sistemas productivos conforma un soporte o potenciador de la 
biodiversidad en el paisaje, como lo fueron las fincas policultivistas que 
caracterizaron a la Costa Rica de mediados de siglo xx. Aunque hay tra-
bajos que tratan de mostrar esa realidad, el argumento de la oposición 
se centra en la supuesta baja productividad de la agricultura ecológica. 
A esto se le suma, entre otras cosas, que los paisajes tanto de conserva-
ción como de explotación agrícola son dinámicos y que la diversidad de 
la matriz agrícola de un lugar puede favorecer u obstruir las tasas de 
migración e inmigración de especies. Es de suma relevancia considerar 
lo expuesto en el marco costarricense, en especial, con respecto a los 
corredores biológicos, ya que su “salud” constituye una condición tras-
cendental para el tránsito o recolonización de especies en el territorio, 
así como para la tarea de “atacar” los llamados vacíos de conservación.

Para algunos autores como Claire Kremen, de la Universidad de Ca-
lifornia, Berkeley, esta dicotomía debe ser analizada con cuidado, pues 
ambos enfoques podrían tener efectos indeseados. Según ella, “tanto 
las grandes regiones protegidas como las matrices circundantes favora-
bles son necesarias para promover la conservación de la biodiversidad; 
funcionan sinérgicamente y no son mutuamente excluyentes” (Kremen, 
2015, p. 1). Más aún, la autora analiza una serie de estudios realizados 
en distintas partes del mundo sobre las implicaciones de land sparing/
land sharing y llega a la conclusión de que hay pocos  que recopilen datos 
fundamentales para determinar si alguna de esas estrategias ayuda más 
a conservar la biodiversidad (Kremen, 2015). Sí es enfática al indicar que 
la intensificación agrícola no necesariamente se traduce en más tierras 
para conservar, pues en el ámbito político se requiere de mejores prácti-
cas de gobernanza ambiental (Kremen, 2015, p. 13).  

Según los planteamientos esbozados, hay cierta claridad en que el 
modelo de parques nacionales impulsado en Costa Rica desde la década 
de los setenta cuenta con una gran influencia del modelo estadouniden-
se. Ahora, la pregunta que surge es si el modelo aplicado en Costa Rica 
responde también, en alguna manera, a las líneas de la ecología profun-
da del Wilderness estadounidense y del enfoque de land sparing. Por su 
parte, lo apuntado por Kremen hace pensar en que, si hay países que 
importan gran cantidad de alimentos (como Costa Rica con los frijoles y 
maíz), lo cual en principio también contribuye a liberar tierras agrícolas, 
¿por qué no han dado el salto a la conservación de manera exitosa? 
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En Costa Rica pareciera ocurrir lo contrario; dicho en otras pala-
bras, da la impresión de que la lectura hecha es que conservar unas 
áreas específicas del territorio da “autorización” o “licencia” para explo-
tar el resto del territorio, en lo que se ocurra y sin restricciones. Quizás 
esta observación es un tanto severa, pero los datos oficiales de los censos 
indican lo que se observa en el Cuadro 5.

Como se aprecia en dicho cuadro, el incremento en el área de piña es 
sorprendente. Además, según los datos que ofrece la Cámara de Produc-
tores y Exportadores de Piña (canapep) en su página web (consultada 
en mayo 2018), el país cuenta en la actualidad con 44 500 hectáreas de 
este cultivo. El 56 % de dicha extensión se ubica en la zona norte; el 25%, 
en el Atlántico; y un 19%, en el Pacífico (canapep, 2018). De hecho, la ex-
pansión de la piña en los cantones de la zona norte llevó a que en el 2016 
el Estado de la Nación publicara un trabajo especial donde se habla de 
“territorios piñeros” (Valverde, Porras y Jiménez, 2016). 

Pero la zona norte de Costa Rica no solo se ha convertido en un terri-
torio piñero, sino también en el principal foco para el cultivo de planta-
ciones forestales. Por ejemplo, según el boletín estadístico 2014-2015 del 
Sistema de Información de los Recursos Forestales (sirefor), el 30,9 % 
del total de metros cúbicos de madera (m3) autorizados por el sinac en 
el 2014, se extrajeron del Área de Conservación Huetar Norte, donde so-
bresalen lugares como Cutris de San Carlos y Los Chiles (sirefor, 2017). 
Esto está relacionado con las dinámicas, a veces apuestas y en ocasiones 
paralelas, entre la política forestal y la de conservación.

CUADRO 5. Crecimiento de los principales cinco cultivos permanentes de Costa Rica. 
                     1984-2014

Cultivo Hectáreas 
sembradas en 1984

Hectáreas 
sembradas en 2014

% de crecimiento

Café 89 881,6 84 133,0 -6,4
Caña de azúcar 47 286,7 65 062,0 37,6
Banano 32 316,1 51 758,1 60,2
Palma aceitera 16 830,2 66 419,7 294,6
Piña 2474,2 37 659,9 1422,1
fuente: INEC, 2015.
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Conclusiones

Como se puede deducir, lo expuesto es una lectura de muchas posi-
bles sobre la relación que se ha tejido a lo largo del siglo xx entre inicia-
tivas de conservación y las dinámicas territoriales. En consecuencia, y 
dada la complejidad del tema ambiental, las conclusiones aspiran a ser 
valoradas como parciales, pero con el interés concreto de aportar las 
bases para discusiones de fondo.

En primera instancia, cabe reafirmar que la ocupación del territorio 
y la creación de las primeras áreas protegidas guardan estrecha rela-
ción con la apertura de caminos y con ello la accesibilidad a los recursos. 
Conforme se abrieron carreteras (como la Interamericana), la natura-
leza fue objeto de explotación, los habitantes del Valle Central fueron 
ocupando nuevas tierras y expandieron la frontera agrícola, en parte 
“orientada” por las mismas políticas del Estado, como el caso de la Ley 
de Informaciones Posesorias de 1941. La escasa o poca preocupación por 
los temas forestales en el país se explica porque hasta 1940 se tenía la 
noción de que el país contaba con reservas naturales casi inagotables.

La década los sesentas ocasionó un viraje crucial en la ocupación del 
territorio y sentó las bases para el modelo de conservación impulsado en 
la década siguiente. La creación del itco y, con él, la creación de colonias 
agrícolas y de asentamientos campesinos produjo una significativa mo-
vilidad de las personas desde y hacia los sectores rurales, lo cual acarreó 
una mayor explotación de los recursos naturales. 

Asimismo, la creación de las primeras áreas protegidas comenzó a 
originar desplazamientos y a configurar nuevas dinámicas socioeconó-
micas en las zonas cercanas. Esto fue todavía más evidente entre 1970 
y 1990, cuando sucedió el boom de la protección de la naturaleza. Este 
boom, originado en un contexto de crisis, solo puede entenderse a me-
dida que el Estado vio en la naturaleza una opción de competitividad y 
así lo demuestra el accionar el ict al enfocar el turismo hacia esa fuente 
de riqueza.

En el marco de la aplicación de las políticas públicas —del Estado, 
del itco-ida y del ict—, el territorio costarricense se fue configuran-
do en tres macrounidades territoriales: un sector Pacífico agrícola-in-
dustrial, pero especialmente ligado al turismo natural o ecoturismo, el 
cual ha dado cabida a una fuerte inversión extranjera directa y a una 
dinamización del territorio caracterizada por el mercado de tierras y 
la creación de numerosos servicios; un espacio Caribe, donde convive 
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la producción agrícola de pequeña escala con plantaciones de cultivos 
forestales y agrícolas, como piña, constituido en gran medida por asen-
tamientos creados por el Estado como mecanismo para atenuar las de-
mandas por tierra y procurarse el suministro de una parte de las necesi-
dades alimenticias, pues no se puede arriesgar la seguridad alimentaria; 
y un tercer sector que se mantiene menos alterado por esas dinámicas, 
el cual corresponde a las áreas indígenas. Queda para otro momento 
analizar en detalle, por ejemplo, la correlación entre áreas protegidas, 
mercado de tierras, creación de infraestructura, etc, y contrastarlo con 
los territorios definidos por el Índer en la actualidad. 

Para concluir, y como una forma de rendir tributo a Mario Boza, uno 
de los padres de los parques nacionales, es meritorio rescatar algunas de 
sus apreciaciones respecto al papel de las áreas protegidas en términos 
del desarrollo de los territorios. Según él, el sistema de parques naciona-
les de Costa Rica está en una situación delicada; por lo tanto, considera 
una mala orientación y un inadecuado uso de los recursos por parte del 
sinac (Boza, 2015, p. 751). En vista de ello, propone no solo restablecer el 
Servicio de Parques Nacionales (que, como se dijo,funcionó entre 1977 y 
1998), sino también “Convertir los parques nacionales en polos regiona-
les o locales de desarrollo económico y social”. Al respecto, Boza (2015) 
señala que 

Las áreas protegidas deben abrirse para que las mipymes, las cooperativas y las 
asociaciones de desarrollo comunal puedan ofrecer en los centros de visitantes, 
áreas de acampar y de almuerzos campestres, y en las playas, mediante kioscos 
típicos, artesanía, comidas típicas y productos elaborados… (p. 753).

Como se puede apreciar, la visión de Boza se centra en el carácter 
asistencial al sistema en tanto proveedor de servicios para el turista y no 
visualiza la posibilidad de avanzar hacia mecanismos de cogobernanza 
ambiental que empoderen a las comunidades en el manejo de las áreas. 
Lo importante, sin embargo, es que hay preocupación sobre la necesi-
dad de acercar las áreas silvestres protegidas a la vida socioeconómica 
de los habitantes como mecanismo para potenciar el desarrollo de los 
territorios. 

Es justo indicar que esta idea no es del todo nueva, ya que desde 1989 
el Plan de acción Forestal para Costa Rica proponía, entre otras cosas, 
la “integración del sistema de áreas protegidas en el proceso de desa-
rrollo socioeconómico del país…” (Chacón, García y Guier, (1990) cita-
dos por Boza, 2015, p. 255). El cumplimiento de esta meta, o de alguna 
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semejante, originará importantes dinámicas territoriales, pues hoy per-
viven zonas con elevado dinamismo, como Papagayo y Manuel Antonio 
o incluso Arenal, pero otras regiones sufren de una desatención estatal 
y de las instituciones encargadas de impulsar su desarrollo, particular-
mente la zona norte y el Caribe.
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De la sociedad tradicional a la metropolitanización de San José

San José, la capital de Costa Rica, pasó de ser, en los últimos treinta 
años, una ciudad de tamaño medio al núcleo central de un sistema me-
tropolitano, cuyo desarrollo ha acarreado cambios sobre las formas de 
socialidad y gobernanza urbana. 

Sus cambios se explican, en parte, en razón de la expansión de la 
infraestructura, el crecimiento demográfico y el abandono de las formas 
de vida rural no solo en la ciudad, sino en la periferia, como efecto de 
transformaciones económicas y un creciente proceso de tercerización 
de la economía. 

Tales procesos se visualizan a partir de amplios cambios en el uso 
del suelo debido al impacto de actividades económicas globalizadas, el 
significativo peso de la inmigración laboral transfronteriza y, por últi-
mo, las diversas expresiones de inseguridad y violencia heredadas de las 
guerras intestinas en Centroamérica y, posteriormente, del crimen orga-
nizado transnacional. Esas tres dinámicas desdibujaron la representa-
ción provinciana de la capital de Costa Rica como un pueblo pacífico y 
equitativo, rodeado de plantaciones de café.

El primer centro urbano y político de Costa Rica durante la coloni-
zación española fue la ciudad de Cartago. Pocos años después de la inde-
pendencia en 1821, esas funciones fueron trasladadas a San José1 con el 
afán de resolver una serie de disputas entre las respectivas élites locales. 

1 	  El año de su fundación se atribuye a 1737.
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Esta ciudad logró su “su toque de gracia” para consolidar su impor-
tancia económica y, finalmente, establecerse como capital del naciente 
Estado costarricense con el auge de la producción de café, a partir de 
mediados del siglo xix (Quesada, 2007, p. 28). Durante las dos centurias 
posteriores, los procesos ya señalados empujaron otros cambios en las 
funciones y características de la capital y, durante la segunda mitad del 
siglo xx, propiciaron la formación de la Gran Área Metropolitana (gam), 
debido a la integración de los principales centros urbanos del centro del 
país.

El desarrollo urbano se caracterizó por el asentamiento en el inte-
rior del territorio de las principales ciudades y la conformación de un 
sistema con cuatro centros principales: Alajuela, Cartago, Heredia y San 
José, cada uno de ellos como capital de la provincia que corresponde a su 
nombre, y un conjunto de centros poblacionales conurbados.2 

Originalmente, esas ciudades se establecieron sobre un valle inter-
montano, cuyo paisaje físico está dominado por las variaciones de su 
relieve: ríos con profundas depresiones y formaciones montañosas que 
sirven de barreras a la conectividad y dificultan la funcionalidad de las 
redes de transportes (Pujol y Pérez, 2012). Esas ciudades principales y la 
red de ciudades intermedias y corredores urbanos ocupan tierras que 
tenían previamente una mayor vocación para la labranza agrícola. 

Características de la Gran Área Metropolitana

El territorio de la gam abarca a 31 cantones, agrupados en cuatro 
subáreas metropolitanas que se forman en torno a cada una de las ca-
pitales de provincia y centros urbanos circundantes, aunque en algunos 
casos excluye a algunos distritos periféricos de esos cantones. Para un 
país pequeño, que enfrenta una transición en su desarrollo histórico, la 
problemática metropolitana es uno de los desafíos de mayores dimen-
siones. 

Costa Rica tiene una extensión de 52 000 km2 y la gam, 1967 km2, 
o sea, apenas el 3,8 % del total del territorio nacional. Sin embargo, en 
ella se concentra el 52,7 % de la población del país y casi el 60 % de los 
inmigrantes, que a su vez representan el 10 % del conjunto de habitantes 
de esta zona urbana. En el 2011, la población total de esta era de 2 268 
248 habitantes y la población total del país era de 4 301 712 (inec, 2012). 

2 	   El país tiene siete provincias: Alajuela, Cartago, Guanacaste, Heredia, Limón, San José y Puntarenas. 
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CUADRO 1. Las cuatro áreas metropolitanas de la GAM

a. Área metropolitana de San José: comprende los cantones de San José, Escazú, 
Desamparados (parcialmente), Aserrí (parcialmente), Mora (parcialmente), Goicoechea, 
Santa Ana, Alajuelita, Vázquez de Coronado (parcialmente), Tibás, Moravia, Montes de 
Oca y Curridabat; y La Unión, que pertenece a Cartago, pero que funcionalmente forma 
parte del área metropolitana de San José.

b. Área metropolitana de Cartago: incluye a los cantones Cartago, Paraíso (parcialmen-
te), Alvarado, Oreamuno y El Guarco (parcialmente).

c. Área metropolitana de Heredia: reúne a los cantones de Heredia (excluye al distrito de 
Vara Blanca), Barva, Santo Domingo, Santa Bárbara, San Rafael, San Isidro, Belén, Flores 
y San Pablo.

d. Área metropolitana de Alajuela: incorpora a los cantones de Alajuela, Poás y Atenas 
(parcialmente).
fuente: PRUGAM, 2012.

El crecimiento demográfico de la gam fue constante desde los años 
cincuenta del siglo pasado debido al crecimiento natural de la población 
y a la influencia de las migraciones internas rural- urbanas que contri-
buyeron a la expansión de las zonas periurbanas. A partir de los años 
ochenta, a esa expansión se añadieron las migraciones internacionales; 
no obstante, ya en el periodo 2000-2011 el crecimiento poblacional fue 
menor al 1 % (inec, 2012). 

La economía urbana se asentó sobre el crecimiento de la construc-
ción inmobiliaria, asociada a la expansión de nuevas áreas residenciales 
y al turismo. En este sentido, se incentivaron los negocios inmobiliarios 
y las actividades de intermediación financiera vinculadas al mercado de 
los suelos. Paulatinamente, han venido desapareciendo los anillos rura-
les que rodeaban a los antiguos centros poblados hoy conurbados y, con 
ello, se han transformado los modos de vida de la población.

La gam no es un sistema integrado, sino un complejo regional con 
varios centros urbanos. Los problemas de integración se manifiestan 
en dos dimensiones, la fragmentación espacial y la segregación social 
y cultural. La fragmentación del espacio urbano se debe a la existencia 
de barreras físicas propias de su relieve, pero también al hecho de que el 
crecimiento urbano resultó de un agregado sin una planificación ade-
cuada del conjunto de antiguas unidades poblacionales y, empujadas 
por la renta del suelo, de la expansión residencial y corredores intraur-
banos en torno a las cuatro zonas metropolitanas. 
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El establecimiento de parques industriales de zonas francas fue una 
estrategia para organizar el suministro de mano de obra en territorios 
cercanos a ciertas áreas residenciales y con la finalidad de desconcen-
trar la ciudad de San José y las cabeceras provinciales. Pero con eso no 
se redujo la fragmentación del territorio y, a su vez,  los intentos de co-
nexión de las inversiones con el mercado de trabajo no resolvieron la 
ausencia o debilidad de las políticas de desarrollo social, las cuales em-
pujaron hacia variadas formas de segregación socio-espacial a grupos 
de la población pobre, replegada en los territorios más vulnerables y sin 
acceso a empleos formales (Pérez, 1998). 

Incluso, en algunos casos, la postergación de la solución a los com-
plejos problemas de infraestructura y conectividad, por una parte, la 
situación de riesgo de población instalada de manera informal en espa-
cios reservados para la construcción de esas infraestructuras, y por otra 
parte también, la violencia social resultante del hacinamiento provoca-
do por esto, una consecuente congestión de las vías de transporte y de 
una sensación de bloqueo tanto a la movilidad física como social, han 
producido objetiva y subjetivamente un ambiente de riesgo urbano ante 
estos factores.

En el periodo analizado, se deterioró el equipamiento urbano, colap-
só la infraestructura de transportes, se extenuaron las áreas residencia-
les y se generó una sensación de saturación de la vida en la ciudad. La des-
conexión territorial entre los centros de trabajo y las áreas residenciales 
produjo el fenómeno global de las ciudades dormitorio, que incrementó 
la falta de cohesión territorial, pero además aumentó los problemas de 
la movilidad, la saturación vial y  diversas expresiones de inseguridad. 

Al cortarse los tejidos de la vida rural, se levantaron barreras tanto a 
las viejas formas de convivencia como al conservador apego a la normas 
y controles sociales e integración social, lo cual abrió paso al conflicto 
social, al crecimiento de la violencia y a la delincuencia. Años atrás, el 
Consejo de Seguridad Vial (conavi), entidad pública encargada de esta 
materia, proyectaba en pantallas la siguiente leyenda “Costa Rica, un 
país sin ejército con una guerra en las carreteras”, lo cual hacía referen-
cia al elevado índice de accidentes viales y a la tasa de víctimas mortales 
y de heridos.

A los problemas de la fragmentación y la segregación se añaden las 
debilidades de la identidad común entre las distintas unidades que con-
forman la gam, pues aunque todas emergieron en torno a antiguos pue-
blos rurales, enclavados en plantaciones agrícolas, presentan distintos 
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ritmos de desarrollo y condiciones económicas, demográficas y políti-
cas; de hecho, las identidades locales —parroquiales y simbólicas — de-
finen a diversas pertenencias territoriales opuestas entre sí, lo que limita 
muchas veces la cohesión territorial (van Lidth de Jeude y Schütte, 2010).

Segregación residencial: principal expresión de la exclusión urbana

La exclusión está relacionada con una creciente segregación re-
sidencial. El concepto de segregación socioespacial se define como “el 
grado según el cual dos o más grupos viven separados el uno del otro, 
en diferentes partes del medio urbano” (Massey y Denton, 1988, p. 282).  
En la gam, los problemas de segregación residencial también están aso-
ciados a la fragmentación, observada principalmente en torno a la exis-
tencia de espacios residenciales aislados por grandes cañones de ríos; 
reductos rurales en algunos bordes; zonas de altas pendientes y laderas 
inestables en casi toda la periferia montañosa y cañones de los ríos; y  
zonas propensas a los riesgos por inundaciones, desplazamientos, por 
ocupación de márgenes de ríos para la instalación de viviendas. En un 
estudio realizado en 2004 (fuprovi, 2004), se mostró el nexo entre la 
fragmentación, la segregación y la gobernabilidad como una de las prin-
cipales causas de profundización de la exclusión de los asentamientos 
informales. 

La exclusión social tiene diversas fuentes: las dificultades de acceso 
a los mercados, sobre todo a los mercados de trabajo y a los beneficios 
del empleo formal; la exclusión de los beneficios de las políticas públicas 
que asegurarían otra forma de integración a la ciudadanía social;  y la 
carencia de redes sociales, ya sea en el ámbito de la sociedad civil o de 
los círculos vecinales o familiares. Si bien pudieran enumerarse diversas 
situaciones asociadas a cada uno de esos escenarios, en el entorno ur-
bano analizado sobresale una situación en la que se combinan distintas 
formas de exclusión: el fenómeno de la segregación residencial.

Como en diversas ciudades latinoamericanas, la segregación mues-
tra un polo conformado por un sector formal de tenencia del suelo, dota-
ción de infraestructura y servicios adecuados y de atracción de residen-
tes de altos ingresos y empleos estables, y otro de ocupación informal 
que escapa a las regulaciones sobre la tenencia del suelo y sobre otras 
formas de ocupación de espacios y servicios, con infraestructura y equi-
pamientos públicos de baja calidad, en los que se concentran grupos de 
población de bajos ingresos, sin empleos estables o del todo sin empleo. 



cruce de c amino s ·  lec t ura s dis ciplinaria s del territorio

7474

Existe una amplia de grupos de ingresos medios que requieren de los 
créditos para la construcción de vivienda que se concentra en áreas resi-
denciales también formales; y otra de ingresos bajos que es ha sido bene-
ficiaria de los programas de vivienda subsidiada por el Estado.

En Costa Rica, hasta mediados de los noventa se produjeron diver-
sas ocupaciones de tierras por parte de grupos demandantes de vivien-
da bajo la dirección de formaciones políticas de izquierda, pero también 
de dirigentes comunales vinculados al Partido Liberación Nacional. Los 
tradicionales sistemas de distribución de vivienda del Estado paterna-
lista se desfasaron, al tiempo que la construcción de viviendas popula-
res subsidiadas se convirtió en un atractivo negocio para el mercado 
especulativo. 

La movilización de grupos demandantes de vivienda perdió visibi-
lidad, pero se mantuvo su utilización con fines políticos y, progresiva-
mente, la función de los cuadros políticos fue reemplazada por agentes 
del mercado inmobiliario, quienes asumieron la tarea de crear y orga-
nizar grupos de familias solicitantes de los subsidios estatales. La pre-
sencia de trabajadores inmigrantes, cuyo promedio era el 15 % de la po-
blación económicamente activa (pea) urbana, también sirvió como un 
incentivo para la expansión del sector informal de la vivienda (fuprovi, 
2004). Tanto la construcción informal en áreas invadidas como la for-
malización de esas invasiones llevó a la concentración espacial de los 
habitantes de bajos ingresos e indujo a la segregación de ese grupo y su 
separación funcional de los espacios ocupados por los otros grupos de 
ingresos altos y medios. 

La falta de información es uno de los problemas para la identifica-
ción de los asentamientos informales o en precario, así como para el co-
nocimiento de sus características,  las de sus habitantes y las condicio-
nes de vida (Proyecto Estado de la Nación, 2013). A partir de información 
censal y otros datos del sector de la vivienda, Mora (2013) estimó que el 
número de dichos asentamientos es de 418 y que en ellos se concentra-
ban 296 149 personas que equivalían al 7 % de la población del país.

En estas zonas residenciales habitan familias en condiciones vul-
nerables, se localizan en áreas específicas, donde son notorios el dete-
rioro físico o deficitarias intervenciones de las instituciones públicas. 
La vulnerabilidad de los pobladores se manifiesta en elevadas tasas de 
dependencia demográfica (53 personas dependientes por cada 100 re-
sidentes), grandes cantidades de mujeres madres jefas de hogar y ma-
dres adolescentes, muy bajos niveles educativos y graves problemas de 
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hacinamiento en las viviendas (Morales, 2007; Mora, 2013 y Proyecto Es-
tado de la Nación, 2013).

En el 2008 se realizó un estudio en toda la gam, donde se aplicó una 
encuesta de hogares, que calculó el índice de inclusión social a partir de 
las condiciones de empleo y acceso a los servicios públicos y sociales, 
infraestructura y servicios, por parte de los habitantes. Si bien el estudio 
permitía diferenciar cinco territorios sociales, que van del mayor al me-
nor nivel de inclusión, en toda la gam existe mayor heterogeneidad, pues 
se muestran segmentos sociales con altos niveles de vida, por lo tanto, 
de inclusión social, que coexisten en el mismo espacio “con numerosos 
y superpoblados núcleos de pobreza en asentamientos precarios” (pru-
gam, 2008); eso se presenta en sitios independientemente del resultado 
del índice de inclusión/exclusión que registren.

La condición de dichos asentamientos es propia de las formas de 
ocupación de la informalidad. Estos se distinguen a partir de la trans-
formación de viviendas inicialmente unifamiliares en “cuarterías” mul-
tifamiliares, ubicadas mayormente en zonas centrales, en estas se ha-
cinan numerosas familias cuyos ingresos no permiten la obtención de 
vivienda formal; en consecuencia se presenta la construcción de formas 
residenciales con fondos subsidiarios del Estado; y, finalmente, la ocu-
pación informal de terrenos en condiciones precarias, tradicionalmente 
conocidas en Costa Rica como “tugurios”, los cuales presentan también 
una precaria infraestructura.

Se indican, además, tres razones para la expansión de este sistema 
residencial: en primer lugar, la caída de los ingresos y, sobre todo, la am-
pliación de la desigualdad de ingresos y acceso a servicios; segundo, la 
falta de capacidad y de recursos estatales para dotar de vivienda y de 
servicios a este sector residencial, debido a la crisis financiera del Es-
tado, a la falta de planificación, a la descoordinación institucional y, fi-
nalmente, al clientelismo político y a la corrupción. Se estima que apro-
ximadamente el 45 % de las familias que habitan estos asentamientos 
son inmigrantes extranjeros y el 16 % son familias mixtas, la mayoría 
de ellas privadas de las posibilidades de acceso a viviendas subsidiadas 
(mivah, 2007). La ocupación de esas áreas residenciales por parte de fa-
milias de inmigrantes se ha constituido también en un recurso para el 
abaratamiento de los costos de su sobrevivencia. Este segmento se en-
cuentra predominantemente a merced de los agentes que obtienen su 
principal renta del suelo a base de la especulación con lotes urbanos no 
comercializables por vías formales.
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Inmigración centroamericana y la segregación residencial en la gam 

La inmigración se ha convertido en uno de los problemas más no-
torios de la dinámica del Gran Área Metropolitana en Costa Rica. Este 
fenómeno iniciado desde finales de los años ochenta y principios de los 
noventa del siglo pasado (Morales y Castro, 1999, y Morales, 2007) se ex-
plica como parte de los cambios ya señalados de los últimos treinta años 
y en el resto de la región, y está asociado a la posguerra centroamerica-
na, a la diversificación del mercado de trabajo y a la formación de corre-
dores transfronterizos de mano de obra (Morales, 2007). 

Con la transformación de la gam se produjo una demanda de mano 
de obra para diversas actividades de la construcción inmobiliaria y 
los servicios (Morales y Castro, 1999;  Morales, 2007; Robles y Voorend, 
2013). La participación de trabajadores extranjeros en la economía ur-
bana constituye un sector complementario de un mercado de trabajo 
que se ha transnacionalizado, dado el peso que tiene la mano de obra 
extranjera en las principales actividades agrícolas, tanto en las tradicio-
nales, como el café, la ganadería y los productos para el consumo inter-
no, como en las de nueva exportación (piña, melones, palma aceitera), 
además del turismo.

La relación de los inmigrantes con la aparición de los problemas an-
tes planteados se vincula con tres fenómenos: primero, la segregación 
residencial debido a la existencia de dos mercados de renta del suelo, 
uno formal y otro informal. Por sus condiciones tanto migratorias como 
sociales, este grupo tiene un muy limitado acceso al mercado formal y 
es el principal demandante de viviendas del informal. Segundo, los pro-
blemas vinculados al efecto de la inmigración sobre los patrones de co-
hesión social entre los habitantes de la ciudad, es decir, los problemas 
relativos a la equidad y la percepción de la seguridad. Y, tercero, las res-
puestas institucionales y sociales a la problemática que acarrea la inmi-
gración en los dos ámbitos descritos anteriormente. Es una cuesión de la 
gobernabilidad urbana.

Sin ser todos ellos precaristas, es decir, invasores de terrenos priva-
dos o públicos, los inmigrantes han estimulado la expansión del mer-
cado inmobiliario informal, que es aquel en el que se desarrollan tran-
sacciones de lotes y de unidades de viviendas cuyas operaciones no se 
pueden registrar legalmente por la ausencia de títulos de propiedad. 
Tampoco constituyen guetos en sentido estricto, pues su presencia se 
registra en lugares previamente habitados por costarricenses pobres; no 
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obstate,  en cifras relativas su estancia en dichos sitios supera los prome-
dios nacionales. Mientras que en escala nacional el promedio de inmi-
grantes es de un 9 %, en los asentamientos pobres es tres veces mayor y, 
en los asentamientos en precario, se calcula en más de un 40 % (fupro-
vi, 2004, y mivah, 2007).

Existen diferencias en la presencia de los inmigrantes entre zonas 
residenciales pobres, tradicionales y las nuevas. Además de la pobreza 
por carencia de ingresos, el deterioro de las viviendas y el mal estado 
del equipamiento urbano, el establecimiento de los inmigrantes en los 
barrios pobres más antiguos, localizados por lo común en las áreas cen-
trales, se torna parte de ese paisaje de la segregación socioresidencial. 
En ese escenario, ocurre una especie de asimilación y convivencia de los 
inmigrantes con el resto de los pobladores pobres. No todos los inmi-
grantes son ocupantes en precario de las unidades de vivienda, sino que, 
por lo general, son arrendantes (Morales y Castro, 2006).

Mientras la disparidad entre costarricenses e inmigrantes nicara-
güenses se constata en el ámbito macrosocial, la dinámica de los asenta-
mientos de tugurios revela una problemática mixta: los costarricenses 
se encuentran también en una situación de vulnerabilidad y riesgo en 
términos socioeconómicos y habitacionales que difiere en grado, pero 
no cualitativamente, de la situación de los habitantes inmigrados. Entre 
los costarricenses prevalece un grupo con problemas de empleo e ingre-
so que no ha hallado arreglo a su situación de vivienda, y que ha debido 
ocupar lugares para vivir en las barriadas de precarios y tugurios. 

Para los inmigrantes, el tugurio es una opción dadas sus condicio-
nes particulares: no tienen medios económicos, ni derechos a subsidios 
estatales, no disponen de redes sociales para resolver esa demanda. Sin 
embargo, vivir en precario es una opción percibida temporal para aba-
ratar costos y resolver otras necesidades, entre estas el envío de dinero a 
la familia que se encuentra en su país de origen. Para los costarricenses, 
ocupar esos espacios no es el resultado de una escogencia entre opcio-
nes equitativas, sino que responde a limitaciones de tipo estructural que 
dan lugar a nuevas formas de desigualdad en el momento de inserción 
de la sociedad costarricense en la globalización.

La desigualdad asume expresiones cualitativamente diferentes y di-
ferencias de grado a partir de las características de cada grupo social: 
como inmigrantes, según el sexo, la edad e, inclusive, según su condición 
racial. Sin embargo, no es posible demostrar la formación de una segrega-
ción residencial bloqueada. Aunque el acceso, la calidad y la localización 
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de la vivienda evidencian una forma de marginalidad más grave entre 
hogares a cargo de inmigrantes en comparación con otros grupos, no se 
aprecia la formación de guetos. 

La mayoría de los inmigrantes residentes de los asentamientos es-
tán incorporados a la división social del trabajo, lo que explica su mayor 
integración funcional (Beriain, 1995); aunado a esto, también se mani-
fiestan diversas expresiones de integración moral, a partir del estableci-
miento de vínculos de pareja con individuos locales y, en muy variadas 
situaciones, suelen participar conjuntamente en la construcción de la 
vida de las barriadas. Además, el reconocimiento de hijos nacidos en el 
país se convierte también en una manera de arraigar el derecho de resi-
dencia, aunque sea en condiciones precarias. 

Inseguridad, convivencia y respuesta social

En un país que abolió el ejército en 1948 y respetuoso de los derechos 
humanos, el aumento de la violencia social, la delincuencia común y el 
crimen organizado fracturaron la pacífica Costa Rica y afectaron la con-
vivencia pueblerina de San José, las ciudades centrales y de las periféricas. 

La violencia social apareció asociada a un repunte de los delitos pa-
trimoniales, como hurtos comunes, con o sin uso de la violencia, hasta 
llegar a asaltos con un mayor recurso de la agresión por parte de ban-
das locales e internacionales, la ejecución de secuestros y extorsiones 
y otras maneras cada vez más refinadas de asalto a negocios, bancos y, 
en particular, del robo de vehículos; negocios asociados a la creación de 
economías subterráneas o de mercados negros (ops, 2004). 

El crimen organizado fue escalando desde la creación de redes clan-
destinas para el tráfico de armas en el corredor Colombia-Centroaméri-
ca-sur de México, desde los años ochenta hasta la formación de los com-
plejos tejidos del tráfico de drogas y el lavado de dinero (oij, 2013). Desde 
mediados de la primera década del 2000, se produjo un crecimiento de 
los delitos vinculados con las drogas, como ajusticiamientos, y la apari-
ción del llamado sicariato. 

A mediados de los noventa, solo el 15 % de las personas asesinadas 
en el país eran víctimas del sicariato, pero en el 2010 esa cifra ya había 
subido al 40 % (Arias y Solano, 2012). Entre la población local se propagó 
la cultura del miedo. Incluso, la presencia de inmigrantes “ilegales” ha-
bía alentado la xenofobia a través de la cual se le achacaba a este grupo el 
origen de los males enfrentados por la sociedad costarricense, incluido 
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el incremento de la inseguridad pública, el deterioro de los servicios pú-
blicos y pérdida de empleos.

Esas percepciones originaron a una serie de dispositivos de control 
policial que contribuyeron, entre el 2008 y 2010, a desalentar la inmi-
gración de nicaragüenses, quienes optaron por otros destinos como El 
Salvador y España. Aun así, la delincuencia no se atenuó porque sus cau-
sas no tenían relación directa con la inmigración (Sandoval, 2002).3 No 
obstante, en esferas políticas y entre la opinión pública dominante cun-
día la idea de que el país estaba invadido y que tal invasión, según de-
claraciones del entonces ministro de Seguridad Pública Rogelio Ramos, 
constituía “un problema de la seguridad nacional”.4 Pero el crimen orga-
nizado había tenido al inicio una relación muy estrecha con el comercio 
de armas y de drogas y mostró, en esos primeros momentos, la fragilidad 
de las instituciones políticas y policiales frente a su infiltración, y la ca-
rencia de una política de seguridad pública que no implicara la adopción 
de los esquemas de mano dura ensayados en otros países de la región. 

La respuesta de los aparatos de seguridad, sin ser completamente 
efectivos, ha permitido por lo menos mantener los niveles de criminali-
dad y violencia por debajo de lo que se experimenta en los países vecinos, 
incluido México y Colombia. Aunque se discute si Costa Rica ha logrado 
efectivamente reducir el índice de asaltos y la tasa de homicidios, estos se 
mantienen como los más bajas de toda la región. A pesar de que la tasa de 
homicidios que en 1989 había sido de 4,0 por cada 100 000 habitantes, en 
2008 fue de 11,1 por 100 000 y, desde entonces, se ha mantenido en cifras 
de dos dígitos. El país no ha retornado a los bajos niveles de criminalidad 
y violencia de las décadas previas, pero a partir del 2010 y 2011, los datos 
sugieren que se ha “alcanzado un punto de estabilidad con una tendencia 
a la baja en términos de victimización (específicamente relacionada con 
homicidios) y la percepción de inseguridad” (Arias y Solano, 2012, p. 103).

Pese a las débiles evidencias que prueben la relación entre inmigra-
ción e inseguridad, las respuestas sociales a los problemas generados 

3 	  En una investigación solicitada por el presidente de la República a la Defensoría de los Habitantes de la 
República, el organismo defensor de los derechos humanos en Costa Rica, se señalan una serie de vio-
laciones a los derechos de las personas cometidas por las fuerzas de seguridad del país que, durante un 
operativo policial practicado en el asentamiento La Carpio, en la ciudad capital, donde realizaron una 
serie de “detenciones masivas y arbitrarias”. Dirección de Protección Especial, Caso: Libertad y Debido 
Proceso. Informe Final con Recomendaciones, en línea en: <http://www.iidh.ed.cr/BibliotecaWeb/Varios/
Documentos/BD_2061358847/Docs%20proteccion%20victimas/CR%204A%20Libertad%20y%20debi-
do%20proceso.pdf>, consulta del 24 de diciembre de 2007.

4 	  Declaraciones del ministro de Seguridad Pública, en el noticiario de televisión, Noticias Repretel, 20 de 
enero del 2004, ediciones de la mañana y del mediodía.
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por el crecimiento urbano y el deterioro de la convivencia en los territo-
rios de la gam permanecen desarticuladas y carentes de la integralidad. 
Aunque este sistema fue establecido como una figura legal para intentar 
regular el desarrollo urbano del conjunto de ciudades y centros de po-
blación del Valle Central de Costa Rica, su heterogeneidad ha obstaculi-
zado el establecimiento de dispositivos de gestión para resolver la com-
plejidad de variables relacionadas con la infraestructura, el desarrollo 
económico, la exclusión social y el ambiente cultural a partir de pará-
metros comunes. Los limitados resultados para reducir la delincuencia 
y la criminalidad se atribuyen a estrategias policiales centradas en la 
especialización de operaciones de inteligencia, la entrada en vigencia 
de tribunales de flagrancia para juzgar inmediatamente a delincuentes 
capturados in fraganti, y una reorganización de las funciones policiales, 
gracias también al aumento de recursos presupuestarios (Mario Zamo-
ra, comunicación personal, 15 de septiembre de 2013). Pero los demás 
problemas permanecen sin resolver, porque cuando se ha logrado mejo-
rar la seguridad ha sido como resultado de una estrategia de contención 
del crimen, sin posibilidades inmediatas de revertir sus tendencias. 

La saturación urbana, las deficiencias en la conectividad y el colapso 
del equipamiento y de la infraestructura llegaron a una situación límite, 
lo cual genera una sensación de rezago crónico y de parálisis. Duran-
te varios gobiernos no ha sido posible contener esa tendencia, a punto 
de que una gran cantidad de esfuerzos institucionales han fracasado. 
El principal de ellos fue el intento por organizar un sistema urbano in-
tegrado bajo un Plan Nacional de Desarrollo Urbano que se comenzó a 
formular bajo el Proyecto de Planificación Regional y Urbana de la Gran 
Área Metropolitana del Valle Central de Costa Rica (ejecutado con fon-
dos de la Unión Europea de 2002 a 2008), cuyas recomendaciones deci-
dieron no asumir las instituciones estatales, aunque el objetivo princi-
pal del proyecto fuera “mejorar la eficiencia del sistema urbano del Valle 
Central, principal espacio económico costarricense, reduciendo los ac-
tuales costos ambientales, sociales y económicos, derivados de un mo-
delo territorial irracional e insostenible” (prugam, 2008, p. 28).

La segregación residencial y los inmigrantes

La otra dimensión analizada en este artículo es la segregación social 
del espacio urbano de la gam. Este fenómeno se vincula a los problemas 
de exclusión debido al hecho de que en el fortalecimiento productivo y 
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de la acumulación de capital se omitieron las responsabilidades de la 
justicia redistributiva sobre la cual se había fundamentado la estabili-
dad del sistema político costarricense. 

La solución de problemas a través de los programas de vivienda po-
pular se supeditó a las lógicas del mercado, consintiendo el clientelismo, 
el tráfico de influencias e inclusive la corrupción con los fondos públicos 
destinados a las familias pobres (Pérez, 2012). La integración de los inmi-
grantes a la ciudad solo se concedió por la vía de la asimilación de estos a 
los mercados de trabajo, mayoritariamente informales, y, bajo esa espe-
cie, de una subordinación obligada por las necesidades de subsistencia. 
La ciudad como espacio del ejercicio de derechos no permitió la ciuda-
danización de los extranjeros, especialmente de quienes se ubicarn bajo 
condición de irregulares, indocumentados o simplemente como “ilega-
les” y, sobre todo, si más allá de su condición migratoria, estos formaran 
parte de las redes de la residencia o tenencia informal de vivienda. 

A pesar de ello, también se registran algunas respuestas orienta-
das a revertir la exclusión y a fortalecer la convivencia. Las acciones 
pueden dividirse en dos órdenes: institucionales y de los pobladores 
urbanos. Las acciones institucionales tienen diversas fuentes, pero la 
principal se origina en el inicio de una propuesta de integración social 
de las personas migrantes, como resultado de la entrada en vigencia en 
2010 de una legislación de migración y extranjería que intenta apegarse 
a principios de respeto de la vida humana, la diversidad cultural y de la 
persona humana, la solidaridad y la equidad de género y, sobre todo, a 
los derechos humanos. 

Con tales presupuestos, en el 2010 instituciones estatales como la 
Dirección General de Migración y Extranjería (dgme), Viceministerio de 
Gobernación, Ministerio de Educación, Sistema Judicial, Ministerio de 
Trabajo y Ministerio de Cultura, 5 comenzaron a desarrollar programas 
para mejorar las condiciones de integración de las personas migrantes. 
Entre esas acciones se destacan una serie de actividades en los barrios 
residenciales de mayor concentración de esta población en la gam (Vice-
ministerio de Gobernación, 2013). 

En la dinámica barrial, diversas instituciones han intervenido 
para superar los problemas de la falta de integración, pero también la 

5 	  Enamórate de tu ciudad es una producción del Ministerio de Cultura y Juventud, cuyo objetivo es el 
desarrollo de un corredor cultural en los barrios y plazas de la ciudad para generar una mayor identidad 
de los pobladores urbanos.
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inseguridad, a través de medidas que han fortalecido la participación so-
cial de los pobladores pobres en la solución de problemas de infraestruc-
tura y falta de seguridad.6 Esto se constata con el testimonio de dos líde-
res comunales, uno de la comunidad La Esperanza de León xiii y otro de 
la comunidad del Triángulo de la Solidaridad, ambos con experiencias 
de trabajo conjunto bajo un proyecto de la Compañía Nacional de Fuerza 
y Luz (cnfl), específicamente con el área de gestión social, para dotar 
al barrio de alumbrado público e infraestructura eléctrica con partici-
pación de la comunidad: “Si ellos no hubieran estado de por medio, yo 
creo que estaríamos todavía como en la era de los cavernícolas, luchando 
contra los incendios, pero gracias a ellos porque nos brindaron esos pos-
tes y nosotros nos encargamos de colocarlos” (líder comunitario de La 
Esperanza de León xiii, comunicación personal, 20 de agosto de 2012).

Aunado a lo anterior, tanto organizaciones civiles como las propias 
organizaciones de base de los mismos asentamientos comenzaron a de-
sarrollar proyectos desde mediados de la década anterior con influencia 
de las primeras acciones de los llamados programas de seguridad co-
munitaria, auspiciados por el Ministerio de Seguridad Pública (Zamora, 
2006), pero buena parte de las iniciativas fueron surgiendo de la capaci-
dad de agencia de los propios barrios, sobre todo para superar el estigma 
de cuevas del delito que recaía sobre ellos (Sandoval, 2005).

La existencia de un capital social comunitario se expresó en la ex-
tensión de redes sociales, la reciprocidad y la creación de mecanismos 
de confianza mutua entre los habitantes, sobre todo cuando existen en-
tre ellos diversidades de todo tipo, por medio de actividades de comu-
nicación7, el fortalecimiento de las identidades y la búsqueda de repre-
sentaciones sociales compartidas. Si bien estas acciones no tienen un 
mayor impacto sobre la fragmentación, la segregación residencial y la 
exclusión, constituyen estrategias para avanzar en el otorgamiento de 
derechos y la ampliación de la ciudadanía social de los excluidos de la 
ciudad, tanto originarios como inmigrantes. 

6 	  La Sala Constitucional emitió el voto 5907-05 en el año 2005, que anulaba el inciso a del artículo 37 del 
Decreto Ejecutivo 26935-G, el cual indicaba que para ser miembro de la junta directiva de las asociaciones 
de desarrollo comunal (adc) se requería ser costarricense por nacimiento o naturalización.

7 	  Periódico La Voz de La Carpio.
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Formas de convivencia en tres territorios de la gam

La ciudad expone los elementos estructurales para entender las 
transformaciones sociales a nivel urbano; sin embargo, esto no logra ex-
plicar el sentido que adquiere para los sujetos que la habitan, desde sus 
percepciones cotidianas hasta el establecimiento de vínculos sociales y 
la formación de una identidad socioterritorial. 

La ciudad se erige a partir de los sistemas de vida compartida que 
hacen posible la convivencia entre grupos y sujetos sociales (Fernández, 
1997). Estos sistemas que hacen o no posible la convivencia guardan re-
lación con la creación de vínculos vecinales, prácticas sociales y formas 
de sociabilidad que contribuyen el entendimiento de la conformación de 
identidades territoriales por parte de los individuos.

Por estas razones, interesa entender la ciudad a partir de elementos 
propios de la convivencia, los cuales remiten al carácter de las relaciones 
sociales existentes entre pobladores, como los vínculos de vecindad, la 
percepción del “otro”, la participación, asociación y la cooperación (Coto 
y Solís, 2017). Uno de los elementos  necesarios para comprender la con-
vivencia se manifiesta en la formación de capital social, y una de las ex-
presiones de dicho capital social son los vínculos de confianza entre los 
habitantes de un mismo barrio.

Los niveles de confianza explican el carácter de los vínculos entre 
los habitantes de un territorio geográfico, partiendo del cumplimiento 

CUADRO 2. Nivel de confianza que tienen las personas de este barrio para que cumplan  
                     los acuerdos o tratos a los que se comprometen, por distrito

Nivel de confianza
Sn. Rafael 

Arriba
(Desamparados)

San Felipe Granadilla Uruca
San 

Rafael de 
Escazú

Informantes 317 319 314 326 117
De desconfianza 11,0 % 14,7 % 8,9 % 13,2 % 15,4 %
Poca confianza 13,2 % 17,6 % 16,2 % 28,5 % 24,8 %
Indiferente 16,1 % 18,5 % 26,1 % 17,8 % 15,4 %
Algo de confianza 34,1 % 30,1 % 27,4 % 20,9 % 22,2 %
De mucha confianza 25,6 % 19,1 % 21,3 % 19,6 % 22,2 %
Total 100,0 % 100,0 % 100,0 % 100,0 % 100,0 %
fuente: Encuesta de hogares del proyecto "Dispositivos sociales de la gobernanza", UNA-UCR-UNED, 2017. 
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y compromiso que se le da a la solución de problemas del lugar según la 
opinión y prácticas sociales. 

Es importante destacar los datos de San Rafael Arriba de Desampa-
rados, Granadilla y Uruca, pues estos distritos pertenecen a los cantones 
de Desamparados, Curridabat y San José, respectivamente. Los habitan-
tes del distrito de San Rafael Arriba de Desamparados manifiestan el ma-
yor nivel de confianza para el cumplimiento de acuerdos, con un 34,1 %. 
Granadilla presenta “Algo de confianza”, con un 27,4 %, y un porcentaje 
cercano un 26,1 % le es indiferente al cumplimiento de acuerdos y com-
promisos. Por su parte, Uruca demuestra el porcentaje más alto, con un 
28,5 % como “Poca confianza”. Aun así, su segundo porcentaje más alto 
es de 20,9 % con “Algo de confianza” para el cumplimiento de los acuer-
dos y compromisos. 

En la explicación de algunos factores que influyen en la convivencia 
y los niveles de confianza se identifican en tres factores: la erosión de las 
redes sociales o instituciones culturales asociativas, la pérdida o caren-
cia de identidad común y la falta de participación pública en los asuntos 
de interés común y, en consecuencia, la pérdida de ciudadanía. Parece 
ser un contexto donde la asociatividad es reactiva, opera en condiciones 
particulares, pero es esquiva con los compromisos permanentes (excep-
to en los casos de barrios organizados contra el hampa que se constitu-
yen de manera reactiva). Más allá de esa “frontera común”, lo que parece 
primar es la desubjetivación, la madre del individualismo.

CUADRO 3. Fuentes de la fragilidad urbana que influyen en los procesos de convivencia  
                     vecinal

Disminución de redes 
sociales, vínculos vecinales 
y familiares, formas de 
asociatividad entre vecinos 
y habitantes de un barrio, 
las cuales se transfieren 
al ámbito de lo civil y de la 
sociedad en general.  

La falta de una identidad 
común a un territorio 
habitado. Se vuelve opuesto 
que las identidades locales 
diversas no presenten 
formas de arraigo y perte-
nencia a un territorio social 
y cultural, lo que dificulta 
que sucedan procesos de 
cohesión social y defensa 
del territorio.

Poca o nula incidencia de 
la política pública para 
identificar la integración de 
la sociedad a la ciudadanía 
mediante la creación de una 
cultura cívica.  

fuente: Elaboración propia a partir de información de grupos focales.
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Fragilidad territorial y respuestas sociales: la perspectiva de los 
actores locales

La información obtenida de los talleres realizados en las municipa-
lidades de los tres cantones incluidos en este análisis evidencia una se-
rie de problemáticas relacionadas con la fragmentación territorial, así 
como con las condiciones existentes para potenciar (o inhibir) las rela-
ciones vecinales, que permitan la construcción de dinámicas y procesos 
de convivencia entre los habitantes.Esas problemáticas se manifiestan 
en niveles diferenciados.  Son tipificadas con niveles altos, intermedios y 
bajos, según un conjunto de dimensiones identificadas por las personas 
asistentes a los distintos talleres.

En este artículo se analizan las siguientes dimensiones: accesibili-
dad (problemáticas vinculadas con la vinculación/desvinculación te-
rritorial), social (asociada con factores y variables que afectan directa-
mente a las personas y las poblaciones), la cohesión social (procesos que 
facilitan o limitan las interacciones sociales, las relaciones físicas y terri-
toriales entre las personas), territorial (existencia de condiciones de frag-
mentación/segregación física) habitabilidad (condiciones asociadas con 
la disposición habitacional) y lo institucional (coordinación, vinculación, 
conexión-desconexión entre instituciones que atienden los territorios).

CUADRO 4. Desamparados: la perspectiva de los actores locales sobre la fragilidad territorial

Fragmentación 
territorial

Acceso de los distritos del sur del cantón (distancia y medios de 
transporte disponibles); áreas segregadas y marginadas. 

Desarrollo de asentamientos informales; núcleos habitacionales 
dispersos, crecimiento descontrolado.

Exclusión social

Desempleo, ausencia de ingresos, pobreza, delincuencia, impacto 
de migración, narcotráfico, narcomenudeo, violencia (inseguridad, 
violencia intrafamiliar, crimen organizado), poblaciones en condi-
ciones de vulnerabilidad (adultos mayores, mujeres jefas de hogar); 
construcción de liderazgos negativos a escala territorial; problemáti-
ca para facilitar la participación social.

Segregación 
socioresidencial

Viviendas con mala infraestructura; tugurios y/ranchos con 
hacinamiento.

Viviendas ubicadas en áreas vulnerables, vías de acceso deterioradas.

Cohesión social Poca identificación con el cantón; poco sentido de pertenencia; falta 
de identidad con el territorio.

fuente: Taller con funcionarios municipales, 2017.
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Así, en el cantón de Desamparados se observa un alto nivel de frag-
mentación, consecuencia de una incidencia territorial y permanente de 
diversas expresiones de violencia social, en unos casos, vinculadas al 
aumento de la criminalidad, pero, en otros, a una violencia infiltrada en 
la vida cotidiana (tanto en espacios públicos como en ambientes intra-
familiares) y procesos de desafiliación identitaria de las personas con su 
entorno vecinal y barrial inmediato. 

La desconexión territorial resulta evidente en sitios del cantón don-
de el acceso se dificulta debido a la existencia de barreras físicas; y que, 
además, se encuentran segregados debido a la falta de estrategias de 
ordenamiento territorial, la mala calidad de los servicios de transporte 
y otros factores asociados a las características ambientales que incre-
mentan la vulnerabilidad del territorio. Todo lo anterior se suma a varia-
bles de tipo social, como el desempleo, la pobreza, el narcotráfico como 
organizador de la vida cotidiana, la formación de liderazgos negativos y 
evidentes limitaciones para facilitar la participación social.

Una dimensión determinante es la expresión de la violencia como for-
ma de configuración de la vida cotidiana porque determina las estrategias 
institucionales y sociales —tanto la acción colectiva institucional como 
de la misma población—, que buscan responder a otras expresiones de 
la fragilidad identificadas. En ausencia de la gestión de la violencia que 
descansa en manos de actores privados y poderes fácticos relacionados 
con el crimen organizado, la puesta en marcha de respuestas sociales se 
reemplaza por arreglos normativos informales y poco efectivos para la 
resolución de las problemáticas identificadas.

Mientras tanto, Curridabat presenta los mismos niveles de desco-
nexión territorial; en particular, existen evidentes asimetrías entre seg-
mentos del espacio urbano tanto en términos territoriales como económi-
cos, que producen una dinámica de desequilibrio entre localidades y entre 
sus poblaciones (por un lado, territorios y comunidades con alta inciden-
cia de pobreza, segregados socioespacialmente y desconectados de la pro-
visión de servicios; y por el otro, localidades con una alta concentración 
de riqueza e ingresos, con accesos adecuados y uso de espacios públicos).

La problemática social también es similar: falta de oportunidades 
para jóvenes, prostitución, pobreza, consumo de drogas y un clima edu-
cativo complejo, basado en el bajo nivel de los jefes de familia, entre otros 
indicados. En el caso de este cantón, se detecta una variable ambiental 
basada en contaminación, poca disposición de desechos, inundaciones 
y deslizamientos.
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Lo que podría catalogar a Curridabat en un nivel intermedio de 
fragmentación, desde el punto de vista cualitativo, es justamente la 
existencia de algunas iniciativas comunitarias orientadas al facilitar la 
participación social. Si bien el municipio es percibido como altamente 
eficaz en sus gestiones, los mismos funcionarios consultados en el taller 
indicaron la existencia de desconexión entre las expectativas y deman-
das sociales y las posibilidades reales para cumplirlas, así como una evi-
dente descoordinación interinstitucional a escala local.

Finalmente, San José presenta una alta problemática de fragmenta-
ción, caracterizada por  deficiencia en la accesibilidad, tanto en las vías 
como en los medios de transporte. Esta condición también se evidencia 
en las manifestaciones sociales (desempleo, pobreza, deserción escolar, 
migración laboral) y en las escasas posibilidades de vinculación entre 
las comunidades y la institucionalidad local. 

Un aspecto problemático existente en todo el cantón es la ocupación 
en precario de territorios, que dificultan una adecuada disposición ins-
titucional para su atención.

Estrategias de convivencia, vínculos vecinales y barrios

La información obtenida de los talleres efectuados con actores lo-
cales confirma que la fragilidad urbana ocasiona bajos niveles de convi-
vencia y vínculos vecinales.  En el caso de Desamparados, este aspecto 

CUADRO 6. San José: la perspectiva de los actores locales sobre la fragilidad territorial

Fragmentación 
territorial

Caos vial, sistema de transporte obsoleto. Infraestructura urbana y 
de servicios obsoleta.

Invasión, ocupación de territorios en condición de precario.

Hacinamiento habitacional, inequidad en la disposición institucional, 
edificios y centros recreativos sin uso.

Exclusión social
Debilitamiento del sector de la salud, migración laboral, violencia 
intrafamiliar, indigencia, desempleo, subempleo, altos niveles de 
pobreza, deserción escolar, trabajo infantil, robos, agresión.

Cohesión social Falta de sensibilidad cultural.

Institucional Desarrollo urbano desigual, carencias de planificación, falta de inte-
gración entre la comunidad y las instituciones.

fuente: Taller con funcionarios municipales, 2018.
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se manifiesta debido a la poca identificación con el territorio, así como 
la carencia de identidades locales (barriales, vecinales), obstaculizadas 
por las violencias y la segregación, la desarticulación territorial y la in-
adecuada disposición y uso de los servicios. De esta forma, la conviven-
cia se ve comprometida por causa  de la normalización de las violencias 
registradas en todo el cantón en los últimos años.

Por su parte, Curridabat presenta bajos niveles de asociatividad y 
poco trabajo cooperativo, así como ausencia de corresponsabilidad ciu-
dadana e institucional, falta de participación de actores comunitarios y 
capacidades limitadas para facilitar la participación social.  Este último 
aspecto resulta crucial para hacer posible no solo el involucramiento de 
los actores comunitarios en la atención de la problemática local, sino 
también  en los procesos de interacción y convivencia vecinal requeridos.

Finalmente, en el caso de San José, son notables algunas estrategias 
de convivencia instauradas a partir del ámbito institucional, desarrolla-
das para la mejora de seguridad en espacios públicos e impulsadas por la 
Municipalidad de San José (convivencia, paz, seguridad, integración, etc.).

Este aspecto institucional se reproduce en el ámbito comunitario 
(sectores como Pavas, por ejemplo, fueron señalados en esa dirección) y 
cuentan con un alto componente vinculado con la seguridad y la recu-
peración de espacios. En este sentido, algunas iniciativas municipales 
trabajan las temáticas de seguridad, organización comunitaria y trans-
formación comunitaria. Pero no hay valoración de la efectividad de la 
acción en los territorios y las poblaciones involucradas.
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Línea base situacional para el diseño de 
estrategias de desarrollo territorial en la 
Región Brunca, Costa Rica

Raúl Fonseca Hernández
Roy Mora Vega
Ariana López Peña

Introducción 

Las nuevas tendencias en los estudios del desarrollo económico cen-
tran la atención en el análisis de las estrategias que debería generar un 
territorio para mejorar las condiciones del desarrollo humano. Visiones 
anteriores privilegiaban el crecimiento económico con base en políticas 
macroeconómicas que los diversos sectores incentivaban a nivel gene-
ral, sin que hubiera un enfoque en grupos de interés, ni en los territorios, 
pues se partía de la lógica de que las regiones de un país eran homogé-
neas y que las instituciones nacionales tienen la capacidad de brindar la 
misma cantidad y calidad de servicios en todas las localidades. 

Sin embargo, la experiencia ha desmostrado lo contrario. Los terri-
torios están lejos de ser homogéneos y las instituciones no son capaces 
de ofrecer respuestas puntuales a los problemas particulares de diversas 
localidades. Por tal motivo, el estudio del desarrollo económico local re-
sulta fundamental en cuanto a implementar estrategias para mejorar 
las condiciones actuales del desarrollo humano en diferentes territorios. 

El presente capítulo es producto del proyecto de investigación ti-
tulado Análisis de variables socioeconómicas que explican la competiti-
vidad territorial y el potencial exportador de las regiones periféricas en 
Costa Rica, presentado a la Escuela de Relaciones Internacionales de la 
Universidad Nacional y a cargo de la Escuela de Relaciones Internacio-
nales de la Universidad Nacional, con participación de los autores del 
presente capítulo. 
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Este documento pretende generar una línea base situacional, que 
sirva como insumo para una segunda investigación donde se diseñen 
estrategias de desarrollo territorial aplicables a la geografía en análisis 
posteriores. En este marco, el capítulo identifica metodológicamente va-
riables e indicadores que explican el desarrollo de un territorio; asimis-
mo, comprueba la disponibilidad de datos y genera un análisis descrip-
tivo básico de las relaciones y direccionalidades de la Región Brunca1, 
ubicada en la zona sur de Costa Rica. 

La investigación se divide en cinco apartados principales. El prime-
ro analiza teóricamente la inclusión de lo territorial en las principales 
estrategias de desarrollo económico desde la década de los ochenta, 
hasta las nuevas tendencias originadas en la primera y segunda década 
de los 2000. El segundo apartado identifica las variables —en este caso, 
denominados capitales— y los indicadores respectivos que mejorarán el 
desarrollo humano en los diversos territorios. El tercer apartado presen-
ta el marco institucional y normativo. El cuarto valida la disponibilidad 
de datos asociados a las diferentes variables (capitales) e indicadores 
que afectan el desarrollo humano, como el capital económico, huma-
no, institucional, social, de infraestructura, bioregional y cultural), y los 
analiza descriptivamente, de forma que constituye la línea base para 
el posterior diseño de las estrategias de desarrollo territorial (edt) que 
se desarrollarán en una investigación posterior. Finalmente, se ofrecen 
conclusiones y recomendaciones que contribuirán al desarrollo humano 
de la zona, así como a su competitividad territorial y el potencial expor-
tador de los territorios. 

Aspectos teóricos

La inclusión del análisis territorial en los estudios del crecimiento y 
desarrollo económico ha evolucionado desde perspectivas ausentes has-
ta enfoques centrados en la identificación de factores que potencian el 
desarrollo territorial. Antes de 1980, la discusión sobre crecimiento eco-
nómico se centraba principalmente en el grado de influencia que debería 
tener el Estado en la economía, en el marco del debate entre las políticas 
de corte keynesiano, neoliberal y de fomento al crecimiento económico 
per se, sin profundizar en los límites a dicho crecimiento (Brida, 2008; 

1 	  El análisis se realizará desde la perspectiva de la planificación de la Región Brunca, generada según los 
criterios del Mideplan.
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Zuleta, 2016; Brue y Grant, 2009; Aguilera y Alcántara, 1994; Sachs, 2015; 
Hauwermeiren, 1999; Gobierno de Chile, 2017; Bulmer, 2017; Kuczynski y 
Williamson, 2015; Alves y Desiderá, 2012).

En las dos décadas siguientes, y bajo la influencia de la globaliza-
ción, se ha generado un aumento significativo de la competencia entre 
los diferentes actores en el mercado, motivando a que los países, las re-
giones, las ciudades y las empresas implementen nuevas estrategias de 
crecimiento para adaptarse a esta dinámica (Rodríguez, 2015). Tal como 
lo señala Boisier (2015), “el contexto territorial es ahora decisivo en la 
generación de competitividad de las unidades económicas insertas en 
la globalización” (p. 42), “dado que las empresas no compiten aislada-
mente, sino que lo hacen juntamente con el entorno productivo e insti-
tucional del que forman parte, el proceso de globalización estimula la 
transformación de la organización del sistema de ciudades y regiones” 
(Manet, 2014, p. 41), así como de los países y la dinámica de los grandes 
bloques regionales. 

La inclusión del análisis de lo territorial en las estrategias de desa-
rrollo se basa fundamentalmente en la corriente de pensamiento del 
desarrollo endógeno (Vázquez, 2007; Boisier, 2015; y Manet, 2014), el de-
sarrollo económico local (del) y la teoría del centro-periferia propuesto 
por la Cepal (Pérez y Vernengo, 2016; Díaz y Barrera, 2018). Dichas co-
rrientes de pensamiento permiten centrar la atención en el tratamiento 
de la organización territorial generada en el clúster (Porter, 1991; Para-
da, Nieto, Franco, y García, 2016; Parada, Nieto, Franco, y García, 2016; 
Alburquerque, 2006), y en los distritos industriales (Pyke, Becattini, y 
Sengenberger, 1992; Becattini, 2002). 

En las primeras dos décadas del presente milenio, diversos enfo-
ques retoman la atención en lo territorial para explicar las estrategias 
de competitividad y desarrollo económico. Tal es el caso de las cadenas 
globales de valor (Gereffi y Korzeniewicks, 1994; Pedrajas, 2006; Díaz y 
Hernández, 2002; Gibbon, 2001; Ramírez y Valenciano, 2017), el contex-
to de negocios en el ámbito del país (Banco Mundial, 2018), o bien de 
territorios (Fonseca, 2012; Ulate, Mayorga, y Alfaro, 2017; pnud, 2016; 
Mideplán, 2018), las zonas económicas especiales (Arias, Sánchez, Var-
gas, Agüero, y Quesada, 2017; Arias, Sánchez, Vargas, Agüero, y Quesada, 
2015), el desarrollo económico local (Tello, 2010) y las estrategias de de-
sarrollo territorial (Farto, 2016). 

Los referentes teóricos mencionados anteriormente suelen dar ma-
yor énfasis al análisis del área económica; consideran marginalmente 
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los elementos históricos y culturales de los territorios, entre otras va-
riables que tienen un tratamiento poco desarrollado o nulo en las ver-
tientes teóricas actuales. Por tanto, no ofrecen una visión integral de las 
acciones que se podrían generar para mejorar la calidad de vida de los 
habitantes de los diversos territorios. 

La investigación busca proponer un enfoque tendiente a propiciar 
un proceso de desarrollo territorial, el cual toma como primicia básica 
que toda región tiene recursos endógenos, sin importar la cantidad o 
calidad de estos, que puede potenciar y gestionar desde una visión sisté-
mica para mejorar las condiciones actuales del desarrollo humano que 
posee. Busca establecer acciones que se gestionen a corto plazo en el 
territorio, las cuales deben ser congruentes con una visión a mediano y 
largo plazo, y, además, sustentables.

En la primera etapa, el pdt busca identificar plenamente los capita-
les (en el sentido Boisier, 1999) en lo referente al capital sinérgico: “la ar-
ticulación de las diferentes formas de capital” (p. 42), que sustentan y re-
fuerzan el desarrollo humano para posteriormente generar estrategias 
que los gestionen y potencien. Se pretende adicionalmente incorporar 
en el proceso de desarrollo territorial la visión histórica y cultural, como 
elemento medular del pdt, así como la identificación e integración de los 
actores sociales, gubernamentales y privados con ubicación o injerencia 
local. Dicha gestión debe ser entendida como un proceso y no únicamen-
te con una estrategia asilada (superando la visión de Farto, 2016). 

Dicho proceso de desarrollo territorial debe iniciarse desde las eta-
pas de diagnóstico (o bien considerar integralmente los estudios exis-
tentes); continuar con la planificación de estrategias y la fase de evalua-
ción y ajuste permanente, en la medida que genere cambios progresivos 
de las condiciones de desarrollo humano del territorio, planificadas en 
escenarios prospectivos a 5, 10 y 30 años plazo.  

De esta forma, la pdt estará articulando las estrategias generadas y 
gestionadas por los actores sociales, las cuales se enlazan a los diversos 
capitales sinérgicos, que apoyan y potencian las mejoras en el desarrollo 
humano presente en los territorios. 

Aspectos metodológicos

La línea base situacional regional refiere a información de diferentes 
dimensiones del territorio en este caso, de la Región Brunca, median-
te las cuales es posible caracterizar la zona, identificar limitaciones y 
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potencialidades para el diseño de estrategias de desarrollo territorial; 
es decir, para determinar la dotación del capital territorial que sirven de 
base para impulsar esas posibles estrategias. Estas dimensiones serán 
agrupadas en ocho categorías o variables, a saber: económica, humana, 
institucional, social, de infraestructura (construida), bioregional (natu-
ral), cultural y simbólica (imagen). 

CUADRO 1. Variables e indicadores a analizar descriptivamente en el marco del proceso  
                     de desarrollo territorial

Variables Conceptualización básica Indicadores

Capital 
económico

Actividad económica y variables conexas 
que permiten dinamizar la actividad pro-
ductiva de una región.

Empleo, especiali-
zación productiva, 
exportaciones. 

Capital humano

Elementos que hacen posible tener 
calidad de vida. Está relacionado con las 
aptitudes, conocimientos, capacidades 
laborales, salud, innovación, emprendi-
miento, uso de servicios.

Pobreza, pobreza 
extrema, esperanza 
de vida, seguridad y 
escolaridad.

Capital 
institucional 

La localización, influencia y eficiencia que 
poseen instituciones públicas y privadas 
sobre un territorio.  

Instituciones que 
tienen presencia o 
influencia en la región; 
índice de gestión 
municipal. 

Capital social 

El capital social se puede comprender a 
partir de la adaptación y asociativismo, 
voluntariado, grupos organizados presen-
tes en un territorio y participación en los 
procesos electorales locales y nacionales.

Grupos organizados; 
participación en las 
elecciones.

Capital de infraes-
tructura (construi-
da o física)

Se refiere a las edificaciones residencia-
les, infraestructura para servicios públicos 
e infraestructura tanto pública o privada. 

Carreteras, puertos y 
aeropuertos.

Capital 
bioregional 
(natural)

Hace referencia al stock de recursos natu-
rales y condiciones ambientales presentes 
en el territorio.

Componente ambiental.

Capital cultural 

“El acervo de tradiciones, mitos y creen-
cias, lenguaje, relaciones sociales, modos 
de producción y productos inmateriales 
(literatura, pintura, danza, música, etc.) y 
materiales, específicos a una determinada 
comunidad” (Boisier, 1999, p. 45)

Sitios arqueológicos, 
tradiciones, pueblos 
indígenas, marca local. 

fuente: Elaboración propia con base en Boisier (1999); Di Pietro (2001); Rodríguez (2003); Fonseca (2012); 
Arias, Sánchez, Vargas, Agüero y Quesada (2015), Boisier (2015), Jiménez (2015). 
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El capítulo se aborda bajo el método mixto, al combinar el análisis 
cualitativo con el cuantitativo. El primer componente se desarrolla me-
diante la búsqueda secundaria de referencias bibliográficas con el fin 
de identificar las variables de los capitales sinérgicos que refuerzan y 
forman parte del desarrollo humano. Se toma como base la lógica de los 
capitales sinérgicos identificados por Boisier (1999), y se complementan 
con otros capitales mencionados por autores tales como Di Pietro (2001), 
Rodríguez (2003), Arias, Sánchez, Vargas, Agüero, y Quesada (2015), Boi-
sier (2015), Jiménez (2015) y Fonseca (2012). 

Los ocho capitales sinérgicos propuestos son conceptualizados y 
descritos mediante indicadores cuantitativos y cualitativos, de forma 
tal que se valida la existencia de datos, y se realiza un análisis descrip-
tivo de estos. El resultado del capítulo son los siguientes elementos: la 
generación de una línea base metodológica, la comparación de la exis-
tencia de las métricas respectivas y su análisis descriptivo, para generar 
las estrategias del pdt en otra investigación posterior. 

Elementos institucionales y normativos del desarrollo territorial 

Como base para comprender el estado actual de las condiciones del 
desarrollo territorial, se debe conocer la institucionalidad, las políticas pú-
blicas y otros instrumentos de alcance internacional, nacional y regional. 

En la región centroamericana, se cuenta con la “Estrategia Centroa-
mericana de Desarrollo Rural Territorial 2010-2030” (ecadert), aproba-
da por la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno del Sistema de la In-
tegración Centroamericana (sica). Esta busca ofrecer oportunidades y 
fortalecer las capacidades de la población de los territorios rurales (uca, 
2015). Como parte de la estrategia, se estableció una red centroamerica-
na y del Caribe de Grupos de Acción Territorial (gat)2, y una Plataforma 
Regional de Apoyo Técnico al Desarrollo Rural Territorial (prat)3 (eca-
dert, 2018). La estrategia sirve como punto de partida para el desarrollo 
de acciones a escalas nacional y local.

2 	  Organización basada en un territorio rural, que agrupa a actores sociales e institucionales para la gestión 
integral de ese lugar.

3 	  Actualmente, la prat se encuentra conformada por la Agencia Española de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo (aecid), la Secretaría Ejecutiva del Consejo Agropecuario Centroamericano (secac), 
el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (iica), la Unidad Regional de Asistencia 
Técnica (ruta), la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (fao) y el 
Centro Agronómico Tropical de Investigación y Enseñanza (catie).
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En el ámbito nacional, Costa Rica ha puesto en marcha políticas 
públicas y planes vinculados al desarrollo territorial, y particularmente 
rural. En este sentido, destacan los esfuerzos emprendidos por el Insti-
tuto de Desarrollo Rural (Índer), la Secretaría Ejecutiva de Planificación 
Sectorial Agropecuaria (sepsa), y, en alguna medida, la Dirección Na-
cional de Desarrollo de la Comunidad (Dinadeco), en la generación de 
políticas de Estado y sus respectivos planes, tal y como se muestra en el 
Cuadro 2. Específicamente para la Región Brunca, tanto el Índer como 
el Mideplán han creado planes de desarrollo regional, territorial y can-
tonal, y se describen en el Cuadro 3.

Línea base situacional de la Región Brunca

La Región Brunca es una zona de planificación socioeconómica, 
establecida mediante Decreto Ejecutivo 7944 del 1978. Está conforma-
da por los cantones de Buenos Aires, Corredores, Coto Brus, Golfito y 
Osa, de la provincia de Puntarenas, y Pérez Zeledón, de la provincia de 
San José. Se ubica al sureste del país, y tiene como límites: al noroes-
te, los cantones de Dota y Tarrazú de la provincia San José y el cantón 

CUADRO 2. Políticas públicas vinculadas al tema territorial

Instrumentos Descripción

Política de Estado para el Desarrollo Rural 
Territorial Costarricense (PEDRT) 2015-
2030 (Instituto de Desarrollo Rural, 2016)

Establece ejes estratégicos de acción 
integrada de la institucionalidad pública, 
en coordinación con el sector privado y 
municipal. 

Política de Estado para el Sector Agroa-
limentario y el Desarrollo Rural Costarri-
cense 2010-2021 (Secretaría Ejecutiva de 
Planificación Sectorial Agropecuaria, 2011)

Rige la política en el sector agroalimentario 
e integra acciones de diversas instituciones.

Plan Nacional de Desarrollo Rural Terri-
torial (PEDRT) 2017-2022 (Instituto de 
Desarrollo Rural, 2017)

Genera acciones articuladas con actores 
sociales en las diferentes localidades (hori-
zonte de análisis de corto y mediano plazo).

Plan Nacional de Desarrollo de la Comu-
nidad 2016-2020 (Dirección Nacional de 
Desarrollo de la Comunidad, 2016)

Propone las principales acciones en temas 
económicos, sociales, culturales, depor-
tivos, de recreación, ambientales y de 
infraestructura, para orientar las estrategias 
del movimiento comunal. 

fuente: Elaboración propia.
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de Aguirre de Puntarenas; al norte, los cantones Paraíso y Turrialba de 
Cartago, Talamanca de Limón; y al este y sureste,la República de Pana-
má y el océano Pacífico. Cuenta con un área de 9528,44 km2, equivalente 
al 18 % del territorio nacional (mag, 2018).

La población de la Región Brunca es de aproximadamente 328 645 
habitantes, para una densidad de 34 personas por km2. El cantón con 
más densidad es Pérez Zeledón y el de menor, Osa. En el Cuadro 4, se 
observa que Buenos Aires cuenta con 45 244 habitantes; Corredores, con 

CUADRO 3. Planes de desarrollo regional, territorial y cantonal para la Región Brunca

Instrumentos Descripción
Plan de Desarrollo Rural del Territorio (PDRT) Buenos 
Aires-Coto Brus (Instituto de Desarrollo Rural, 2014)

Plan de Desarrollo Rural del Territorio (PDRT) Osa- 
Golfito-Corredores (Instituto de Desarrollo Rural, 2015)

Plan de Desarrollo Rural del Territorio (PDRT) Península 
de Osa (Instituto de Desarrollo Rura, 2017)

Plan de Desarrollo Rural del Territorio (PDRT) Pérez 
Zeledón (Instituto de Desarrollo Rural, 2016)

Genera acciones concretas 
en diversas áreas sociales 
(deporte, social, político, 
ambiental, cultural, producti-
vo y empleo).

Plan de Desarrollo 2030 de la Región Brunca (Ministerio 
de Planificación Nacional y Política Económica, 2014)

El plan entrelaza políticas 
nacionales y locales, al vin-
cular los diferentes PCDHL 
con sus contenidos y áreas 
de acción de cada uno.

Plan Cantonal de Desarrollo Humano Local (PCDHL) de 
Buenos Aires 2013-2023 (Ministerio de Planificación y 
Política Económica, 2012)

Plan Cantonal de Desarrollo Humano Local (PCDHL) 
de Corredores 2013-2023 (Ministerio de Planificación y 
Política Económica, 2012)

Plan Cantonal de Desarrollo Humano Local (PCDHL) de 
Osa 2012-2023 (Ministerio de Planificación y Política 
Económica, 2012)

Plan Cantonal de Desarrollo Humano Local (PCDHL) de 
Golfito 2013-2023 (Ministerio de Planificación y Política 
Económica, 2012)

Plan Cantonal de Desarrollo Humano Local (PCDHL) de 
Pérez Zeledón 2010-20120 (Ministerio de Planificación y 
Política Económica, 2012)

El Mideplán también ha 
impulsado los PCDHL, que 
establecen una visión y 
misión del cantón. Además, 
propone agendas distritales 
que facilitan identificar pro-
puestas y dar orientaciones 
específicas para su logro.

fuente: Elaboración propia.
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41 831; Coto Brus, con 38 453; Golfito, con 39 150; Osa, con 29 433; y Pérez 
Zeledón, con 134 534. 

Esta región tiene en general condiciones socioeconómicas más des-
favorables que el promedio nacional, pero también posee potencialida-
des que impulsarían su proceso de desarrollo. Por lo tanto, se revisa la 
situación actual de los cantones que componen a la Región Brunca con 
relación a los diversos capitales.   

MAPA 1. Ubicación de la Región Brunca

fuente: Elaboración propia.
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CUADRO 4. Población y territorio de la Región Brunca, según cantón. 2015

Cantón Población Territorio (km2) Densidad de población
Buenos Aires 45 244 2384,22 18,98 
Corredores 41 831 620,60 67,40 
Golfito 39 150 1753,96 22,32 
Osa 29 433 1930,24 15,25 
Coto Brus 38 453 933,90 41,17 
Pérez Zeledón 134 534 1905,51 70,60 
Total 328 645 9 528,43 -
fuente: Elaboración propia a partir de datos de INEC, 2015.
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Capital económico 

El primer indicador del capital económico es el empleo. Según el 
censo del inec del 2011, el 8,3 % de la población en el cantón de Buenos 
Aires se dedica al sector secundario; el 37,3 %, al sector terciario, y el 
54 %, al sector primario. En el cantón de Corredores, el 45 % de las per-
sonas trabajadoras se desplazan a otros cantones, como Golfito, por el 
Depósito Libre y en los alrededores de la frontera con Panamá (Román 
y Angulo, 2013). 

De acuerdo con el censo del 2011, la mayoría de los pobladores de la 
Región Brunca trabajan en el mismo cantón de residencia, únicamente 
el 31,8 % de los trabajadores laboran en Corredores y Golfito.  Ciudada-
nos de Osa también se desplazan al Pacífico Central, Pérez Zeledón y 
Puntarenas en busca de trabajo, a través de las vías de comunicación de 
la costanera sur (Román y Angulo, 2013).

En el cantón de Pérez Zeledón, la población ocupada labora mayori-
tariamente en el sector privado (84,3 %), el restante 15,7 % lo hace en el 
sector público. Las principales actividades que ofrecen mayor dinámica 
son la agricultura, ganadería y pesca, así como el comercio. En menor 
medida, los lugareños se dedican a enseñanza, industria, servicios a ho-
gares y construcción (Instituto de Desarrollo Rural, 2016).

El segundo y tercer indicador del capital económico son la exporta-
ción y las exportaciones. La Región Brunca es un territorio que cultiva 
diversos productos agrícolas. Por ejemplo, Buenos Aires produce más 
de 622 500 qq de piña, el producto de mayor importancia. También se 
cosecha ayote, palma aceitera, maíz, frijol, ñampí, jengibre, rambután, 
entre otros productos. 

En Coto Brus, se produce principalmente papa chiricana, con más 
de 6000 qq en 2017, así como chile, maíz, frijoles y rambután. En Golfito, 
por su parte, se dedican principalmente a cultivarrroz, palma aceitera, 
madera, y a la ganadería. Se desarrolla mucho turismo y pesca artesa-
nal. También cuenta con un desarrollo comercial considerable, dada la 
presencia del Depósito Libre (Índer, 2014). En la península de Osa, la pes-
ca artesanal es una actividad fundamental genera 45 toneladas al año 
(Índer, 2017), y hay producción de palma y arroz. 

El Cuadro 6 muestra las exportaciones por cantón de la Región 
Brunca, cuya mayor participación en el total de las exportaciones co-
rresponde al cantón de Corredores, con 166,3 millones de dólares, y don-
de, además, han aumentado en un 15 %, entre el 2016 y 2017. En menor 
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participación, se halla el cantón de Osa, con 22 toneladas en el año 2017. 
La región debe potencializar al menos tres actividades económicas en 
la zona: el turismo, la producción agrícola y el comercio. Posee un gran 
potencial y recursos endógenos propios que posibilitan aprovechar res-
ponsablemente estos elementos, como estrategia de desarrollo. 

Capital humano 

La Región Brunca es un territorio con una alta vulnerabilidad social. 
Esto se refleja en los indicadores de pobreza, ya que es la segunda región 
con mayor incidencia: un 29,5 %, superada únicamente por la Región Pa-
cífico Central, que registra un 29,9 %, (inec, s. f.). En cuanto al indicador 
de pobreza extrema, se identifica que la Región Brunca posee una tasa 
del 10,4 %, cifra muy superior a la que presenta la Región Central (3,9 
%). Cabe destacar que la zona está originando estrategias que muestran 
buenos resultados, pues la pobreza se ha contraído 1,7 puntos porcen-
tuales, en torno a un año (inec, 2017). El Gráfico 1 muestra la incidencia 
de la pobreza entre el 2016 y 2017 para las distintas regiones del país. 

Aunado a la pobreza, también las variables de esperanza de vida, 
la seguridad y la escolaridad definen el capital humano en la región de 
planificación Brunca. 

En el Cuadro 6 se muestra la sistematización de dichos datos en 
la región por cantón. Los índices de esperanza de vida en la totalidad 
de cantones son relativamente altos. Su promedio general ronda los 76 
años de edad. Sin embargo, los índices de escolaridad resultan bastante 

CUADRO 5. Exportaciones por cantón. 2016-2017

Empresa
2016 2017 Tasa de variación 

2016-2017
$USD (Mill.) Toneladas $USD (Mill.) Toneladas $USD (Mill.) Toneladas

Corredores 143,6 182 077,4 166,3 208 770,3 16 % 15 %
Buenos Aires 8,2 9160,6 9,4 10 588,5 14 % 16 %
Pérez Zeledón 18,5 8456,4 18,6 7735,9 0 % -9 %
Coto Brus 3,1 3395,5 2,8 3488,3 -10 % 3 %
Golfito 0,9 48,5 0,6 41,0 -26 % -15 %
Osa 0,1 132,4 0,0 22,2 -57 % -83 %
fuente: Elaboración propia a partir de datos de Procomer, 2017. 
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alarmantes para toda la región. En todos los cantones, el ciudadano pro-
medio llega a sétimo año de la educación secundaria, lo cual es coheren-
te con los índices de pobreza total y pobreza extrema, expresados por el 
inec. Buenos Aires posee el porcentaje más alto de inseguridad y Corre-
dores, el menor porcentaje. El resto de los cantones posee porcentajes 
similares en cuanto a los índices de inseguridad alrededor de la Región 
Brunca. El Cuadro 6 muestra los indicadores del capital humano en la 
Región Brunca. 

La zona afronta retos importantes en cuanto a la consolidación del 
capital social. Especialmente en lo relacionado con el nivel de educa-
ción, seguridad y pobreza. Registra un nivel relativamente alto en cuan-
to a la esperanza de vida, medida en años. 

Capital institucional 

La Región Brunca cuenta con 30 instituciones que operan direc-
tamente o tienen influencia en el territorio. Las direcciones regionales 
se concentran en Pérez Zeledón. Las instituciones de mayor cobertura 
y recursos son el Ministerio de Educación Pública, Caja Costarricense 
de Seguro Social, Ministerio de Salud, Acueductos y Alcantarillados, 

GRÁFICO 1. Incidencia de la pobreza total según región de planificación. Julio 2016-Julio 2017

fuente: INEC, Encuesta Nacional de Hogares, 2017.
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Instituto Costarricense de Electricidad, Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes, Ministerio de Ambiente y Energía, Instituto Nacional de 
Aprendizaje, Instituto Mixto de Ayuda Social, y las instituciones del sec-
tor agropecuario. Y otras instituciones cuentan con algún funcionario 
que visita la región o disponen de alguna oficina con equipamiento bási-
co, como el Ministerio de Ciencia y Tecnología, Instituto Nacional de las 

CUADRO 6. Variables del capital humano por cantón de la Región Brunca

Esperanza de vida Escolaridad Seguridad
Buenos Aires 80,3 6,6 81,4
Corredores 76,4 7,8 48,4
Coto Brus 80,9 7,1 65,9
Golfito 76,2 7,6 62,1
Osa 74,8 7,3 69,9
Pérez Zeledón 79,4 7,9 61,2
fuente: Elaboración propia. 

GRÁFICO 2. Calificación en el índice de gestión de gobiernos locales de los cantones 
de Buenos Aires, Coto Brus, Pérez Zeledón y Golfito. 2010-2016

fuente: Elaboración propia con con datos de CGR.
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Mujeres, Ministerio de Cultura y Juventud entre otras instancias guber-
namentales (Mideplán, 2006).

El Gráfico 2 expone el índice de gestión municipal desde el 2010 al 
2016. Dicho índice valora la gestión en los ámbitos institucional, de pla-
nificación y rendición de cuentas, de desarrollo ambiental, de servicios 
sociales y económicos. La municipalidad con mejor puntuación relativa 
es la de Pérez Zeledón, con un total de 58,81 puntos. Destaca el desem-
peño del gobierno local de Corredores, el cual ha incrementado la pun-
tación desde el 2010 con 15 puntos, y obtuvo 50,27 en el 2016. La munici-
palidad con menor rendimiento histórico es la de Golfito. 

Capital social 

Los grupos organizados presentes en un territorio como el que abar-
ca la Región Brunca pueden ser de diversa naturaleza temática, diferente 
grado de organización, tamaño y grado de formalidad jurídica; por tanto, 
es complejo determinar con exactitud la composición del tejido social y 
organización presente. Sin embargo, sí es posible tener nociones gene-
rales a partir de considerar la presencia de organizaciones sin fines de 
lucro que tienen un carácter jurídico reconocido, como asociaciones, fun-
daciones y cooperativas, ya que estas deben cumplir con un trámite de 
inscripción registral para su publicidad y control de sus actos jurídicos. 
En el caso de las asociaciones, se conforman para fines científicos, artís-
ticos, deportivos, benéficos, de recreo y cualesquiera otros lícitos; las fun-
daciones pueden realizar actividades diversas de índole social; y las coo-
perativas están integradas por personas con fines específicos comunes.

De acuerdo con un inventario llevado a cabo por el Instituto de De-
sarrollo Rural (Índer) en la Región Brunca, se contabilizan más de 800 
organizaciones de base territorial. Hay 335 en Pérez Zeledón, donde ma-
yoritariamente se integran en asociaciones de desarrollo integral (23 %), 
comités (17 %), consejos pastorales (13 %), juntas de educación (10 %), 
entre otros (Instituto de Desarrollo Rural, 2016); aproximadamente 181 
organizaciones en el territorio de Buenos Aires y Coto Brus, en donde 
en la mayoría son asociaciones tanto comunales, de mujeres y de pro-
ducción (Instituto de Desarrollo Rural, 2014); en el cantón de Golfito, se 
registraron 123 organizaciones y en Osa, 213, donde predominan las jun-
tas de educación, asociaciones específicas y organizaciones religiosas 
(Instituto de Desarrollo Rural, 2016). No se cuenta con información del 
cantón de Corredores. 
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GRÁFICO 3. Votos recibidos y abstencionismo para alcaldías por cantón en la 
elecciones municipales. 2016

fuente: Elaboración propia con información del Tribunal Supremo de Elecciones, 2017. 
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GRÁFICO 4. Votos recibidos y abstencionismo por cantón en las elecciones 
nacionales. 2018. (1a y 2a vueltas electorales)

fuente: Elaboración propia con información del Tribunal Supremo de Elecciones, 2017. 
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Con respecto a la participación electoral, se analizan tanto los pro-
cesos electorales municipales como nacionales más recientes. En las 
elecciones municipales del 2016, se eligieron por un período de cuatro 
años a 81 alcaldes, 505 regidores, 480 síndicos, 1888 concejales, 8 inten-
dentes, 32 concejales municipales de distrito e igual número de suplen-
tes. La participación nacional promedio en estas elecciones fue de un 
35,4 %, con un abstencionismo del 64,6 %. En la región, hubo una parti-
cipación del 36,4 % y un abstencionismo del 63,6 %, levemente menor al 
promedio nacional (Tribunal Supremo de Elecciones, 2017). En torno a 
las elecciones nacionales del 2018, se refleja una significativa diferencia 
entre los grados de participación en los ámbitosnacional y regional, tan-
to en la primera como en la segunda vuelta electoral.4 

En febrero del 2018, durante la primera ronda electoral, la partici-
pación nacional fue de un 65,70 %, con un abstencionismo del 34,30 %; 
mientras que el promedio de participación de la Región Brunca fue del 
54,48 % y un abstencionismo del 45,52 %. Es decir, un 11,22% más alto 
que el promedio nacional. Durante la segunda ronda electoral, la par-
ticipación nacional aumentó levemente con un registro del 66,45 %, y 
un abstencionismo del 33,55 %. Lo mismo ocurrió en la Región Brunca, 
donde se pasó al 55,17 % de participación; sin embargo, se mantuvo un 
significativo abstencionismo del 11, 28 %, superior al promedio nacional 
(Tribunal Supremo de Elecciones, 2018). Como se refleja en el Gráfico 4, 
la tendencia de una mayor participación electoral durante la segunda 
vuelta se dio en todos los cantones, con la excepción de Pérez Zeledón, 
que pasó de un abstencionismo del 35,04 % al 36 %. 

El capital social de la región es dinámico en cuanto a participación 
de organizaciones de base comunal; sin embargo, estas se caracterizan 
por su limitada posibilidad para accionar, debido a carencias de recur-
sos financieros, bajas capacidades técnicas de sus integrantes y poco 
apoyo institucional. Además, la zona muestra un comportamiento de 
menor participación en los procesos electorales nacionales al ser com-
parada con el promedio nacional. No obstante, esta situación cambia 
al tratarse de procesos electorales municipales, donde la participación 
promedio de la región fue superior al promedio nacional. Esto puede 
indicar que existe una mayor confianza de manifestarse en el ámbito 
local, tanto por medio de organizaciones comunales como mediante la 

4 	  Las elecciones se realizaron en febrero de 2018; no obstante, debido a que ningún candidato logró superar 
el mínimo constitucional del 40 % de los votos, se llevó a cabo un balotaje en abril del mismo año.
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elección de dirigentes regionales, por encima de los procesos que son 
de carácter nacional y que pueden ser percibidos como más lejanos a la 
realidad del territorio. 

Capital infraestructura 

Dentro del capital en infraestructura de la Región Brunca se destaca 
el relacionado con movilidad y las vías de comunicación, como carrete-
ras, puertos y aeropuertos. La región es una de las más aisladas, puesto 
que solo se conecta mediante dos vías terrestres principales con el res-
to del país. Sin embargo, cuenta con vías pertenecientes a la Red Vial 
Nacional (rvn), así como de la Red Vial Cantonal (rvc) (Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes, 2011).

La rvn en su totalidad está compuesta por de 7600 kilómetros (km), 
de los cuales el 65 % están pavimentados. El restante 35 % se encuentran 
en lastre (Ministerio de Obras Públicas y Transportes, 2011). Por su par-
te, la rvc del país se estima5 en 32 000 km, de los cuales, se registra que 
6494,88 km están en la Región Brunca (fedemsur, 2011), distribuidos 
por cantón según se aprecia en el Gráfico 5. 

Según un informe de la Federación de Municipalidades de la Región 
Sur de la Provincia de Puntarenas (fedemsur), las condiciones de la red 
vial cantonal de la Región Brunca están regulares en un 38 % de los ca-
sos; malas, en un 31 %; muy malas, en un 23 %; buenas, en el 7 %; y exce-
lentes, solo en un 1 %. Esta situación se expone en el Gráfico 6.

Con respecto a la infraestructura en puertos y aeropuertos, la zona 
cuenta únicamente con el puerto Golfito, ubicado en el cantón homónimo 
y una red de aeródromos públicos y privados. El puerto de Golfito tiene un 
muelle de 317 metros de largo, con capacidad para 2 vapores de 150 me-
tros de eslora, o uno de mayor longitud. Su principal vocación es la aten-
ción de buques pesqueros, así como buques que descargan aceites y gra-
sas. Es utilizado también para atracar buques de pasajeros (incop, 2018).

Por su parte, los aeródromos públicos más importantes se encuen-
tran en: Golfito, este es de asfalto y se encuentra en buen estado; Coto 47, 
es de asfalto, cuenta con iluminación para vuelos nocturnos, se permite 
solo vuelos de ambulancia; Drake, es de asfalto y está en buen estado; 
Carate, es de concreto; Palmar Sur, es de asfalto y está en buen estado; 
San Isidro del General, es de asfalto y tiene un estado de regular a malo; 

5 	  Se estiman en un total de 12 000 km, de los cuales no integran los cuadrantes urbanos.
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GRÁFICO 5. Región Brunca. Distribución de la Red Vial Cantonal (RVC)

fuente: FEDEMSUR, 2011.
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GRÁFICO 6. Región Brunca. Estado de la Red Vial Cantonal (RVC), por cantón

fuente: FEDEMSUR, 2011.
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Buenos Aires, este es de cemento y está en buen estado; Puerto Jiménez, 
es de asfalto, pero está deteriorado; y el de Sirena, que es de Lastre (Di-
rección General de Aviación Civil, 2012).

Existen en la zona oportunidades de mejora en el capital de infraes-
tructura, tanto terrestre como aéreo y marítimo, que limitan la interco-
nexión de bienes y servicios, así como el paso de turistas entre la región 
y otros territorios a nivel nacional e internacional. Dicha limitación de 
infraestructura genera aumento de costos de transacción y pérdida de 
competitividad, dado que las personas y las empresas podrían trasla-
darse a otros territorios con mejores condiciones humanas y económi-
cas para albergarlas. 

Capital bioregional

Costa Rica no se caracteriza por ser un país que posea grandes yaci-
mientos de recursos considerados típicamente como no renovables, tal 
es el caso de los minerales; sin embargo, posee una riqueza importante 
de recursos biológicos. Esta situación se extrapola a la Región Brunca, 
donde no se identifican grandes stocks de recursos minerales de interés 
económico a gran escala. 

El Diagnóstico Minero 2013-2014 de la Región Brunca circunscribe 
la riqueza de la zona a “yacimientos de origen volcánico y materiales 
sedimentarios como calizas, areniscas cuarzosas, arcillas y depósitos 
cuaternarios en ríos (arena y grava)”, que son los de mayor interés para 
ser usados básicamente como agregados para la construcción, lastre y 
la fabricación de carbonato de calcio (Ministerio de Ambiente y Ener-
gía, 2013). 

Sin embargo, el diagnóstico menciona la existencia de depósitos de 
oro en los ríos de la península de Osa, que no han sido concesionados a la 
fecha. Esto se puede explicar debido a la cercanía de yacimientos al Par-
que Nacional Corcovado y a los conflictos históricos acaecidos por la ex-
tracción ilegal del metal, incluso dentro del área protegida mencionada. 

Pese a ello, es innegable la ventaja comparativa en términos de capi-
tal natural biológico, reflejada en la alta diversidad de especies de flora y 
fauna, protegidas mediante la amplia red de áreas de conservación ad-
ministradas por el Sistema Nacional de Áreas de Conservación (sinac). 
Como ejemplo, cabe destacar que únicamente la península de Osa alber-
ga el 2,5% de la biodiversidad mundial y más del 50 % de la biodiversidad 
en Costa Rica (Toft y Larsen citado en Stanford University, 2014), además 
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de ser una de las regiones con mayor densidad de biodiversidad en el 
país y el mundo (Barquero et al., 2012).

El recurso biológico se complementa con la diversidad de paisajes, 
que van desde las montañas y páramo cordillerano hasta costas oceá-
nicas. Esta circunstancia hace que su clima también sea muy variado: 
tierras calientes, con clima tropical húmedo en las partes bajas; un cli-
ma caracterizado por temperaturas bajas en la zona montañosa y frío 
intenso en el páramo. 

En esta región confluyen dos áreas de conservación que resguardan 
un porcentaje considerable del patrimonio natural del país, mediante 
figuras como refugios de vida silvestre, reservas biológicas, reservas fo-
restales, zonas protectoras y parques nacionales, tal y como se observa 
en el Cuadro 7. Dentro de la riqueza natural se destaca el Parque Inter-
nacional La Amistad (pila) al ser declarado como Reserva de la Biosfera 
en 1982 y Patrimonio Mundial de la Humanidad en 1983 por la unesco, 
debido a la gran importancia y diversidad de ecosistemas que protege; 
el Parque Nacional Chirripó, por ser la montaña más alta del país con 
3820 msnm; así como el manglar Térraba–Sierpe, que es el más grande 
de Costa Rica (14 637 hectáreas) y está incluido en la lista ramsar como 
humedal de trascendencia internacional (Mideplán, 2014).

La riqueza natural de la región se complemente con el potencial 
hídrico producto del sistema orográfico que favorece la precipitación y 
la existencia de áreas de recarga acuífera. Se identifican los siguientes 
ríos: cuenca del río Grande de Térraba; cuenca del río Coto–Colorado; 
cuenca del río Esquinas; cuenca de la Península de Osa; cuenca del río 
Barú (Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, 2014). 
Esta característica permite impulsar diversas actividades productivas, 
incluida la generación de energía hidroeléctrica.

Los datos anteriores confirman que existe una serie de potenciali-
dades para desarrollar ciertas actividades productivas industriales liga-
das a la rica presencia de recursos biológicos y su protección. Por tanto, 
existe un gran atractivo en términos del desarrollo turístico, asociado 
principalmente a las riquezas naturales del lugar. 

Capital cultural y simbólico territorial

Según la Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad (Dinade-
co, 2016), en la dimensión cultural, la Región Brunca posee riquezas inva-
luables que no han sido aprovechadas apropiadamente para el desarrollo 
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social y económico. La historia de conformación de estos territorios, que 
involucra a los inmigrantes italianos en Coto Brus, los pueblos indígenas 
y el proceso del enclave bananero y el actual proceso de cultivo de la pal-
ma africana, ha dado una variedad cultural atractiva y poco explotada 
en provecho de la sociedad. 

La región cuenta con sitios arqueológicos de gran relevancia, como 
Batambal y Finca 6 en Osa, donde se pueden encontrar esferas de piedra, 
montículos y empedrados. Estas esferas fueron declaradas Patrimonio 
Mundial de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura (Unesco) en el año 2014. Ligado a este patrimonio, 
cada año se celebra el Festival de la Esferas, con el fin de rescatar el sig-
nificado y la tradición. 

El pueblo Ngöbe o Guaymí se caracteriza por su religión sincrética en-
tre lo católico y lo tradicional que se denomina Mama Chi, sus vestidos co-
loridos y artesanías hechas con corteza de mastate. Los cabécares son los 

CUADRO 7. Región Brunca. Áreas silvestres protegidas, por cantón

Área de conservación Área silvestre protegida Cantón
Área de 
Conservación 
Amistad Pacífico 
(ACLA-P)

Parque Nacional Chirripó Pérez Zeledón 
Parque Internacional La Amistad 
(parcialmente en ACLA-P)

Buenos Aires 
y Coto Brus

Zona ProtegidaLas Tablas Coto Brus
Humedal Palustrino Laguna del Paraguas Coto Brus 
Humedal de San Vito Coto Brus 

Área de 
Conservación de Osa 
(ACOSA)

Parque Nacional Corcovado Osa
Parque Nacional Marino Ballena Osa
Reserva Biológica Isla del Caño Osa 
Parque Nacional Piedras Blancas Golfito
Refugio Natural de Fauna Silvestre Golfito Golfito 
Humedal Nacional Térraba Sierpe Osa
Refugio de Vida Silvestre Bancas Golfito 
Refugio de Vida Silvestre Forestal Golfito S. A. Golfito
Reserva Forestal Golfo Dulce Golfito 
Humedal Lacustrino Pejeperrito Golfito 
Refugio de Vida Silvestre Punta Río Claro Osa 

fuente: Elaboración propia.
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que más resguardan su cultura debido al poco contacto con otras culturas 
y la lejanía de sus territorios. Los térrabas son quienes más han ido per-
diendo sus aspectos culturales por la imposición de otras culturas, al pun-
to que la mayoría son católicos y no hablan su lengua. Se reconocen por 
la elaboración de máscaras y la celebración de la fiesta del juego del toro 
y la mula. Los bruncas o borucas son reconocidos por la elaboración de 
coloridas máscaras, así como por el Baile de los Diablitos, que conmemora 
el enfrentamiento de los indígenas frente a los conquistadores españoles, 
para lo cual elaboran el vestuario y se preparan a partir del 1. ° de diciem-
bre. Su origen se remonta a la Colonia y se ha mantenido de forma oral. El 
toro simboliza a los españoles y los diablos a la comunidad indígena. 

En la Región Brunca se identifican 5 pueblos indígenas: Bribri, Brunca 
o Boruca, Térraba, Cabécar y Ngöbe o Guaymí, en 12 territorios indígenas 
y 124 comunidades. Con relación al capital simbólico, entendido como 
reconocimiento de valor asociado a la identidad, se debe indicar que no 
existe una clara identificación del territorio bajo el nombre de “Región 
Brunca”, pues este responde a una designación más técnica, establecida 
para determinar una zona de planificación nacional, creada por el Minis-
terio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplán) en 1978. 

Además, hay que considerar que tampoco existe una identifica-
ción como unidad político-administrativa, en tanto los cantones que 
conforman esta región pertenecen a dos provincias distintas: San José 

CUADRO 8. Territorios y pueblos indígenas dentro de los cantones de la Región Brunca

Territorio Pueblo indígena Cantones Comunidades por cantón
Salitre

Cabagra
Boruca
Curré

Ujarrás
Abrojo 

Motezuma
Osa

Conteburica
Coto Brus

Altos de San 
Antonio 
Térraba

China Kicha

Bribri
Brunca o Boruca

Térraba
Cabécar 
Ngöbe

Buenos Aires
Golfito

Osa
Corredores

Pérez Zeledón
Coto Brus

95
4

13
6
1
5

fuente: Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad, 2016.
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(Pérez Zeledón) y Puntarenas (Buenos Aires, Corredores, Coto Brus, Gol-
fito y Osa). No obstante, se puede determinar que el capital territorial 
presente se expresa más claramente bajo el apelativo de zona sur, que es 
una forma más extendida y común de denominar al conjunto de canto-
nes que componen a la Región Brunca. 

La designación de zona sur responde a cuestiones geográficas y a 
procesos históricos y culturales relativamente recientes que hacen po-
sible amalgamar lánguidamente una identidad común como territorio. 
Si bien esta designación es algo percibida, también ha sido en buena 
medida un impulso exógeno, estimulado desde el resto del país y popu-
larizado por aspectos como el marketing turístico, que visualiza al Pa-
cífico sur como una unidad de promoción para el turismo. Por ejemplo, 
la mayoría de las instituciones gubernamentales, optan por emplear el 
término establecido por el Mideplan: Región Brunca,  optan por la  la; sin 
embargo, el Instituto Costarricense de Turismo en documentos como el 
Plan de Desarrollo Turístico se refiere a la región como Unidad Turísti-
ca Pacífico Sur, con lo cual resalta su componente geográfico. 

Es importante destacar que incluso en lo interno de la Región Brun-
ca se usan subdivisiones más allá de la conocida zona sur para aludir 
a cantones particulares (Buenos Aires, Coto Brus, Corredores, Osa y 
Golfito), como es el caso de la denominación sur-sur. Es decir, bajo esta 
conceptualización se excluye al cantón de Pérez Zeledón, y se refleja que 
existe una identificación más cercana como región entre los cantones 
pertenecientes a la provincia de Puntarenas. 

Luego de considerar estas particularidades que inciden sobre la 
conformación del capital simbólico de la región, se profundizan algu-
nos aspectos que ayudan a comprender este aspecto. En este sentido, se 
debe destacar que el capital simbólico de la Región Brunca está ligado 
en buena medida al capital bioregional y cultural, en tanto estos han 
contribuido fuertemente en la conformación del imaginario regional y 
la percepción externa de la zona. 

La Región Brunca es una de las más desconectadas del país, debido 
a condiciones geográficas y por la falta de infraestructura de interco-
nexión. Esto ha originado que sea visualizada como alejada y desconoci-
da, en comparación con otras regiones. Sin embargo, este fenónemo, au-
nado a su importante capital birregional y cultural, ha impulsado que se 
desarrolle un modelo turístico más sostenible y cercano al denominado 
ecoturismo, fuertemente valorado por el visitante extranjero enfocado 
en algún tipo de turismo. 
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Dentro de los elementos naturales que contribuyen a la conforma-
ción de capital simbólico, se halla la biodiversidad y la belleza escénica. 
Especial énfasis tiene la península de Osa (Parque Nacional Corcovado), 
la existencia de monumentos naturales como el cerro Chirripó (el más 
alto del país) y el Golfo Dulce (uno de los cuatro fiordos tropicales que 
existen en el mundo), la recreación en playas y montañas, y la posibili-
dad de realizar actividades como el avistamiento de ballenas y delfines, 
que ha dado paso al desarrollo del Festival de Ballenas y Delfines, decla-
rado de interés nacional. Otros elementos, además de los naturales, que 
moldean el capital simbólico se vinculan con la cultura precolombina, 
las migraciones, el comercio y el deporte. Por ejemplo, las petroesferas 
precolombinas en Osa. 

Coto Brus se caracteriza por ser un cantón fundado a partir de la 
creación de la colonia de San Vito de Java, que fue un asentamiento fun-
dado por la Sociedad Italiana de Colonización Agrícola (sica) en 1952, 
la cual mantiene expresiones culturales italianas hasta la fecha. Por su 
parte, Golfito y Corredores se conocen por ser destinos de compras, ya 
que en ellos se ubica el Depósito Libre Comercial de Golfito y Paso Ca-
noas (pueblo fronterizo con Panamá), lugares en los cuales se compra a 
precios bajos, lo que los hace destinos populares. 

En el caso de Buenos Aires, posee una importante cantidad de asen-
tamientos indígenas y una extensiva plantación de cultivos como la 

CUADRO 9. Región Brunca. Elementos que contribuyen a la conformación del capital  
                     simbólico, por cantón

Buenos 
Aires Corredores Coto Brus Golfito Osa Pérez 

Zeledón

Cultura 
indígena 

Belleza 
escénica 

Cultivos 
(piña)

Compras 
(Paso 

Canoas)

 Cultura 
indígena

Belleza 
escénica

Migración 
italiana 

Cultura 
indígena 

Alimentos y 
cultivos 

(pizza y café)

Belleza 
escénica

Compras 
(Depósito 

libre de 
Golfito) 

Belleza 
escénica 

(Golfo Dulce, 
playa)

Cultura 
indígena

Belleza 
escénica 

(playa, 
montaña)

Biodiversidad 
(Península de 

Osa)

Cultura 
precolombina 

(esferas de 
piedra)

Belleza 
escénica 

(valle de El 
General)

Sigla de su 
nombre (PZ)  

Deporte 
(equipo de 

fútbol) 

fuente: Elaboración propia.
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piña. Pérez Zeledón es reconocido por la belleza escénica del Valle del 
General (donde se asienta la cabecera de cantón), por poseer un equipo 
de fútbol que ha militado en la primera división del país (Municipal Pé-
rez Zeledón) y por las siglas de su nombre: pz. 

Cabe destacar que el territorio cuenta con un logo que intenta con-
solidar una marca regional. El diseño incluye elementos naturales y cul-
turales que caracterizan a la zona. Es utilizado por los actores locales 
como distintivo en productos originarios y diversas actividades como 
ferias y rondas de negocios. Adicionalmente, cantones como Pérez Zele-
dón están liderado procesos para implementar su propia “marca cantón”. 
Si bien, el capital simbólico como Región Brunca puede fortalecerse, hay 
elementos que indican avances en la autopercepción y la percepción.

Conclusiones y recomendaciones

Los resultados mostrados en el capítulo permitieron validar la dis-
ponibilidad de información de la línea base metodológica propuesta 
para el planteamiento posterior del pdt. La elección de las variables re-
sulta crucial para el proyecto de investigación como tal, muestra una 
primera aproximación metodológica y de disponibilidad de datos ini-
cial. Se profundizará en una segunda aproximación, con mayor detalle y 
tendiente al análisis prospectivo posterior, para la construcción partici-
pativa de estrategias que formen parte de un pdt. 

A continuación, se concluye de modo general respecto al ejercicio de 
validación aplicado a la Región Brunca. 

En lo que respecta al capital económico, posee un potencial impor-
tante en el sector turístico, de producción agrícola y comercial. Dichas 
potencialidades deberán desarrollar estrategias puntuales en las áreas. 

La Región Brunca muestra vulnerabilidades significativas en el ca-
pital social. Requiere las oportunidades de empleo y educación para me-
jorar los índices de pobreza. Este tipo de variables deben gestionarse con 
acciones a corto plazo que integren una estrategia a mediano y largo 
plazo, tal como se pretende generar en el pdt. 

El capital institucional muestra una concentración de instituciones 
en el cantón de Pérez Zeledón, lo cual puede limitar la cobertura de los 
servicios ofrecidos a otros territorios de la Región Brunca. Asimismo, 
existen oportunidades de mejora en la gestión de las municipalidades 
en estudio. El capital social de la zona es un activo valioso para la Re-
gión Brunca. Presenta una gran cantidad de instituciones de diversos 
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ámbitos, tanto a nivel público como privado. También se manifiesta una 
participación relativamente alta en las elecciones locales. Dicho aspecto 
evidencia un importante activo en el diseño de las estrategias que inte-
grarán los pdt. 

El capital de infraestructura presenta oportunidades de mejora en 
cuanto al mantenimiento de vías de acceso terrestres, marítimas y aé-
reas, así como para el desarrollo de nuevas opciones que den la posibili-
dad de mejorar los costos de transacción, asociadas a costos logísticos 
en el intercambio de mercancías. El capital bioregional constituye un 
activo importante gracias a la gran biodiversidad en la zona. Los paisa-
jes, las playas, los ríos y las montañas ayudan a potenciar el desarrollo 
humano de la zona. No presenta yacimientos de minerales importantes, 
aspecto que eventualmente podría ser considerado como positivo, dado 
que preserva el medio ambiente. El capital cultural muestra un gran ac-
tivo, gracias a la gran cantidad de pueblos indígenas, y de diversos terri-
torios patrimonio de la humanidad. 

El estudio será una base indispensable para los siguientes productos 
de la investigación. A través del razonamiento teórico de los diferentes 
capitales, se avanza en la visión de que solo lo económico y social es ne-
cesario para desarrollar una región. Los principales retos planteados 
son la profundización en el análisis de los indicadores asociados a cada 
capital identificado, así como la creación participativa de los escenarios 
prospectivos, que guiarán la elaboración de las estrategias integradoras 
del proceso de desarrollo territorial. 
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Propuestas y retos para alcanzar una 
transformación productiva con enfoque 
territorial y equidad social

Rafael Arias Ramírez
Luis Vargas Montoya
Leonardo Sánchez Hernández

Introducción

En los últimos años, diversos estudios sobre desarrollo regional en 
Costa Rica (Sauma, 2013; Arias y Sánchez, 2014; Arias, Vargas y Sánchez, 
2016) han detectado problemas referentes a la fragmentación productiva 
y dificultades de acceso a servicios de calidad y a condiciones de empleo 
formales más estables y mejor remuneradas. La evidencia estadística, 
ya sea a través de los Censos Nacionales de Población y Vivienda, o por 
medio de las Encuestas de Hogares de Propósitos Múltiples, indican que 
la problemática del empleo, pobreza, educación y desarrollo productivo 
persisten en la mayoría de las regiones.

La estructura espacial del desarrollo costarricense ha mostrado his-
tóricamente una fuerte tendencia de concentración económica y demo-
gráfica en la región central, particularmente en la Gran Área Metropolita-
na (gam), en la que se sitúa la mayor parte de los sectores dinámicos de la 
economía y, por tanto, el empleo productivo formal y mejor remunerado.

Algunos de los indicadores socioeconómicos más importantes como 
el porcentaje de hogares en pobreza, la tasa de desempleo abierto, el ingre-
so per cápita y la densidad demográfica muestran diferencias significati-
vas entre las regiones de planificación que conforman el país para el año 
2017. Es así como mientras para la Región Central el porcentaje de hogares 
pobres es del 16,1 %, para las demás regiones el porcentaje sobrepasa el 27 
%, con la excepción de la Región Chorotega, que presenta un 23,6 %.

En términos de la tasa de desempleo abierto, se registra un 7,1 % para 
la región Central, mientras que para el resto de las regiones sobrepasa el 
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8,8 %; con excepción de la Región Brunca, que presenta una tasa del 7,0 %. 
Si se observa el indicador de ingreso per cápita, por región, se hallan con 
diferencias significativas entre la Región Central con respecto al resto de 
las regiones, ya que mientras esta presenta un ingreso per cápita de casi 
430 000 colones, las demás regiones se encuentran por debajo de los 300 
000 colones. Esto último se refleja en la alta concentración de la fuerza de 
trabajo en la Región Central, donde se concentran las actividades econó-
micas más dinámicas del país y más intensivas en empleo productivo; de 
tal forma, el 70 % de la fuerza laboral se concentra en la Región Central, 
mientras que el 30 % restante se distribuye entre las otras regiones. 

De lo anterior se deriva que las regiones periféricas del país presen-
tan menores niveles de desarrollo relativo, sin que hayan sido definidas 
políticas estratégicas de transformación productiva que tomen en cuen-
ta las particularidades de los distintos territorios y el aprovechamiento 
de sus recursos endógenos y dotación de factores. Como resultado, este 
estilo de desarrollo no ha permitido mayores niveles de convergencia 
económica entre las distintas regiones y, por el contrario, ha contribuido 
a la reproducción de una serie de asimetrías regionales.

Concentración productiva y limitaciones para el desarrollo regional1

Los principales indicadores de desarrollo muestran que la dinámica 
económica y productiva de Costa Rica ha estado concentrada y centrali-
zada en la gam. Esto se refleja en el Anexo 1, el cual resalta la generación 
del empleo real en los cantones y su dinámica intercantonal. Se aprecian 
los altos niveles de aglomeración de las actividades productivas, institu-
cionales y administrativas en la gam, lo cual ha convertido a esta zona 
económica de desarrollo en la más importante del país. Esto se confirma 
cuando observamos la dinámica de los sectores productivos, especial-
mente secundario y terciario, como así también el desarrollo del aparato 
político-administrativo, con una presencia preponderante en esta área 
geográfica del país, la cual representa menos del 4 % del total del territo-
rio nacional, pero con una gran densidad demográfica.

De acuerdo con Agüero et al. (2014), el censo 2011 reporta 1 674 275 
trabajadores ocupados. De ellos, 965 353 residían en cantones de la 
GAM, lo que es equivalente a un 57,7 % de la fuerza laboral ocupada del 

1 	  Una parte sustancial del análisis de este acápite ya ha sido publicada por los autores en otros medios de 
divulgación. Ver, por ejemplo, Arias y Sánchez (2012; 2013b).
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país. Según los datos de estos autores “los cantones de la GAM atraen a 
947 214 trabajadores, de los cuales 907 751 provienen de cantones de la 
GAM, lo cual indica que un 95,8 % de la demanda laboral de la GAM es 
suplida por habitantes de la misma región” (p. 239).

En el Anexo 1, los círculos representan el tamaño de la economía 
cantonal medida a través de la cantidad de trabajadores que existen en 
cada cantón. Los datos muestran que 12 cantones concentran el 60 % 
del empleo total del país. De esos cantones, 8 se ubican en la GAM. Las 
líneas del mapa 1 identifican a través del color y el espesor el número de 
trabajadores que se desplazan entre los cantones. Como se puede apre-
ciar en el mapa la mayor intensidad del empleo relacionado con  las ac-
tividades económicas se concentran en los cantones pertenecientes al 
GAM, particularmente en los cantones con importantes economías de 
aglomeración y cercanía con los parques industriales en zonas francas, 
así como con las principales instituciones y empresas públicas. 

Fuera de la gam, la dinámica de empleo es menor y existen pocas in-
teracciones o flujos de trabajadores intercantonales. La actividad de via-
jes de trabajo entre Nicoya y Santa Cruz, Santa Cruz y Carrillo, Carrillo y 
Liberia y Liberia y Carrillo, en Guanacaste, es de resaltar. Otro flujo con-
siderable de trabajadores se da de Esparza y Montes de Oro a Puntarenas, 
y de Orotina a Garabito en el Pacífico Central. También existen algunos 
flujos relativamente significativos de forma bidireccional entre Pérez 
Zeledón y Buenos Aires, y entre Golfito y Corredores, así como entre Po-
cocí, Guácimo, Siquirres, Matina y Limón, y entre Limón y Talamanca.

Si bien la gam es el gran centro de aglomeración de las actividades 
económicas del país, esta concentración no ha sido planificada; mues-
tra de ello es el escaso número de cantones con planes de ordenamiento 
territorial con vistas a planificar y gestionar sus actividades producti-
vas con eficiencia económica, equidad social y sostenibilidad ambiental. 
Solo el 5 % del territorio nacional cuenta con algún tipo de plan de orde-
namiento territorial completo (cubre todo el municipio). 

Es así como a partir de la década de los ochenta, en el marco de la 
estrategia de promoción de exportaciones y los esquemas de zonas fran-
cas, las inversiones se fueron moviendo desde los distritos tradicionales 
de desarrollo industrial, altamente congestionados y con pocas posibili-
dades de ampliación de operaciones y de sus economías de escala, hacia 
territorios que ofrecían, no solo acceso a las redes de comercialización 
con los mercados locales, regionales e internacionales, sino también el 
abastecimiento de proveedores, a reducción de costos de transacción 
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(especialmente del suelo), el acceso a servicios públicos de buena calidad 
y de mano de obra calificada. 

No obstante, este proceso ha llevado a una saturación del parque 
industrial dentro de la gam, una región que cada vez muestra mayores 
dificultades para responder a la dinámica del crecimiento que el país 
requiere para los años siguientes. En la última década, el patrón de 
concentración territorial del sector industrial muestra una clara con-
glomeración en pocos distritos, lo cual comprueba la falta de espacios 
existentes con condiciones para el desarrollo de esta actividad. Dentro 
de la gam, en tan solo 14 distritos se agrupa el 98 % del total de área 
construida para actividades industriales (ver Anexo 3). 

No es extraño que el mayor porcentaje de área construida se en-
cuentre precisamente en una de las zonas de mayor aglomeración de-
mográfica, entre tres cabeceras de provincia, en las inmediaciones de 
un aeropuerto internacional y en ubicaciones donde se ha delimitado 
el uso industrial. Estos distritos se ubican en el cantón de Alajuela (Ala-
juela, San José, San Antonio, San Rafael y la Garita); los distritos de San 
Nicolás y Guadalupe, en Cartago y Llanos de San Lucía, en Paraíso. En 
el área metropolitana de San José se ubican los distritos de Piedades en 
San Ana y Colón en Mora. En Atenas, se destaca el distrito de Escobal, 
donde se construyeron alrededor de 8000 m² de construcción. De igual 
forma, están los distritos de La Ribera y Asunción en Belén, y el distrito 
de Santa Rosa de Santo Domingo de Heredia. 

La ubicación de nuevas construcciones industriales en Alajuela obe-
dece a aspectos de potencial aglomeración, disponibilidad de espacio 
para crecer y costos inmobiliarios todavía razonables. En el caso de la 
zona franca del este, que pretende atraer empresas de servicios empre-
sariales, el móvil principal de ubicación es la cercanía a las universida-
des y una mayor diversificación de la oferta de empleo, algo saturada en 
la zona de Heredia. El menor desarrollo de este tipo de construcciones 
más al este de la ciudad puede estar correlacionado con el poco espacio 
para crecimiento industrial y gran cercanía a frontera residencial, lo que 
puede complicar la operación. 

La estrategia de desarrollo seguida por el país a partir de la década 
de los 1980s, basada en la promoción de exportaciones y atracción de 
inversión extranjera, siguió adoleciendo de limitaciones estructurales 
para poder generar mayores niveles de convergencia económica.  Los 
niveles de desarrollo relativo en las regiones periféricas, siguió siendo 
un problema que se asocia con el carácter heterogéneo de la estructura 
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productiva, con bajos niveles de productividad y especialización econó-
mica inadecuada en algunas de las regiones periféricas. 

Las asimetrías y desequilibrios territoriales, se reflejan no solo en 
términos de los principales indicadores económicos, sino también en 
materia de desarrollo humano (niveles de pobreza y desigualdad en el 
acceso a bienes y servicios y mercado de trabajo). Las actividades pro-
ductivas, en las que se especializan los distintos territorios presentan 
problemas de articulaciones intersectoriales, bajos niveles de encade-
namientos productivos y generación de valor agregado. (Arias y Sán-
chez, 2011). Una de las explicaciones a este problema de heterogeneidad 
estructural y desarrollo desigual, que presenta el aparato productivo, 
tiene que ver con una política de reconversión productiva poco precisa 
en la identificación de ventajas competitivas en las distintas regiones, a 
partir de la cual se pudieran definir e implementar políticas que respon-
dan a la dotación de recursos endógenos en cada una de las regiones.  El 
hecho de que las regiones de planificación sean muy grandes y hetero-
géneas ha imposibilitado una reconversión productiva que responda a 
las particularidades y ventajas competitivas de los distintos territorios. 

Dado lo anterior, surgen una serie de preguntas: ¿Es posible implemen-
tar políticas estratégicas de desarrollo en una región sin conocer su diná-
mica productiva o laboral (competitividad, especialización y localización)? 
Si existen diferencias en la especialización de las actividades productivas 
dentro de cada región, ¿qué tan efectivas son las estrategias de desarrollo 
a un nivel tan agregado como las regiones? ¿Es necesaria la identificación 
y definición de nuevas áreas geográficas más desagregadas para obtener 
mejores resultados de las políticas públicas de transformación productiva?

Un aspecto que es indispensable para la reconversión productiva del 
país es el que tiene que ver con la definición de esquemas para el desa-
rrollo productivo con carácter sectorial y territorial, como pueden ser 
las zonas económicas de desarrollo. Cuando analizamos el desarrollo 
económico del país a nivel regional, nos damos cuenta de los grandes va-
cíos institucionales y de esquemas de gobernanza a nivel de las regiones. 

Zonas económicas de desarrollo (zed): una estrategia de desarrollo 
regional para Costa Rica

En el Anexo 4, se han identificado y definido una serie de territorios 
con potencial productivo, los cuales cuentan con dotación de factores y 
ciudades intermedias para la especialización y promoción en actividades 
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potencialmente dinamizadoras del desarrollo regional. Entre los aspec-
tos a considerar en una estrategia de desarrollo regional para Costa Rica, 
se encuentran los siguientes:

•	 La transformación productiva basada en el desarrollo portuario 
en puerto Caldera y puerto Moín: logística portuaria, desarrollo de 
servicios, parques industriales, desarrollo inmobiliario, entre otros.

•	 El desarrollo de corredores productivos, como el que va de San 
José a Puerto Caldera, con una gran capacidad de crecimiento y la 
expectativa dinamizadora de la ampliación de la ruta 27, la cons-
trucción del Aeropuerto Internacional Metropolitano en Orotina, 
la ampliación de puerto Caldera y el desarrollo de parques indus-
triales en etapa de prefactibilidad.

•	 El corredor productivo puerto Caldera-puerto Quepos-puerto Gol-
fito y la Región Brunca, para aprovechar los recursos de logística 
portuaria y de transporte, servicios turísticos, biodiversidad e in-
vestigación de ecosistemas y un sector dinámico de agronegocios.

•	 El corredor Pacífico norte-Huetar Norte-HuetarAtlántica, el cual 
articularía tres regiones con gran dotación de recursos y capaci-
dad de crecimiento en torno a actividades dinamizadoras del cre-
cimiento regional y nacional, como logística portuaria, transporte 
y almacenamiento, recursos marítimos, energías limpias, sector 
de agronegocios y servicios turísticos de diverso tipo (recreativo, 
médico y científico).

•	 El fortalecimiento de las ciudades intermedias y mercados regio-
nales de producción, desarrollo de centros de valor agregado e in-
cubadoras de proyectos productivos.

Para poder desarrollar estos potenciales regionales, se requiere de 
otras condiciones para lograrlo, como: políticas de aprovechamiento sos-
tenible de los recursos y el medioambiente, políticas para el desarrollo 
de infraestructura productiva y social, políticas de formación del capital 
humano y el desarrollo de capacidades institucionales para el desarrollo 
territorial. El estudio de Arias, Sánchez y Vargas (2016) sobre zonas econó-
micas de desarrollo (zed) en Costa Rica identifica una serie de territorios 
con alto potencial para esta propuesta de desarrollo regional.

Los resultados de esta investigación generan información relevan-
te para orientar a los tomadores de decisión de los actores nacionales y 
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locales, en cuanto a la política productiva de los cuatro territorios estu-
diados. Particularmente, se identifican núcleos potenciales para el es-
tablecimiento de zed fuera de la gam, actividades productivas con po-
tencial en torno a los núcleos estudiados, así como una aproximación de 
corredores productivos en los diferentes territorios analizados.

Entre los hallazgos de la investigación sobre zed, es notorio el caso 
de la zona norte costarricense, como territorio con gran potencial para 
el desarrollo de agronegocios y el turismo. El reto es propiciar la crea-
ción de mayor valor agregado en la producción y una mayor articulación 
intersectorial, territorial e institucional, para potenciar los recursos con 
los que cuenta la región. Además, según su posición geográfica y su for-
taleza institucional, el sitio juega un papel preponderante para la imple-
mentación de proyectos de infraestructura cruciales para la economía 
costarricense, como es el eventual corredor productivo que conecte el 
Pacífico norte con la costa Caribe.

Otro de los territorios identificados se ubica en el Pacífico norte, el 
cual, actualmente se constituye como el principal destino turístico del 
territorio nacional, al contar con playas y montañas. Además del turis-
mo, este territorio cuenta con insumos para el desarrollo de agronego-
cios, así como un reconocido potencial para inversiones en energías lim-
pias, ya algunos, han demostrado la viabilidad de su puesta en marcha. 
La zona tiene el reto de generar mayor valor agregado a las industrias 
que componen la economía, con el apoyo de las nuevas tecnologías y 
mecanismos de asociatividad para impulsar la toma de decisiones, la 
transferencia de conocimientos, entre otros beneficios.

Un tercer territorio se identifica en el Pacífico Central, el cual, por 
su posición geográfica estratégica, ofrece una gran conectividad con la 
gam y otras regiones. Además, la presencia de puerto Caldera y otros 
atractivos que ofrece la costa del Pacífico Central hacen que se consti-
tuya como un territorio con un alto potencial para el desarrollo de acti-
vidades como la logística, el turismo, la inmobiliaria, la agroindustria. 

Lo expuesto explica la condición de esa región como principal brazo 
extendido de la actividad productiva costarricense e ilustra el potencial 
de crecimiento del que goza el territorio. 

En el Caribe, se ubica un cuarto territorio que deriva de la investi-
gación del iice, el cual, posee indudablemente una gran cantidad de re-
cursos con potencial para dinamizar la economía del territorio y hasta 
la nacional. Se destaca la posibilidad para el desarrollo de agronegocios; 
también, el turismo es otra de las actividades con una alta expectativa 
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de crecimiento. Además, llama la atención las condiciones para el desa-
rrollo de industria y logística, al contar con la principal ventana comer-
cial marítima del país; en la actualidad, ya se están ejecutando inversio-
nes en la industria marítima portuaria en la costa Caribe y existen otras 
prometedoras iniciativas con un alto impacto esperado para el desarro-
llo del territorio sin precedente.

Retos y condiciones específicas que se deben generar para un 
desarrollo regional más equilibrado

El país urge de acciones concretas  y crear las condiciones para ata-
car el problema actual de la fragmentación productiva territorial y las 
dificultades de acceso a servicios de calidad y a condiciones de empleo 
formales más estables y mejor remunerados. Dentro de estas acciones, 
se distinguen las siguientes: 

•	 Políticas de transformación productiva y de empleo para todas las 
regiones. Una política integral de empleo que no solo se concentre 
en la gam, sino que involucre a las regiones periféricas, tomando 
en consideración sus recursos endógenos y ventajas comparativas 
y competitivas. Se debe promover la atracción de inversiones fuera 
de la gam mediante la creación de zonas económicas especiales y 
clústeres, mejorando los incentivos tributarios, de infraestructura, 
corredores logísticos, capital humano y tramitologías municipa-
les e institucionales. Lo anterior debe complementarse con una 
estrategia de impulso a las cooperativas, bancarización de los em-
prendimientos, pymes y empresas en todas sus fases de crecimien-
to con una fuerte participación de Cinde, Comex y el Ministerio 
de Economía, entre otros. Se debería dar énfasis en el 75 % de los 
cantones que solo generan el 20 % del empleo del país (puntos co-
lor amarillo del Anexo 4), sin dejar de lado el fortalecimiento del 25 
% de los cantones restante que generan el 80 % del empleo del país 
(puntos color azul y rojo del Anexo 4). 

•	 Fortalecimiento de la educación dual. Esta estrategia debe ir diri-
gida a ese porcentaje alto de jóvenes, mujeres y personas sin con-
clusión de estudios secundarios a la fuerza laboral. Se debe dar el 
mando al ina para que sea el ente rector de esta iniciativa. Preci-
sa dar prioridad a personas menores de 30 años, que son los más 
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afectados por el desempleo, de manera tal que se logre integrar la 
educación pragmática con la experiencia laboral. Este tipo de polí-
ticas deben priorizar cantones dormitorio con baja generación de 
empleo, altas tasas de pobreza y exclusión del sistema educativo.

•	 Fortalecimiento de la Red Nacional de Cuido. El objetivo es incre-
mentar la participación laboral de las mujeres. Las inversiones 
serán focalizadas en los primeros dos años a distritos del país, 
identificados por altas tasa de desempleo, pobreza y jefatura fe-
menina. Se debe integrar y homologar la red actual: un programa 
que integra una serie de instituciones de tamaños, niveles de in-
volucramiento y lógicas y procedimientos de operación diferentes 
entre sí crea ineficiencia, ineficacia y poca pertinencia. Para ello, 
se debe fortalecer la Secretaría Técnica de la Red con miras a que 
sus funciones, composición y objetivos estén alineados con las ver-
daderas necesidades del país.

•	 Actualización de los programas del ina y su oferta territorial. La ofer-
ta educativa del ina se debe ajustar a las demandas del mercado. Se 
debe dar prioridad a las carreras técnicas de dos años y se deben 
diferenciar a partir de las demandas regionales de empleo. Todas 
las ciudades intermedias del país (San Isidro de El General, Ciudad 
Quesada, Limón, Guápiles, Turrialba, San Ramón, Puntarenas, Libe-
ria) deben tener un ina con la capacidad de albergar a su población 
y brindar una oferta variada ajustada a las demandas del mercado. 

•	 Política de formalización del empleo. Es de suma importancia de-
sarrollar una estrategia específica enfocada en formalizar a me-
diano plazo a, por lo menos, el 30 % de esos trabajadores que día 
están en la informalidad. Dicha estrategia podría diferenciarse 
entre zonas urbanas y rurales según sus particularidades median-
te el planteamiento de incentivos en materia tributaria y aportes a 
la Caja Costarricense de Seguro Social (ccss) de manera tal que el 
ajuste sea gradual y no afecte la sostenibilidad de las actividades 
económicas que generan el empleo.

•	 Impulso de las cadenas productivas de valor. Es importante rediri-
gir esfuerzos y recursos a las cadenas productivas de valor en las 
cuales hay competitividad a lo largo de los 82 cantones del país, me-
diante la identificación de clúster y corredores productivos. En este 
sentido, resulta crucial promover las actividades ligadas al sector 
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de electrónica y componentes médicos (que generan empleo a po-
blaciones calificadas y no calificadas); pesca y acuicultura; turismo 
tradicional, rural, ecoturismo, cultural, para adultos mayores, etc.; 
y el sector agroalimentario y sus numerosas cadenas de valor.

•	 Facilitación de trámites y transparencia para el emprendimiento de 
negocios y atracción de inversión en las distintas regiones. Es clave 
para la competitividad de las diferentes regiones contar con un ver-
dadero Gobierno Digital que dinamice la competitividad. Esto im-
plica mejorar la conectividad de internet y establecer un portal úni-
co de acceso de los ciudadanos al gobierno para agilizar todos los 
trámites, integrando todas las instituciones del Estado y disminu-
yendo sustancialmente los tiempos y las duplicidades de funciones. 

•	 Una verdadera Banca para el Desarrollo al servicio de las empresas. 
Es vital dotar a los pequeños y medianos empresarios y futuros 
emprendedores de los recursos de Banca para el Desarrollo subuti-
lizados en la actualidad. El país debe impulsar e incentivar futuros 
emprendedores a lo largo de todo el territorio, dándoles un apoyo 
integral desde las primeras etapas del emprendimiento. Esta polí-
tica debe ir ligada con un fortalecimiento del Ministerio de Econo-
mía, Industria y Comercio (meic) y de las municipalidades. 

•	 Promoción del teletrabajo. Se requiere desarrollar una verdade-
ra política de teletrabajo que permita identificar de forma efi-
ciente, eficaz y pertinentes perfiles que tienen alto potencial para 
implementar el teletrabajo. La política debe enfocarse en los prime-
ros años a las instituciones del Estado y Gobierno Central para pos-
teriormente crear las condiciones e incentivos para su aplicación en 
el sector privado. Más que disminuir los costos de las instituciones, 
la política debe buscar mejorar la calidad de vida de las personas, 
la productividad, ingresos, movilidad urbana y el medio ambiente.

•	 Garantizar el pago de los salarios mínimos. Se ha estimado que, si 
todos los ocupados ganaran el salario mínimo, la reducción en la 
pobreza total sería de 4,4 puntos porcentuales y de 1,6 puntos por-
centuales en la pobreza extrema. De esta manera, se debería plan-
tear una mayor inspección por parte del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social para el cumplimiento de dicho objetivo. El apoyo 
a las pymes del punto anterior ayudará a que estas logren pagar el 
salario mínimo de sus colaboradores desde las etapas iniciales de 
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creación. No solo se debe sancionar a quienes incumplan, sino que 
se debe alentar a quien sí acate los mínimos laborales. Así, se po-
dría impulsar programas donde se reconozca a aquellos patronos 
que voluntariamente deseen ser inspeccionados por su cumpli-
miento a la legislación laboral (incluido su apego al pago puntual 
de salarios mínimos, horas extras, etc.). Este reconocimiento po-
dría ser un incentivo, tipo certificación temporal que promueva el 
cumplimiento. Otorgará un prestigio mayor a las empresas cum-
plidoras y reducirá los niveles de dumping social, o violación a la 
normativa y mínimos laborales. 

•	 Fortalecer el papel del Ministerio de Trabajo en temas de empleo for-
mal y desarrollo de emprendimientos privados. Es fundamental im-
pulsar una remozada Política Nacional de Empleo y Emprendedu-
rismo (demanda laboral, oferta laboral y calidad del empleo) que 
se ejecute en conjunto con los sectores de la sociedad involucrados 
en la creación de empleo, la oit y las instituciones involucradas en 
el desarrollo, financiamiento y apoyo de nuevas empresas y em-
prendimientos. De esta forma, se pondrán en marcha una serie de 
acciones: ampliar y dinamizar la Dirección de Empleo del mtss y 
sus programas; impulsar un sistema de bolsa nacional de empleo 
digital y actualizada; revestir de herramientas tecnológicas a la 
Dirección de Empleo (tabletas, drones, etc.); promover el empleo 
decente (digno) de acuerdo con parámetros de la oit y ampliar el 
Convenio oit–mtss en temas de empleo; aprovechar el impulso de 
la Reforma Procesal Laboral y el eficiente uso de las nuevas plazas 
creadas, para impulsar el cumplimiento de los objetivos del mtss.

•	 Fortalecer los corredores o ejes logísticos del país. Los corredores 
o ejes logísticos conforman “una agregación espacial y funcional 
de diversas infraestructuras de transporte y de servicios que, de 
manera integrada, optimizan el transporte, la distribución, el al-
macenaje y la comercialización interna o externa de bienes en su 
área de influencia” (Montanez et al., 2015, p. 25). Tomando en con-
sideración los elementos anteriores, en Costa Rica los corredores 
que constituyen los principales ejes viales de la Red Vial Nacional 
y de transporte de bienes y servicios deben tener las inversiones 
suficientes para promover las actividades y procesos necesarios 
en pos de asegurar el debido flujo de materias privas y produc-
tos finales de la economía nacional y conseguir así los beneficios 
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derivados de un desempeño logístico eficiente. Específicamente, 
se debe dar prioridad a los corredores mostrados en el Anexo 5. 

•	 Desarrollo de infraestructura para el desarrollo. El país presenta un 
atraso de tres décadas en inversiones de infraestructura, lo cual ex-
plica los serios problemas de movilidad en todos los sectores socia-
les y económicos, lo que resta competitividad local e internacional. 

Es imposible pensar que el país apueste a un desarrollo regional más 
equilibrado sin mejorar la infraestructura vial. En este sentido, se 
debe desarrollar a corto y mediano plazo una serie de inversiones 
claves a lo largo del territorio en vista de crear las condiciones para 
la atracción de inversiones y mejorar la competitividad. Dentro de 
estas inversiones están (ver Anexo 6) las escritas a continuación: 

	. Ampliación del aeropuerto Juan Santamaría
	. Construcción del aeropuerto de Orotina
	. Ampliación de Puerto Caldera
	. Nueva Terminal de Contenedores de Moín
	. Acceso a la Nueva Terminal de Contenedores de Moín
	. Reconstrucción y ampliación de pista del aeropuerto de Liberia
	. Barranca-Limonal
	. Birmania-Muelle-Vuelta Kooper
	. Ampliación de la ruta 27
	. Ampliación de la ruta 32
	. Chilamate-Vuelta Kooper
	. Circunvalación norte, etapa I: Uruca- ruta 32
	. Circunvalación norte, etapa II: ruta 32-Calle Blancos
	. La Abundancia-Florencia y radial a Ciudad Quesada
	. La Lima-San Isidro Tejar
	. Las Tablillas-Florencia
	. Liberia-La Cruz
	. Limón-Sixaola
	. Paraíso-Turrialba
	. Playa Naranjo-Paquera
	. Puente La Amistad
	. San Ramón-Barranca
	. La Cruz-Santa Cecilia-Birmania
	. Sifón-La Abundancia
	. Sifón-La Abundancia (cola sur)
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	. Palmar Norte-Paso Canoas
	. Chilamate-Intersección rn32
	. San José-San Ramón
	. San José-La Lima
	. Paso a desnivel en la intersección de rutas 39 y 215, rotonda 

de Zapote
	. Paso a desnivel en la rotonda de la Bandera y entrada de la 

Facultad de Derecho y cruce de Guadalupe
	. Terminal granelera Caldera
	. Modernización de puerto Caldera
	. Construcción del puesto 5-7 en el puerto de Moín
	. Modernización del paso de frontera Paso Canoas
	. Modernización del paso de frontera Peñas Blancas
	. Modernización del paso de frontera Las Tablillas
	. Modernización del paso de frontera Sixaola

A manera de conclusión: hacia una propuesta de desarrollo 
regional para Costa Rica

Costa Rica necesita un enfoque diferente para abordar el desarrollo 
regional. Este enfoque deber partir de una serie de principios fundamen-
tales para lograr una transformación productiva con equidad social y sos-
tenibilidad ambiental en el territorio. Estos principios deben contemplar:

•	 El desarrollo regional como un proceso de naturaleza endóge-
na, complementado con políticas estratégicas de transformación 
productiva sectorial y territorial, que integren una visión de compe-
titividad territorial sistémica, en los ámbitos macro, meso y micro. 

•	 La articulación del territorio a partir de la identificación y defini-
ción de territorios con potencial productivo, zonas económicas de 
desarrollo y corredores para el desarrollo productivo. 

•	 El desarrollo de alianzas público-privadas, en función del desarro-
llo de obras de infraestructura para el desarrollo de la competiti-
vidad, la innovación y la productividad en los territorios y en los 
sectores productivos, definiendo núcleos endógenos de desarrollo 
y el desarrollo de clústeres productivos. Esto significa el diseño de 
arreglos institucionales para la atracción de inversión y la imple-
mentación de competencias en los distintos territorios.
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•	 La creación de una Secretaría Técnica para el desarrollo regional, 
adscrita a la Presidencia de la República con la misión de diseñar y 
promover políticas de transformación productiva en las distintas 
regiones y subregiones del país. 

De esta manera, un enfoque diferente de desarrollo regional debería 
contemplar los siguientes objetivos:

•	 Desarrollar una propuesta de desarrollo regional orientada a la 
creación de condiciones y capacidades que favorezcan una trans-
formación productiva con crecimiento económico, equidad social 
y sostenibilidad ambiental.

•	 Crear una nueva regionalización para Costa Rica que responda a 
sus condiciones y capacidades económicas, sociales, físicas y am-
bientales; sobre la base de criterios técnicos y científicos.

•	 Identificar y definir zonas económicas de desarrollo para la fo-
calización y diferenciación de las políticas públicas regionales, 
con una visión a largo plazo, aprovechando la flexibilización de 
los procesos productivos y la revolución de la tecnología y de las 
comunicaciones, de la mano con los recursos locales endógenos 
y de sus potencialidades culturales, institucionales, económicas, 
sociales y ambientales.

•	 Identificar y promover el desarrollo de corredores productivos a lo 
largo del territorio nacional, sacando ventaja de las alianzas y ha-
bilidades de los actores públicos y privados y su articulación, para 
impulsar procesos de fomento productivo destinados a dinamizar 
actividades empresariales con capacidad de generar transforma-
ción productiva y la generación de empleos productivos.

Los objetivos anteriores deben partir de un enfoque diferente de de-
sarrollo regional en el país, que contemple los siguientes aspectos:

a.	 Desarrollar una propuesta inicial de zonificación del territorio 
nacional a partir de información que contenga datos fiables y 
que contemple metodologías robustas, con la finalidad de ofrecer 
insumos de carácter transversal para la implementación de las 
políticas planteadas.

b.	 Plantear una regionalización ajustada a la realidad actual de 
Costa Rica que contemple el desarrollo de políticas estratégicas 
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para la transformación productiva y que tome ventaja de los re-
cursos endógenos para propiciar niveles más altos de convergen-
cia económica a escala territorial. En este sentido, es necesaria 
una nueva regionalización por varios motivos:

	. El país no cuenta con una regionalización homogénea y ade-
cuada (no hay una regionalización uniforme y que oriente las 
políticas de las distintas instituciones para el desarrollo regio-
nal o territorial).

	. Las regiones de planificación vigentes son muy grandes y he-
terogéneas en lo interno, lo cual obstaculiza el diseño e imple-
mentación de las políticas de planificación y desarrollo terri-
torial.

	. Otras unidades geográficas, como los cantones y los distritos, 
son muy pequeñas, con debilidades institucionales y pocas ca-
pacidades para generar economías a escala.

	. No existe en Costa Rica una regionalización que responda a 
las particularidades de los territorios, creadas a partir de múl-
tiples dimensiones y con metodologías robustas.

	. El país necesita urgentemente una regionalización que le ayu-
de a ser eficiente y eficaz en el uso de los recursos públicos, 
focalizando y priorizando zonas de acuerdo con sus particula-
ridades, dotación de factores y recursos endógenos.

c.	 Aprovechar las economías a escala correspondientes a las ciuda-
des intermedias para, en torno a ellas, articular una estrategia de 
desarrollo territorial y sectorial, que se beneficie las ventajas de 
mayor densidad demográfica, calificación del recurso humano, 
innovación tecnológica, infraestructura, acceso a proveedores y 
mercados. Esto supone una oportunidad de balancear los siste-
mas urbanos y regionales, promoviendo un desarrollo regional 
balanceado, dirigido a resolver los problemas de congestión de 
la gam y que logre mayores niveles de convergencia económica.

d.	 Establecer el proceso de regionalización y desarrollo regional 
desde una perspectiva articuladora del desarrollo nacional, po-
tenciando las ventajas competitivas que tienen los territorios y 
fomentando que haya una especialización productiva cuya base 
sean los recursos endógenos y la dotación de factores con las que 
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cuentan dichos territorios. Debe ser vista desde diferentes pers-
pectivas y no puede construirse con base en una sola delimita-
ción, tampoco es un concepto inmutable e inamovible.
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ANEXO 1. Matriz origen-destino cantonal de trabajadores (flujo). 2011

fuente: Agüero et al. (2014).
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ANEXO 2. Localización de las nuevas construcciones destinadas a industria 
en la GAM (m2 de construcción). 2007-2017

fuente: Sánchez (2018).

ANEXO 3. Localización de territorios con potencial de desarrollo productivo

fuente: Elaboración propia con datos de Arias et al. (2016) y Sánchez (2017).



r .  aria s et al .  ·  transformación produc tiva ,  enfo que territorial y  equidad s o cial

145145

ANEXO 4. Identificación de cantones prioritarios para la generación de empleo

fuente: Elaboración propia con datos del INEC (2011).

ANEXO 5. Principales corredores logísticos del país

fuente: Elaboración propia con datos del Plan Nacional de Transportes 2013-2030.
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ANEXO 6. Identificación de nuevos proyectos de inversión vial

fuente: Elaboración propia con datos del Plan Nacional de Transportes 2013-2030.
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El territorio desde la perspectiva 
estructural: una visión para el análisis

Shirley Benavides Vindas
María Leonela Artavia Jiménez

Introducción

Para el análisis estructural de los territorios, se requiere tomar en 
cuenta las diversas características de índole social, económico, políti-
co y ambiental que los caracterizan y potencializan o detienen su de-
sarrollo en los espacios geográficos. Por su parte, las políticas públicas 
territoriales deben ser interpretadas como la respuesta a las necesida-
des particulares para facilitar el desenvolvimiento de las regiones peri-
féricas, de forma que se reduzcan las brechas existentes con los centros. 

Para ello, es menester tener claridad de los aspectos estructurales 
que posibilitan o limitan la dinamización de la economía y los beneficios 
que esto puede traer. Deben valorarse las disparidades señaladas en los 
diversos territorios, correspondientes a pobreza, educación, competiti-
vidad, ciencia y tecnología, mercado laboral, ambiente, composición del 
parque empresarial, entre otros aspectos. 

En función de lo anterior, en este capítulo, se presenta el comporta-
miento de dichas variables en las regiones de planificación del país, con 
el objetivo de contrastar sus efectos entre la periferia con el rendimiento 
del centro, resultantes de políticas públicas y estrategias de desarrollo 
centralistas. Se estima que los patrones de organización espacial y las 
desigualdades presentes en el territorio son consecuencia de un desarro-
llo periférico desarticulado con problemas estructurales particulares no 
atendidos, lo que ha posibilitado la reproducción de las diferencias signi-
ficativas en las condiciones de cada región, específicamente las rurales.

Para lograr lo expuesto, se aplicó una metodología descriptiva ex-
plicativa, basada en datos generados por las instituciones públicas res-
ponsables y oficiales, como el Instituto Nacional de Estadística y Censos 
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(inec); el Ministerio de Economía, Industria y Comercio (meic); el Minis-
terio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones (micitt); la Promoto-
ra de Comercio (Procomer) y la Universidad de Costa Rica (ucr).

El territorio desde el enfoque estructural 

Trascender la generalidad en el análisis de temas relacionados con 
el desarrollo implica incorporar las características de índole social, eco-
nómico, político y ambiental, de cada espacio geográfico. Además, para 
comprender de una mejor manera el presente y devenir del desarrollo 
desde lo local, un análisis territorial adecuado deberá atender los ele-
mentos estructurales, y la relación que tienen con el desarrollo; así como 
otro tipo de temas que hasta el momento han sido escasamente analiza-
dos desde la ciencia económica, como la apropiación. 

Con respecto a las diferencias regionales, la Cepal, en su Panorama 
del Desarrollo Territorial en América Latina y el Caribe, señala que:

Esta relación de apropiación se construye, a través de una interacción dinámica en-
tre el medio físico y el grupo humano. Intervienen dimensiones y procesos muy va-
riados que van desde la infraestructura, la actividad económica, las instituciones y 
las formas de organización política, hasta la cultura, la historia, las tradiciones y la 
vida cotidiana. Esta relación de apropiación es al mismo tiempo principio base para 
el desarrollo y resultado de ese desarrollo. Es así, como cobra sentido la idea de de-
sarrollo territorial. Así, se entenderá por este, la dinámica de un grupo humano con 
capacidad de elaboración de una imagen colectiva de bien común, sentido de perte-
nencia a un espacio físico específico y despliegue de los medios objetivos y subjetivos, 
necesarios para alcanzar los objetivos conjuntamente acordados. (Cepal, 2017, p.13)

La apropiación del espacio es determinada en gran medida por las 
características estructurales de los territorios, pues estas dan forma a la 
conformación del espacio, como productor y producto de las diferentes 
cotidianidades. 

Resulta fundamental tener claridad sobre los aspectos estructura-
les que posibilitan o limitan la dinamización de la economía desde lo 
local: pobreza, educación, competitividad, ciencia y tecnología, merca-
do laboral, ambiente, composición del parque empresarial, entre otros 
aspectos. Lo que implica que, a escala nacional, se generen políticas que 
orienten los esfuerzos regionales, desde una perspectiva de incorpora-
ción de la diversidad étnica, reconocimiento cultural, valoración de ca-
racterísticas ecológicas y cuidado del ambiente, y otras generalmente 
no incorporadas, como la apropiación y pertenencia de las personas a 
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sus lugares, la necesidad de equidad, cohesión e igualdad, para todas y 
todos, sin importar donde radiquen o laboren. 

Lo anterior ha sido incorporado en la institucionalidad interna-
cional, ejemplo de ello es la Agenda 2030 de la UNESCO, con elementos 
como el del párrafo 38: “Reafirmamos que, de conformidad con la Carta 
de las Naciones Unidas, es necesario respetar la integridad territorial 
y la independencia política de los Estados” (Naciones Unidas, 2015). Lo 
anterior se complementa con el párrafo 36, cuya aplicación concierne no 
solamente al respeto por la diversidad étnica y cultural entre los países 
y dentro de cada uno, sino también al compromiso de 

fomentar el entendimiento entre distintas culturas, la tolerancia, el respeto mutuo 
y los valores étnicos de la ciudadanía mundial y la responsabilidad compartida. 
Reconocemos la diversidad natural y cultural del mundo, y también que todas las 
culturas y civilizaciones pueden contribuir al desarrollo sostenible y desempeñan 
un papel crucial en su facilitación (Naciones Unidas, 2015, párr. 36).

La importancia de la cohesión territorial, igualdad y equidad, dere-
chos colectivos territoriales, son aspectos señalados también en otras 
declaraciones como las del Consenso de Población y Desarrollo de Mon-
tevideo (2013). En línea con los objetivos de las políticas territoriales, 
está el primer acuerdo regional, donde se establecen los principios y 
orientaciones más fundamentales para las políticas de desarrollo terri-
torial. En el párrafo 76, se acuerda: 

Construir territorios más articulados, integrados y cohesionados, mediante el di-
seño y ejecución de planes, políticas e instrumentos de gestión territorial y urbana 
gestados de manera participativa, con una visión centrada en las personas, dentro 
del marco de los derechos humanos y con perspectiva de género y un enfoque de 
sostenibilidad y gestión del riesgo ambiental (Cepal, 2013, párr. 76). 

Esta cohesión territorial construida participativamente debería 
concretarse en la igualdad territorial y personal en el acceso a servicios 
básicos y oportunidades, así como lo específica el párrafo 77: 

Promover el desarrollo y el bienestar de las personas de todos los territorios, sin 
ningún tipo de discriminación, incluido el pleno acceso a servicios sociales bási-
cos, y la igualación de las oportunidades dentro de las ciudades, entre zonas urba-
nas y rurales, entre ciudades pequeñas, intermedias y grandes y entre población 
dispersa y la que habita en pequeños asentamientos rurales. (Cepal, 2013).

Este tipo de iniciativas son cruciales; sin embargo, es preciso que su 
punto de partida sean las realidades territoriales, para que trasciendan 
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del papel y el discurso a los hechos concretos y acertados. Por tal motivo, 
debe ser considerado el proceso de descentralización del territorio desde 
la perspectiva institucional, que posibilita la regulación y la conforma-
ción de las políticas públicas regionales respondiendo de mejor manera 
a sus situaciones estructurales y a la idiosincrasia de quienes habitan 
en ella. El propósito es darle sostenibilidad a los diversos esfuerzos para 
mejorar las condiciones de la dinámica económica de cada uno de ellos 
y el aporte positivo en los mercados laborales, lo cual impulsará la cali-
dad de vida de los habitantes. En esta materia, Costa Rica tiene grandes 
retos que han sido puestos en evidencia en varias ocasiones (Benavides 
y Artavia, 2018; Arias, Sánchez y Sánchez, 2011).

Dentro del enfoque cepalino, el desarrollo territorial actual en La-
tinoamérica indica un desarrollo periférico desarticulado de la insti-
tucionalidad de los países y con problemas estructurales particulares 
no atendidos adecuadamente. Esto ha posibilitado la reproducción de 
diferencias significativas en las condiciones de cada región, específica-
mente las rurales. La respuesta se dirige a los patrones de organización 
espacial y a las desigualdades presentes en el territorio. Es por ello, que 
urge un cambio progresivo de las estructuras que consiste en 

La transformación hacia actividades y procesos productivos, que presenten tres 
características: ser intensivos en aprendizaje e innovación, (eficiencia schumpete-
riana), estar asociados a mercados en rápida expansión, que permitan aumentar 
la producción y el empleo (eficiencia keynesiana) y favorecer la protección del me-
dio ambiente y el desacople entre crecimiento económico y emisiones de carbono 
(eficiencia ambiental) (Cepal, 2016, p.10).

Estos tres elementos repercutirán necesariamente en el desarrollo 
territorial, pues apuntan hacia la expansión de los mercados de trabajo 
y la mejor distribución de los ingresos, para lograr optimizar las condi-
ciones del bienestar de los habitantes de los territorios y su relación con 
el ambiente, desde una perspectiva de eficiencia. Sin ello, se dificultaría 
la consolidación de una estructura socio-productiva coherente, a fin a la 
igualdad y el desarrollo sostenible que desde la institucionalidad se sos-
tenga e impulse a través de un “nuevo conjunto de instituciones y coali-
ciones políticas” (Cepal, 2016, p.49), construidas y promovidas desde lo 
local, agudizaría además los centralismos que propician las asimetrías 
en los territorios. 

En definitiva, el enfoque estructural es fundamental en los procesos 
de análisis de las desigualdades de los territorios y para la determinación 
de cómo lograr políticas públicas y estrategias acordes a mejorar dicha 
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situación. Es preciso tomar en cuenta los elementos de pertenencia, geo-
gráficos, culturales y de sus propias dinámicas económicas a través de sus 
actividades productivas locales, ya sea de tipo empresarial o doméstico.

Costa Rica: análisis regional desde la óptica estructural

Las dinámicas de centro-periferia analizadas por el estructuralis-
mo son palpables al revisar las cifras de pobreza y estado de desigualdad 
de los territorios. Sus consecuencias repercuten en la calidad de vida de 
las personas, porque las privan del acceso a sus necesidades de orden 
más básico y vital, como lo son la alimentación, un techo digno, edu-
cación, seguridad; entre otras no menos importantes, como el acceso a 
empleo de calidad. 

En este país, existe una marcada diferencia entre las regiones peri-
féricas (Huetar Norte, Chorotega, Pacífico Central, Brunca, Huetar Ca-
ribe) y la Región Central, desde la concentración demográfica hasta el 
desenvolvimiento de los mercados de trabajo, parque empresarial, po-
breza, desigualdad, nivel educativo, entre otros aspectos. A continua-
ción, se procederá a realizar el análisis de cada una de estas variables 
para cada región. 

Pobreza y desigualdad

La pobreza se asocia con la afectación de la salud, nutrición, educa-
ción, trabajo, acceso a vivienda, entre otros, de las personas que habitan 
un determinado territorio. Es consecuencia de condiciones de desigual-
dad en la distribución del ingreso, en sociedades en las que cada vez son 
menos los que tienen más. Es una de las peores situaciones a las que se 
puede enfrentar una persona o una familia, pues limita el acceso a los 
bienes y servicios de primer orden para la satisfacción de sus necesida-
des materiales. En Costa Rica, esta se asocia en mayor medida a las re-
giones periféricas, lo que puede apreciarse a partir del análisis de Línea 
de Pobreza (lp),1 con base en el cual se construye el siguiente cuadro, que 
presenta las cifras de pobreza extrema y básica por cada región del país. 

1 	  Cabe aclarar que este fenómeno se clasifica en pobreza básica y extrema, desde el método de Línea de 
Pobreza. Indica que la condición de extrema o indigencia se relaciona con la no capacidad de acceso 
a la canasta básica alimentaria (cba) por insuficiencia de ingreso. La básica, por su parte, significa la 
cobertura que cuenta con los recursos económicos para cubrir las necesidades alimentarias más básicas 
incorporadas en la cba.
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Como se observa en el Cuadro 1, la pobreza extrema se concentra en 
la actividad productiva relacionada con la agricultura, ganadería, sil-
vicultura y pesca, particularmente en la Región Brunca, con el 41 % del 
total de personas dentro de esta clasificación a nivel de país; seguida por 
la Huetar Norte, con 40 %;en tercer lugar, la Huetar Caribe, con un 24 
%; la Central es donde se ubica la menor proporción de este estrato, con 
tan solo el 12 %. La segunda y tercera categoría de sector productivo en 
la cual se concentra la población de pobreza es el comercio y servicios 
y los hogares como empleadores, con 16 % y 15 %, respectivamente. En 
relación con la rama de servicios, los mayores porcentajes en extrema 
pobreza se ubican en las regiones Central, Pacífico Central (19 % cada 
una) y Huetar Caribe (17,%). 

Lo anterior es relevante en una economía que se ha tornado a forta-
lecer los servicios, en la cual se reflejan los problemas de inequidad en 
la distribución de los ingresos, como lo demuestran los resultados de las 
Encuestas Nacional de Hogares en los períodos 2010-2017.

En relación con la pobreza básica, los sectores productivos asocia-
dos con mayores porcentajes son la agricultura, ganadería, silvicultura 
y pesca, particularmente en la Región Brunca, con el 39 %; seguida se 
ubica la Huetar Norte, con un 38 %; luego se registra la Huetar Caribe, 
con un 32 %. La segunda y tercera categoría de sector productivo donde 
se encuentran las personas en dicha condición es el comercio y servicios 
y los hogares como empleadores, con 12 % y 11 %, respectivamente.

Las cifras, reflejan que los mismos sectores productivos se desen-
vuelven de diferentes formas en cada una de las regiones, ofreciendo 
condiciones distintas a los trabajadores de las zonas de la periferia. 
En comparación con el centro, las periferias padecen mayores niveles 
de pobreza, incumplimientos de derechos como el salario mínimo, así 
como rezagos en la productividad de los distintos sectores.

En términos de desigualdad, el coeficiente de Gini, indicador de la me-
dida de la disparidad en la distribución del ingreso, ubica la desigualdad 
en los ingresos entre 0 y 1, en donde 0 se corresponde con la perfecta igual-
dad (todos tienen los mismos ingresos) y donde 1 se corresponde con la 
perfecta desigualdad. A continuación, se presenta el Gráfico 1, en el cual se 
ilustra la cuantificación de este indicador para las regiones costarricenses.

Como se puede observar, las actividades productivas clasificadas 
como “otras actividades de servicios” son las generadoras de mayor dis-
paridad en la distribución del ingreso en todas las regiones; situación 
que, además, dificulta consolidar encadenamientos productivos para la 
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generación de valor en los territorios, lo cual a su vez, no colabora con el 
mejoramiento de la vida de los habitantes, particularmente en la Región 
Chorotega y en la Brunca. Tal coyuntura es coherente con los niveles de 
pobreza y pobreza extrema expuestos en el cuadro anterior.

La desigualdad expresa las dinámicas estructurales de centralismo 
que enfrenta Costa Rica, y refleja la debilidad institucional que no ha 
podido contener los comportamientos concentradores de riqueza. Esto 
ha llevado a las finanzas públicas del país a un déficit nunca imaginado, 
que afecta el adecuado funcionamiento del Estado. Mientras que aún los 
diferentes bloques políticos no logran ponerse de acuerdo para aportar 
desde sus capacidades reales. 

Desarrollo social

Otro componente de análisis es el desarrollo relacionado con los as-
pectos sociales por región. En este sentido, el ids permite visualizar el 
estado de este por territorio, debido a que:

GRÁFICO 1. Costa Rica. Coeficiente de Gini de los hogares según región. 
Promedio 2010-2017

fuente: Elaboración propia con datos de la ENAHO 2010-2017.
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El índice aborda condiciones esenciales para el desarrollo social en las dimensio-
nes de educación, salud, participación ciudadana, económica y seguridad, vin-
culadas con los derechos humanos ampliamente reconocidos en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos. A partir de su primera publicación en 1987, dicho 
instrumento ha sido ampliamente utilizado tanto en el ámbito de asignación de 
recursos públicos como en el diagnóstico de la situación social de los distritos. 
Asimismo, ha permitido orientar la toma de decisiones en los diferentes niveles 
territoriales (Mideplán, 2018, p. 8).

En el Gráfico 2 se presenta la información para cada región, los re-
sultados corresponden al año 2017. Los territorios con valores más bajos 
de desarrollo corresponden a las regiones Huetar Caribe, Huetar Norte 
y Brunca, ubicadas en las zonas fronterizas tanto al norte como al sur 
del país. Si se realiza una comparación con las áreas que se reportan con 
“régimen de protección ambiental” y su nivel de desarrollo, se percibe que 
son coherentes con aquellos territorios más pobres, según el índice de de-
sarrollo social. La mayoría de ellos están ubicados en las zonas fronteri-
zas, como se indicó, y en los poblados indígenas, con excepción de Escazú 
y Mora, que se encuentran clasificados entre los de mayores ingresos (Mi-
deplán, 2013). En síntesis, el resultado de los efectos estructurales en los 
territorios ha sido la pobreza y la desigualdad, aspectos que afectan la 

GRÁFICO 2. Costa Rica. IDS-2017: valores mínimos, máximos y promedios, por región. 
(Valores relativos)

fuente: Elaboración propia con datos del Mideplán, 2018.
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calidad de vida y el bienestar de las personas que los habitan. Una estra-
tegia territorial articulada, que potencialice el desarrollo y tome en cuen-
ta la diversidad y potencialidad de cada territorio, sería idónea. 

Desarrollo humano

El índice de desarrollo humano (idh) es de vital importancia en tér-
minos de la reconstrucción de la realidad a partir de los indicadores 
estadísticos. Permite comprender las dinámicas estructurales entre 
los territorios en términos de desarrollo. Busca determinar, no solo los 
ingresos de los habitantes de una región en particular, sino también si 
existe las condiciones para mejorar su nivel de vida. Incorpora variables 
como la esperanza de vida al nacer, educación (nivel de alfabetización 
adulta y de estudios alcanzados), y el pib per Cápita (a paridad de poder 
adquisitivo). El índice se ubica entre 0 y 1, siendo 0 la calificación más 
baja y 1 la más alta. 

Como se observa en el Gráfico 3, se presenta una consistencia entre 
estos resultados con las regiones menos desarrolladas, como lo es Hue-
tar Norte (0,67), Huetar Caribe (0,70) y la Brunca con 0,72. Cabe señalar 
que alrededor de los 0,7 se encuentra la mayoría del país, lo que podría 
indicar que algunos aspectos sociales son fortaleza para el desarrollo, 

GRÁFICO 3. Costa Rica. IDH-2014: Valores promedios por región del IDH 
(Valores absolutos)

fuente: Elaboración propia con datos de UCR-PNUD, 2014.
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tales como la esperanza de vida de los costarricenses, que se encuentra 
alrededor de los 80 años.

Un análisis estructural visibiliza aquellos aspectos que deben mejorar-
se en aras de impulsar un mayor bienestar para las poblaciones, sobre todo, 
las más vulnerables, justamente es a través de la institucionalidad que esto 
puede realizarse, desde el ámbito de lo público, pero también desde lo pri-
vado y popular-comunitario; a partir de una perspectiva territorial. 

Nivel de instrucción

Un elemento relevante en los mercados de trabajo de los diversos 
territorios es la conformación de los niveles de instrucción —escolari-
dad— de los oferentes a los puestos generados por los sectores produc-
tivos. A continuación, se presenta, según las regiones de planificación, 
el nivel de instrucción de la población económicamente activa, al 2017.

De acuerdo con el Gráfico 4, la mayoría de la población económi-
camente activa cuenta con un nivel de instrucción bajo, tanto para los 
ocupados como para los desempleados, según información de las En-
cuestas de Hogares del Instituto de Estadísticas y Censos. En el 2017, la 

GRÁFICO 4. Costa Rica. Nivel de instrucción de la población económicamente 
activa, según región. 2017 (Valores porcentuales)

fuente: Elaboración propia con datos de la ENAHO, 2017.
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escolaridad en promedio se encuentra en secundaria incompleta. Cabe 
destacar que, con estos resultados no es factible dar respuesta en el mer-
cado de trabajo con perfiles laborales con mayor nivel educativo para los 
sectores productivos. Ese sector puede impulsar el desarrollo económico 
en la generación de valor a través de una economía de aprendizaje en alta 
tecnología e innovación. Para alcanzar lo dicho, se requiere una pobla-
ción con un manejo de actividades de mayor nivel y complejidad, y así lle-
var al país a un mejor crecimiento y distribución de los ingresos frescos.

El conocimiento es uno de los principales factores en los procesos 
que posibilitan un desenvolvimiento de la economía, tanto a escala re-
gional como nacional. Hace posible la generación de puestos de trabajo 
de mayor productividad y, a su vez, de mejores condiciones para quienes 
conforman los mercados laborales de los territorios.

Sectores productivos

Conocer la conformación de los sectores productivos de la economía 
costarricense es relevante para valorar las posibilidades de dinamización, 

GRÁFICO 5. Costa Rica. Las principales ramas de actividad por región. 
Promedio 2010-2017 (Valores porcentuales)

fuente: Elaboración propia con datos de la ENAHO 2010-2017.
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a través de las actividades y la calidad de empleo que pueden demandar. 
A continuación, se presenta el Gráfico 5, la cual muestra un promedio por 
región de la participación en actividades para el periodo 2010 al 2017.

El comercio y la agricultura, ganadería, silvicultura y pesca son las 
ramas que mantienen mayor presencia en la actividad económica del 
país. La primera presenta bajos niveles de encadenamiento para la dina-
mización de los mercados, según refleja la misma matriz de insumo-pro-
ducto del Banco Central de Costa Rica (2012); y la segunda; cuenta con 
muy bajos niveles de innovación y tecnologías de avanzadas. Ambos 
casos no logran crear, por dichos motivos, puestos de trabajo de mayor 
productividad, lo que facilitaría una mejor distribución del ingreso y 
mayor bienestar en la población de las diferentes regiones.

En cuanto a la conformación del parque empresarial en las regiones 
del país, según el Ministerio de Economía, Industria y Comercio (meic, 
2017), esta se representa en el Gráfico 6. Alrededor del 96 % o 97 % de 
todo el parque empresarial está compuesto por micro, pequeña y me-
diana empresa; de ellas la mayoría son micro. Además, siguiendo la ruta 
de la relación centro-periferia, el 75 % del total del parque se ubica en la 
Región Central del país; el resto, entre un 4% y un 6%, están distribuidas 
en las demás regiones. Esta situación limita el crecimiento de la dinámi-
ca empresarial y su aporte al desarrollo de los territorios, por su nivel de 
concentración de la actividad productiva.

GRÁFICO 6. Costa Rica. Distribución de MIPYMES, por región 2016. (Valores porcentuales)

fuente: Elaboración propia con datos de MEIC, 2017.
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Como complemento del gráfico anterior, se presentan los datos al 
2016 de las exportaciones del país, según la procedencia por región y su 
participación relativa a la factura exportadora.

Consistente con el comportamiento del parque empresarial, la Re-
gión Central aporta el 71 % a la exportación de Costa Rica. Le sigue la 
Huetar Atlántica, con un 14 %, y la Norte, con un 11 %; en el resto de las 
regiones, prácticamente se invisibiliza su esfuerzo para generar valor a 
la exportación. Lo anterior podría ser indicio del poco encadenamiento 
y el bajo valor agregado por parte de las diversas actividades económi-
cas, las cuales, como ya se indico, están relacionadas con el comercio, la 
agricultura, ganadería, silvicultura y pesca, actividades generadorss de 
puestos de trabajo de limitada productividad, con salarios que ubican a 
los empleados dentro de las líneas de pobreza o pobreza extrema.

Un índice que posibilita conocer la competitividad cantonal fue ela-
borado por el Observatorio del Desarrollo y la Escuela de Economía de la 
Universidad de Costa Rica (ucr); está compuesto por 38 variables distri-
buidas en los siguientes siete pilares: gobierno; economía; infraestructu-
ra; clima empresarial; calidad de vida, capacidad de innovación y clima 
laboral. Y permite medir el desempeño relativo de los cantones en áreas 
relacionadas con la actividad económica (los pilares), y que se llevan a 
cabo en el espacio geográfico respectivo de los cantones. El promedio de 
las posiciones para el periodo 2006 al 2016 fue el apreciado en el Gráfico 8.

GRÁFICO 7. Costa Rica. Exportaciones, según región de procedencia. 2017 
(Valores porcentuales)

fuente: Elaboración propia con datos de Procomer, 2018.
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Según se observa, los territorios del Caribe, así como la Región Brun-
ca son los que se alejan más del comportamiento competitivo del Cen-
tro, que promedia un 31, ubicándose en la primera mitad del valor pre-
sentado por las regiones antes señaladas. Esto concuerda con los niveles 
de desempleo y pobreza en dichas zonas, según lo indicado en gráficos y 
cuadros anteriores. 

El alejarse de la competitividad planteada por los siete pilares que 
evalúa el índice, resta mucho a las oportunidades para el crecimiento y 
dinamismo de los sectores productivos y la generación de empleos, prin-
cipalmente los de mejor productividad como los del sector secundario 
de la economía. La política pública regional debe abocarse a evaluar el 
verdadero impacto que se está teniendo en el desarrollo de los territorios 
periféricos, por ejemplo, la red de cuido del adulto mayor y la niñez, y su 
efecto sobre el empleo, particularmente el femenino, ya que las mujeres 
se convierten en las cuidadoras de los hogares y no logran salir a trabajar.

Empleo

En las dinámicas de los mercados de trabajo, se expresan las defi-
ciencias o logros del modelo de desarrollo implementado en un país, pues 
en ellos confluyen los esfuerzos relacionados con la educación, salud, 

GRÁFICO 8. Costa Rica. Índice de Competitividad Cantonal, promedio de 
posición por región. 2006-2016 (Valores absolutos)

fuente: Elaboración propia con datos de Procomer, 2018.
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infraestructura, productividad e innovación tecnológica, entre otros. Si 
hay un país fuerte en esas dimensiones, necesariamente existirá una re-
lación equilibrada entre la oferta y la demanda de empleo, de lo contra-
rio, lo esperable será niveles altos de desempleo e informalidad, así como 
actividades de baja productividad, con trabajadores con bajos niveles de 
educación y un elevado incumplimiento de los derechos laborales, ca-
racterísticas de los mercados laborales costarricenses. En el Gráfico 9, se 
ilustra las condiciones de informalidad y desempleo.

Como se puede observar, el promedio de ocupados con empleo in-
formal y la tasa de desempleo mantiene un comportamiento bastante 
similar, con excepción de las regiones Brunca y la Huetar Norte, en las 
cuales es superior la informalidad, la cual es un limitante relevante al 
crecimiento de la productividad del país en general y de las regiones de 
manera particular. Además, limita la velocidad necesaria para el desen-
volvimiento; lo torna lento para responder a las necesidades de la socie-
dad. Por lo tanto, se debe de realizar cambios en las políticas públicas, 
de modo que posibiliten la formalidad, así como todos los derechos la-
borales que esa situación contrae: vacaciones, aguinaldo, cuido, pago de 
salarios mínimos por ley, entre otros. 

GRÁFICO 9. Costa Rica. Población ocupada en condición de informalidad y tasa de 
desempleo, por región. Promedio 2010-201 (Valores porcentuales)

fuente: Elaboración propia con datos de la ENAHO 2010-2017.
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Se requiere mejorar el estado social de la inequitativa distribución 
del ingreso y el bienestar. Si bien es cierto que el desempleo es un pro-
blema grave, no es el principal, ya que la informalidad se presenta con 
empleos en condiciones de muy mala calidad, sin acceso prestaciones 
sociales, a nivel individual y desde la perspectiva empresarial, los traba-
jadores no tienen acceso a préstamos, ni a capacitaciones que la formali-
dad les puede brindar para su crecimiento. En definitiva, las perspectivas 
para aumentos permanentes en la productividad y en los salarios reales 
son muy bajas, y esto afecta directamente el desarrollo de las regiones, 
ya que el Centro mantiene los mejores resultados 39 % y 7 % . Se refleja 
la relación de centro-periferia, limitada por los factores estructurales.

Las dinámicas del desempleo también presentan cierta diferenciación 
si se contemplan las zonas geográficas (urbanidad-ruralidad). Los centros 
urbanos suelen concentrar las mejores condiciones en términos de la ma-
yoría de variables, aunque en cuando a seguridad, aire limpio y apropia-
ción del espacio suelen presentar mejores condiciones los espacios rurales. 

En el Gráfico 11, exceptuando la Región Central, el comportamiento 
del desempleo y lo comprendido por ruralidad es similar. El espacio geo-
gráfico de mayor ruralidad se ubica en las regiones Huetar Caribe y la 

GRÁFICO 10. Costa Rica. Desempleo según región por zona y nivel de ruralidad, 
por región. 2017 (Valores porcentuales)

fuente: Elaboración propia con datos de la ENAHO 2017.
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Huetar Norte, donde se presentan problemas de informalidad y pobreza. 
Lo rural, como espacio ocupado, se relaciona con el sector primario de 
la economía, en contraste con lo urbano, donde se generan procesos in-
dustriales y los servicios, ubicados principalmente en los centros de las 
diversas regiones del país. 

En cuanto a la especialización, esta es fundamental para fortalecer 
la productividad de los mercados de trabajo. Su nivel permite inferir la 
calidad de la oferta laboral que los territorios tienen para ofrecer ante 
las demandas del sector productivo. En este sentido, en el país existen 
grandes retos, con expresiones territoriales concretas, situación que se 
ilustra en el siguiente gráfico. Como se puede observar, en todas las re-
giones del país sobresale la condición “baja especialización”, desde el 55 
% de la población ocupada en el Centro hasta un 66 % en la Huetar Cari-
be, y si a esto se le suma “sin especialización”, la proporción puede llegar 
a pasar más del 70 % de todos los ocupados. 

Estas cifras sugieren de manera directa que están ocupados en 
puestos laborales de bajo nivel de productividad y, por ende, con salarios 
mínimos o por debajo de ellos, lo cual impacta la calidad de vida de esa 
parte de la población. En contraposición, la “alta especialización” oscila 
entre el 6 %, en dicha región, al 20 % en la Región Central; se presenta 

GRÁFICO 11. Costa Rica. Población ocupada según nivel de especialización. 2016 
(Valores porcentuales)

fuente: Elaboración propia con datos de la ENAHO 2016.
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el fenómeno de concentración de personas con mayor nivel de estudios 
en los centros, personas que podrían ubicarse en los sectores más di-
námicos de la economía, con los mejores salarios. Aquí es importante 
valorar el apoyo que se debe dar a través de la regulación de la institucio-
nalidad al mercado laboral, lo cual impacta la calidad del empleo y las 
desigualdades, mediante todo un esfuerzo de protección social, con una 
atención mucho más integrada, que permite visualizar y disminuir las 
posibles brechas que requieren protección de los trabajadores.

Como complemento a lo anterior, se considera relevante, para el me-
joramiento de las regiones, los esfuerzos de contar con mano de obra 
mejor calificada y que las empresas tengan la oportunidad de innovar 
en los mercados cada vez más exigentes. 

Ciencia y tecnología

El primer tema se relaciona con la inversión de Costa Rica en acti-
vidades científicas, tecnológicas y de investigación y desarrollo en rela-
ción con el PIB en el periodo 2010-2016, para lo cual, el departamento de 
Planificación del Ministerio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicacio-
nes (micitt, 2018) brindó los siguientes datos, los cuales no indican lo 
referente a cada región, sino el total del país.

Como se puede observar, existe una brecha importante entre las acti-
vidades científicotecnológicas y las de investigación y desarrollo (i+d). Esto 
obstaculiza la adecuada trasferencia de conocimientos de los centros de 
investigación al sector productivo, particularmente a las micro y pequeñas 
empresas, ya que estas no tienen la capacidad financiera para invertir en 
este rubro, lo que les imposibilita la innovación, en productos y procesos 
que los puede sostener en los mercados que cada vez son más exigentes. 

Las actividades que llevan a la innovación resultan fundamentales, 
ya que constituyen el motor de la productividad y el crecimiento. El de-
sarrollo de la ciencia es el camino para la adquisición de conocimiento, 
lo que posibilita la generación de valor agregado en los procesos produc-
tivos; especialmente en la era digital, cuando la tecnología es el centro 
de casi todos esos procesos. En resumen, la innovación es fundamental 
para que un país resulte competitivo. 

Como complemento a lo anterior, se presenta la inversión en acti-
vidades de ciencia y tecnología en el periodo del 2010 al 2016. Según el 
gráfico, el país ha hecho un esfuerzo para mantener de manera creciente 
la inversión en este rubro, pese a la disminución en el 2014. Este tipo 
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GRÁFICO 12. Costa Rica. Porcentaje de inversión en actividades científicas y 
tecnológicas e investigación y desarrollo respecto al PIB. 2010-2016

fuente: Elaboración propia con datos del Informe de Indicadores Nacionales de Ciencia, 
Tecnología e Innovación, MICITT, 2018.
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GRÁFICO 13. Costa Rica. Inversión en actividades científicas y tecnológicas. 2010-2016 
(Millones de dólares)

fuente: Elaboración propia con datos del Informe de Indicadores Nacionales de Ciencia, 
Tecnología e Innovación, MICITT, 2018.
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de actividades mejoran la productividad, posibilitan la reducción de los 
diversos recursos desde todo punto de vista, incluido lo ambiental, y me-
jorando el sector productivo de los territorios. La generación de infor-
mación y conocimiento para disminuir la incertidumbre es clave para 
el crecimiento sostenido. Además, este tipo de inversión resulta esencial 
para el diseño y ejecución de instrumentos de política pública, los pro-
cesos de transformación productiva y, por ende, para puestos de trabajo 
mejor remunerados. Es de notar que en los países que invierten en i+d, y 
actividades científicas, el nivel educativo y el crecimiento en la riqueza 
es evidente, como es el caso de Alemania o Reino Unido.

Conclusiones y propuestas

•	 Las políticas públicas territoriales deben favorecer los cambios es-
tructurales e institucionales requeridos para facilitar el desenvol-
vimiento de los territorios en articulación con la ruta de desarro-
llo. Para ello, deben valorarse las disparidades estructurales que 
presentan los diversos territorios en cuanto a pobreza, educación, 
competitividad, ciencia y tecnología, mercado laboral, ambiente, 
composición del parque empresarial, entre otros. 

•	 El resultado de los efectos estructurales en los territorios ha sido 
la pobreza y la desigualdad, aspectos que afectan la calidad de 
vida y el bienestar de las personas que los habitan, por lo que es 
pertinente una estrategia territorial articulada que potencialice 
el desarrollo. 

•	 Los territorios con valores más bajos en el desarrollo social se loca-
lizan en la Región Huetar Caribe, Huetar Norte y Brunca, ubicados 
en las zonas fronterizas tanto en el norte como en el sur del país. 
Existe una igual correspondencia geográfica con la reportada con 
“régimen de protección ambiental” con los territorios más pobres, 
según el ids. Esto debe considerarse en el momento de generar 
políticas, estrategias y planes para que, a partir de un enfoque de 
sostenibilidad ambiental, se generen actividades productivas que 
mejoren las condiciones de vida de las regiones marginadas. 

•	 La escolaridad promedio del país se ubica en secundaria incom-
pleta. Con estos resultados, no es posible impulsar los sectores 
productivos para el desarrollo de la economía. Se requiere una 
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población con capacidad para ejecutar actividades de mayor nivel 
y complejidad, que le añadan valor a lo producido. 

•	 Comercio, por un lado, agricultura, ganadería, silvicultura y pesca 
por otro, son las actividades que mantienen mayor presencia en 
la economía del país. La primera presenta bajos niveles de enca-
denamiento que posibiliten la dinamización de los mercados y la 
segunda presenta actividades de muy baja productividad laboral.

•	 El promedio de ocupados con empleo informal y la tasa de desem-
pleo mantiene un comportamiento bastante similar en el país, con 
excepción de las regiones Brunca y la Huetar Norte, en las cuales 
es superior la informalidad, limitante para el crecimiento. Es rele-
vante realizar cambios en las políticas públicas, en pos de facilitar 
la formalidad, con todos los derechos laborales que correspondan.

•	 Existe una brecha entre las actividades científicotecnológicas y las 
de i+d. Estas últimas deben ser transferidas al sector productivo. 
Precisa reconocer que el país ha hecho un esfuerzo para mantener 
de manera creciente la inversión en esta área, ya que así se mejora 
la productividad y es posible la reducción de los diversos recursos 
desde todo punto de vista, incluido en lo ambiental. La generación 
de información y conocimiento disminuye la incertidumbre o las 
brechas de conocimiento e información, que son claves para el 
crecimiento sostenido.

•	 El tema ambiental es uno de los grandes retos de la humanidad 
en este siglo. Para lograr enfrentar el cambio climático y reducir 
el impacto del accionar humano en el globo, urge reforzar la insti-
tucionalidad en sus tres vertientes: pública, privada y popular. En 
ese sentido, es impostergable una educación redefinida que pro-
mueva el respeto y amor por la Tierra y por las ciudades o comu-
nidades que habitamos; se trata de una educación impulsadora 
de relaciones solidarias con las generaciones presentes y futuras, 
para, en palabras de Boff (2012), “construir una democracia so-
cio-ecológica sin fin”.
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El territorio desde la perspectiva del 
institucionalismo: una revisión de las 
políticas públicas en Costa Rica

Shirley Benavides Vindas
María Leonela Artavia Jiménez

Introducción

Para el presente análisis, se considera el enfoque neoinstitucional 
visto desde la formulación de las políticas públicas como respuesta a las 
diversas potencialidades o problemáticas de índole social, económico, 
político y ambiental que caracterizan los territorios, que impulsan o de-
tienen su desarrollo. 

Dichas acciones, pese a que han debido emitirse en procura del des-
envolvimiento de las regiones periféricas para reducir las brechas exis-
tentes con los centros, han ignorado la realidad estructural que se ha ido 
conformando, de manera que los patrones de organización espacial y las 
desigualdades presentes en el territorio son considerados consecuencia 
de un desarrollo periférico desarticulado, con problemas estructurales 
particulares no atendidos de la mejor manera. Esto ha propiciado la re-
producción de las asimetrías en las condiciones de cada región.

En medio de todo ello, la institucionalidad, presente en cada inte-
racción de las personas con su entorno por medio de la práctica, res-
ponde también a estas dinámicas estructurales en una dialéctica: la 
institucionalidad como resultado de la estructura y como molde para 
reproducir dicha estructura o remoldearla. Es precisamente la relación 
que se considera en el presente análisis. 

Se aplicó una metodología descriptiva explicativa, basada en da-
tos y en el planteamiento de políticas creadas por las instituciones pú-
blicas responsables y oficiales, como el Instituto Nacional de Estadís-
tica y Censos (inec); el Ministerio de Economía, Industria y Comercio 
(meic); el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (mtss); el Instituto de 
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Desarrollo Rural (Índer), el Sistema Nacional de Áreas de Conservación 
(sinac) y el Instituto de Fomento y Asesoría Municipal (ifam).

Los resultados analizados reflejan que las desigualdades presentes 
en el territorio son la consecuencia de un desarrollo periférico desarti-
culado por parte de la institucionalidad pública y con problemas estruc-
turales no atendidos adecuadamente. Se ha verificado que el modelo de 
desarrollo no ha sido capaz de incorporar a los diferentes territorios. La 
acción centralizada ha generado pobreza y desigualdad, situaciones que 
afectan la calidad de vida y el bienestar de la población. 

Un ejemplo de lo anterior es que los cantones con los valores más 
bajos en el desarrollo social se localizan en las regiones Huetar Caribe, 
Huetar Norte y Brunca, ubicados en las zonas fronterizas del norte y sur 
del país, o en zonas pertenecientes al régimen de protección ambiental, 
que son justamente los territorios más pobres, según el Índice de De-
sarrollo Social (ids) del Ministerio de Planificación Nacional y Política 
Económica (Mideplán). Asimismo, en términos educativos, el país cuen-
ta con un perfil bajo en el ámbito de la educación e instrucción, lo cual 
resta competitividad a las regiones periféricas en relación con el centro, 
pues en ellas existen menores niveles de escolaridad y especialización. 
Esta situación ha dado lugar a migraciones de personas con media y alta 
especialización en búsqueda de oportunidades. 

El presente texto incorpora dos apartados: el primero consiste en la 
definición del territorio y el institucionalismo; el segundo se titula “Una mi-
rada desde lo institucional: el rol de las políticas públicas en los territorios”. 
Por último, se recoge un conjunto de conclusiones y recomendaciones. 

La noción de territorio y el enfoque institucional

La noción de territorio ha estado prácticamente ausente del análisis 
de las ciencias sociales, producto de la especialización y fragmentación 
del conocimiento, por lo que, por mucho tiempo, permaneció como obje-
to de estudio únicamente circunscrito al ámbito de la geografía. En este 
sentido, Haesbaert (2011) retoma lo señalado desde las ciencias políticas 
por Badie (1995): 

No adaptado a los nuevos datos de la economía, impotente para poner en orden 
la proliferación contemporánea de las reivindicaciones identitarias, abatido por 
los progresos del multiculturalismo, [el territorio] fue superado por los avances de 
una mundialización que pretende unificar las reglas, los valores y los objetivos de 
toda la humanidad (p. 13). 
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De esta manera, se denota un vacío en el análisis de muchos cientí-
ficos sociales. La economía centrada en sí misma y en sus propias cate-
gorías no tuvo margen para la consideración de la noción de territorio 
como contenedor —como receptáculo—, como explica Haesbaert (2011): 

Lo que se percibe es que durante largo tiempo los filósofos y científicos sociales, con 
raras excepciones, descuidaron el espacio en sus análisis, y solo la reciente crisis “pos-
moderna” contemporánea, empezando por Michel Foucault, habría puesto nueva-
mente en alerta sobre la importancia de la dimensión espacial de la sociedad (p. 24).

No obstante, en la época de ruptura de la especialización y segui-
miento de las sendas de la interdisciplinariedad, el territorio va encon-
trando margen para insertarse. De manera que se comienza a entender 
este más allá de su dimensión contenedora y trasciende que “sociedad y 
espacio social son dimensiones gemelas. No se puede definir al individuo, 
al grupo, ni a la comunidad o a la sociedad, sin insertarlos a la vez en un 
determinado contexto geográfico, “territorial”.” (Haesbaert, 2011, p.19).

En aras de superar los análisis generalistas en cuanto a dinámicas 
económico sociales, es vital añadir el concepto de territorio a la hora de 
interpretar características de índole social, económico, político y am-
biental, propias de cada sociedad, considerando el espacio geográfico. 

Además, al realizar lecturas sobre el desarrollo, la incorporación de 
la dimensión territorial dentro de la teoría institucional permite com-
prender de una mejor manera las dinámicas regionales costarricenses. 
Se entenderá el desplazamiento de las periferias y la conformación de lo 
privado, lo público y lo popular, donde tanto las estructuras fuertes pri-
vadas como las públicas tienden a acumularse en los centros urbanos, o 
a nivel más amplio en la gam, mientras que en zonas rurales la organi-
zación en torno a lo popular comunitario son más fuertes, por ejemplo, 
el amplio desarrollo cooperativo de las regiones periféricas del país, or-
ganizadas en torno a la defensa de las tierras, administración del agua, 
o para la organización productiva. 

Un ejemplo claro de institucionalidad popular en torno al territo-
rio es Coopesilencio1. Esta organización nació en 1973, producto de la 
defensa de las tierras, y actualmente se encuentra constituida como 
cooperativa de autogestión, con ubicación en Quepos, perteneciente a 
la Región Pacífico Central. Este tipo de institucionalidad se constituye 
como el conjunto de reglas y organizaciones establecidas desde lo local, 

1 	  Si se desea conocer con mayor detalle el caso de Coopesilencio, puede acceder a la serie Forjadores-ucr (2012).
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por medio de la participación ciudadana en los asuntos de sus pueblos y 
vecindarios, en la comunidad de Silencio. Implementó su propio medio 
de intercambio de uso voluntario, que se llama udis (unidades de inter-
cambio solidario), para fomentar el comercio interno de la comunidad. 

Las instituciones populares, como Coopesilencio, son aquellas sur-
gidas a partir de iniciativas colectivas y cuentan con un enorme po-
tencial para el desarrollo desde lo interno de los territorios. Juegan un 
rol complementario a las políticas públicas, las cuales, por lo general, 
se diseñan fuera de las comunidades (desde arriba). No obstante, estas 
instituciones contribuyen a la subsistencia de zonas con abandono gu-
bernamental. Al ser organizaciones comunitarias, poseen una mayor 
fortaleza, pues las adversidades se enfrentan en colectivo, diferente a un 
emprendimiento individual. 

La institucionalidad de este tipo tiene una relación directa con la 
apropiación, y, por ende, con el desarrollo territorial. Según la Cepal (2017): 

Esta relación de apropiación se construye, a través de una interacción dinámica 
entre el medio físico y el grupo humano. Intervienen dimensiones y procesos muy 
variados que van desde la infraestructura, la actividad económica, las institucio-
nes y las formas de organización política, hasta la cultura, la historia, las tradicio-
nes y la vida cotidiana. Esta relación de apropiación es al mismo tiempo principio 
base para el desarrollo y resultado de ese desarrollo. (Cepal, 2017, p.13)

Asimismo, la institucionalidad responde también a las dinámicas 
estructurales centro-periferias en una dialéctica: la institucionalidad 
como resultado de la estructura y como molde para reproducir dicha 
estructura o remoldearla.

Desde el institucionalismo, el territorio como concepto permite “re-
lativizar cualquier regularidad económica propuesta como ley general. 
Porque la efectiva realización de estas regularidades depende de una 
serie de relaciones sociales y de decisiones individuales” (Coq, 2002, p. 
243). Es decir, el territorio no debe entenderse a partir de un lugar de-
limitado por fronteras políticas o de orden natural, sino que incluye la 
consideración de las relaciones de todo tipo, llevadas a cabo dentro de 
ese lugar, y que pasan por lo social, económico, cultural y geográfico. 

Así pues, la institucionalidad es aquella que dinamiza el sistema 
económico integrado por empresas, familias, bancos y gobierno, los cua-
les, a su vez, representan instituciones que generan las reglas del juego 
en una sociedad, mediante las cuales se moldea las relaciones e interac-
ciones humanas (North, 1990). En este sentido, las políticas públicas (pp) 
territoriales deben ser interpretadas como la respuesta institucional a 
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las necesidades de cada zona para facilitar su desenvolvimiento, por lo 
cual es precisa la articulación con la ruta de desarrollo del país en su 
generalidad, pero partiendo desde lo interno de los territorios. Las pp 
orientan los esfuerzos de la institucionalidad pública, al delimitar la 
ruta a recorrer para alcanzar los objetivos propuestos. 

Una mirada desde lo institucional: el rol de las políticas públicas 
en los territorios

Las políticas públicas representan parte de las instituciones de una so-
ciedad, estas se corresponden con las reglas de tipo formal, las cuales son 
el área de estudio del enfoque neoinstitucionalista, caracterizado por su 
“énfasis en la comprensión de las normas y de cómo estas sirven de medio 
para moldear el comportamiento individual” (De la Hoz, 2016, p. 112). El 
análisis de las políticas públicas se efectúa, según Eslava (2010), desde cin-
co corrientes del institucionalismo. En este caso, se adoptará la corriente 
de valores compartidos, en la cual las instituciones se definen como 

el conjunto de valores que dan forma a las decisiones y comportamientos de sus 
miembros. Pueden ser por agregación, cuando obedecen al intercambio y la nego-
ciación, o pueden ser por integración cuando se basan en la historia, la obligación 
y la razón. Este enfoque puede estar asociado al deber ser de las políticas públicas, 
por ejemplo, en una etapa de agenda y diseño institucional (p. 102).

A partir de ello, se concebirán las políticas públicas como aquellas 
instituciones que se basan en la “historia, la obligación y la razón”, y, por 
lo tanto, deberán incorporar las características y necesidades propias 
de los territorios en su diseño. De ese modo, adoptarán una acción que 
logre impactar positivamente las condiciones de las personas que habi-
tan cada lugar, pues son ellas “las protagonistas de la decisión social” 
(Eslava, 2010, p.98).

A continuación, se realizará un recorrido por las principales accio-
nes en materia de política pública que se han efectuado en el país, refe-
rentes a cuatro grandes temas: gestión municipal, empleo y producción, 
pobreza y ambiente. 

Gestión municipal

Costa Rica está conformada por 82 cantones, cada uno está cons-
tituido por una determinada cantidad de distritos. Estas localidades 
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conforman territorios-espacios en los que tienen lugar conjuntos de in-
terrelaciones entre sujetos y objetos. 

Esas zonas cuentan con una figura organizacional pública guber-
namental: la municipalidad. Se han entretejido en el tiempo una serie 
de instituciones con el fin de facilitar el proceso de administración de 
las condiciones de carácter económico (patentes y permisos de funcio-
namiento, planes reguladores), vial (mantenimiento y construcción de 
carreteras), cultural (eventos y talleres artísticos y culturales, fiestas cí-
vicas), entre otros. Dichos municipios se rigen por el Instituto de Fomen-
to Municipal (ifam), que tiene como objetivos fundamentales: 

Fortalecer el Régimen Municipal estimulando el funcionamiento eficiente del 
Gobierno Local y promoviendo el constante mejoramiento de la administración 
pública municipal, de conformidad con el artículo 4 de la Ley de Organización y 
Funcionamiento del ifam, Ley 4716 del 9 de febrero del 1971.

Objetivos estratégicos

1. Contribuir al mejoramiento de los servicios públicos municipales, por medio de 
la Dirección de Financiamiento Municipal operando como agente financiero, ágil 
y eficiente.

2. Ayudar al mejoramiento de los servicios públicos y a la ejecución de proyectos y 
obras en beneficio del desarrollo local y regional, a través de la Dirección de Desa-
rrollo Municipal operando como una unidad especializada de asistencia técnica, 
dirigida al fortalecimiento de la gestión financiera, administrativa y operativa de 
los gobiernos locales.

3. Estimular el funcionamiento eficiente del gobierno local y el mejoramiento de la 
administración pública municipal, por medio de la Dirección de Desarrollo Insti-
tucional operando como instancia especializada en la generación de capacidades 
humanas, mediante programas permanentes de capacitación y adiestramiento 
dirigido a las autoridades y personal municipal.

4. El ifam fortalecido mediante procesos administrativos y operativos, ágiles, efi-
cientes y actuales que contribuyan con el fortalecimiento del régimen municipal.

5. El ifam brindando apoyo a los gobiernos locales con el propósito de promover el 
proceso de descentralización. (ifam, 2018, párr. 1-5).

A partir de estos objetivos, las municipalidades serían los lugares 
idóneos para atender y canalizar las necesidades de los territorios, y 
facilitarían el proceso descentralizador gubernamental, propiciando 
la reducción de las brechas existentes entre el centro del país (Región 
Central) y demás regiones periféricas. Ejemplo de ello son las políticas 
institucionales que se plantea ifam: 
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Política de Género: el ifam propiciará la equidad de género por medio de las áreas es-
tratégicas de su plan, contribuyendo en la construcción de una sociedad igualitaria.

Política de Ambiente: el ifam promoverá la protección de los recursos naturales y 
el uso sostenible de estos.

Política de Tecnologías de Información y Comunicación: el ifam potenciará el uso de 
tecnologías entre comunidad, gobiernos locales y Gobierno Central, abriendo los 
espacios de comunicación en todas las direcciones.

Política de Asistencia Técnica: el ifam brindará asistencia técnica, con un compromi-
so de mejora continua, orientado a fortalecer la capacidad de los gobiernos locales 
y los procesos de descentralización territorial, respetando la autonomía municipal.

Política de Financiamiento: el ifam promoverá la gestión de fondos para el finan-
ciamiento utilizando sus recursos, compatibles con las necesidades de los gobier-
nos locales e incrementará la oferta mediante la promoción de recursos externos.

Política de Capacitación: el ifam determinará la conducción y dirección de la for-
mación y capacitación del recurso humano municipal e institucional, acorde con 
el Plan Nacional de Capacitación.

Política de Descentralización:  el ifam dinamizará las estructuras locales con el 
propósito de que promuevan y asuman con idoneidad el proceso de descentrali-
zación, y así favorecer la participación ciudadana en la toma de decisiones para el 
desarrollo local. (ifam, 2018, párr. 6-14)

El cumplimiento de las políticas enunciadas debería colaborar con 
el desarrollo de los municipios y estos, a su vez, con el de los territorios, 
entendidos los últimos desde el ámbito jurídico-político. No obstante, es 
posible observar la carencia de una política de articulación institucional 
que induciría a la cooperación y trabajo conjunto entre unidades guber-
namentales, optimizando el uso de los recursos y permitiendo, además, 
la sincronización de esfuerzos. 

Dicha articulación haría viable rellenar los vacíos que padecen las 
municipalidades, como, por ejemplo, en el área de sectores productivos y 
su relación directa con el empleo, área débil de los territorios periféricos, 
donde se halla el nivel más elevado de desempleo e informalidad del país. 

Empleo y producción 

El desarrollo productivo costarricense presenta grandes disparida-
des a lo largo y ancho de sus territorios. Como se analizó en el aparta-
do 2.5, existe una fuerte concentración en la Región Central, en la cual 
se ubica el 62 % de la población total y el 66 % de la fuerza de trabajo 
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ocupada, según cifras de la enaho 2017. Además, los datos del 2017 in-
dican que esta región aportó el 71 % de la factura exportadora del país, 
mientras regiones como la Chorotega, la Pacífico Central y la Brunca 
concentran tan solo un 2 % cada una (Procomer, 2018, p. 208). La re-
lación de los sectores productivos con el empleo es directa, pues es en 
estos donde se requiere del trabajo de las personas. Por ello, sectores 
consolidados y eficientes convergerán con mejores condiciones para la 
población en general, como resultado del cumplimiento de los derechos 
ligados al trabajo con la seguridad social y salario mínimo, así como la 
calidad de vida asociada a condiciones de salubridad adecuada y la sa-
lud emocional derivada de un empleo estable. 

La institucionalidad pública costarricense se propuso desde el 2014 
articular acciones en términos de desarrollo productivo desde el Minis-
terio de Economía y Comercio (meic) y el Ministerio de Trabajo y Segu-
ridad Social. De dicha coordinación resultó la Estrategia de Empleo y 
Producción, la cual establece tres dimensiones de abordaje: demanda 
laboral, oferta laboral y calidad del empleo, para ello se definieron una 
serie de lineamientos que se presentan en el Cuadro 1.

CUADRO 1. Lineamientos de la Estrategia Nacional de Empleo y Producción del 
                    MEIC-MTSS. 2014

Dimensión Lineamientos

Demanda laboral

Que la política económica incluya objetivos de empleo

Fomento a la producción nacional (Plan de Articulación Productiva 
para la industria; Plan de reactivación del sector agrícola)

Creación de la alianza por la producción y el empleo

Política de desarrollo económico local vinculada a estrategias 
poblacionales y territoriales de empleo

Creación de la alianza por la economía social y solidaria

Programas de garantía de empleo

Oferta laboral

Prospección e intermediación para la fuerza laboral

Desarrollo del talento humano

Cuido infantil

Calidad del empleo

Política de salarios mínimos

Transformación de la Inspección de Trabajo

Formalización del empleo informal
fuente: Elaboración propia con base en MEIC-MTSS, 2014. 
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Como se observa en el cuadro 1, la dimensión de demanda de trabajo 
se vincula con el ámbito productivo. En sus lineamientos, se incluye la 
política de desarrollo económico local vinculada a estrategias poblacio-
nales y territoriales de empleo, la cual se diseñó según lo siguiente: 

La política debe incorporar incentivos o señales para que los mercados favorez-
can efectivamente a los grupos y regiones con más desempleo. Estímulos para la 
contratación de jóvenes, mujeres y personas con discapacidad, así como el esta-
blecimiento de empresas en zonas de alto desempleo, son prioritarios en este caso. 
La inversión pública y privada debe compensar el sesgo urbano y metropolitano, 
de manera que tomando en cuenta las necesidades y aspiraciones regionales, lle-
gue efectivamente a las zonas con mayor desempleo —y pobreza—, tanto urbanas 
como rurales. (meic-mtss, 2014, p. 18). 

Dicha política se ha venido trabajando desde el 2014; sin embargo, 
como se observa en el párrafo anterior, incorpora una visión de los te-
rritorios solamente desde la dimensión económica delimitada a los in-
centivos. Esto significa una restricción significativa para abordar una 
temática compleja que requiere del trabajo interdisciplinario, y, sobre 
todo, la incorporación en las tomas de decisiones de las comunidades, 
agrupaciones sociales y unidades productivas (empresas y estableci-
mientos); además, de los gobiernos locales esto es: la institucionalidad 
popular, privada y pública. 

Por su parte, para la Facultad Latinoamericana en Ciencias Sociales 
(Flacso) (2018), la política de desarrollo local (rural) “debe estar basada en 
sus fundamentos en un conocimiento del contexto territorial, y debe ser 
descentralizada en sus acciones hacia instituciones locales, entre las que 
el gobierno local debe jugar un papel preponderante.” (párr. 3); en función 
de ello, en el país aún hay margen para la mejora de la política pública en 
esta área. La incorporación de las comunidades y diversas organizacio-
nes favorecería obtener mejores resultados, pues, al partir de la toma en 
cuenta de las necesidades de los territorios desde la voz de sus habitantes, 
las rutas trazadas podrían tener mayor posibilidad de acierto. 

Por su parte, el sector agrícola de Costa Rica ha ido experimentando 
un achicamiento en términos relativos, de manera que actualmente el 
país se avoca principalmente al comercio y la prestación de servicios, 
constituyéndose así en una economía terciarizada. Ahí reside el reza-
go de zonas rurales, anteriormente dedicadas a la agricultura, y ahora 
con repercusiones económicas, sociales y culturales, entre ellas el des-
mejoramiento de la seguridad alimentaria del país, donde se exporta 
más del 60 % de los granos básicos que se consumen. Este proceso es 
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conocido también como desterritorialización, que consiste, según Has-
baert (2011), en “el movimiento por el cual se abandona el territorio” (p. 
106), más ampliamente, Guttari y Rolnik, (1986) indican que “la especie 
humana está viviendo un inmenso movimiento de desterritorialización, 
en el sentido de que sus territorios “originales” se deshacen ininterrum-
pidamente con la división social del trabajo” (p. 323). 

Tras esa coyuntura, se han diseñado estrategias de política públi-
ca, como la de reactivación del sector agrícola, enunciada en la tabla 1. 
En su planteamiento, se señala que “especial atención merece el sector 
agropecuario, para el cual, en coordinación con el Ministerio de Agri-
cultura y Ganadería, se proponen acciones en tres áreas: acceso al crédi-
to, generación de valor agregado y comercialización” (meic-mtss, 2014, 
p. 17). No obstante, no se denota un avance significativo luego de cuatro 
años de su formulación. 

A pesar de lo anterior, las políticas dirigidas a los territorios han te-
nido un nuevo impulso a través del Instituto de Desarrollo Rural (Índer), 
desde donde se proponen acciones articuladas a partir de los territorios, 
como la Política de Estado para el Desarrollo Rural Territorial Costarri-
cense (pedrt) 2015-2030, cuyo objetivo general consiste en

CUADRO 2. Ejes estratégicos de la Política PEDRT 2015-2030

1. Infraestructura de servicios para el desarrollo de los territorios rurales con el objetivo 
de promover la inversión en bienes y servicios básicos, que permitan el desarrollo eco-
nómico y social de los habitantes, con énfasis en territorios con mayores necesidades 
básicas insatisfechas.
2. Equidad e inclusión de la población en el desarrollo rural territorial que busca promo-
ver la integración y participación de la población en la gestión de su propio desarrollo, 
incluyendo acciones diferenciadas hacia grupos tradicionalmente excluidos, y así reducir 
las desigualdades.
3. Gestión institucional y organizacional para el desarrollo rural del territorio a fin de 
propiciar el fortalecimiento de la labor y su articulación en los procesos nacionales, 
regionales, territoriales y cantonales, de modo que la población sea gestora de su propio 
progreso.
4. Economía rural territorial que tiene el objetivo de fomentar las actividades con poten-
cial socioeconómico, mediante encadenamientos productivos competitivos y generado-
res de empleo en el territorio.
5. Ecosistemas territoriales con el fin de fomentar acciones que coadyuven a la pro-
ducción amigable con el ambiente, la adaptación, la mitigación y la gestión del riesgo, 
orientadas al uso sostenible e integral de los recursos naturales. 
fuente: Elaboración propia con información de Índer, 2015. 
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Fomentar el desarrollo inclusivo de los territorios rurales, reconociendo y respe-
tando sus características propias y la identidad cultural de su población, por me-
dio de un sistema de articulación público privado, que reduzca las desigualdades 
e inequidades económicas, sociales, culturales, ambientales y político-institucio-
nales, mediante el desarrollo de capacidades y oportunidades para sus habitantes 
(Índer, 2015, p. 33). 

La sola inclusión de la perspectiva territorial es ya una innovación 
dentro de la forma de hacer políticas públicas en los territorios, e im-
plican un avance de la institucionalidad. En este sentido, el Índer,como 
organización gubernamental, establece los siguientes ejes estratégicos. 

A partir de la tabla 2, se infiere un interés supraeconómico en la in-
corporación del territorio, pues lo que se busca es el desarrollo económi-
co y productivo. No obstante, en cuanto al diseño de política pública a 
partir de los territorios, es prioritario conocer las mejores formas de tra-
bajar con esta nueva perspectiva. En este sentido, para Hasbaert (2011): 

La lectura del territorio como un espacio no puede considerarse ni estrictamente 
natural, ni solamente político, económico o cultural. El territorio solo podría ser 
concebido a través de una perspectiva integradora entre las diferentes dimensio-
nes sociales (y de la sociedad con la propia naturaleza) (p. 64). 

Una visión de este tipo permitiría la adecuación de las políticas a un 
desarrollo integrador, que tome en cuenta las comunidades y su entor-
no, en un manejo armónico de los recursos y de la relación producción y 
resguardo de la naturaleza. 

Pobreza 

Como se analizó en el apartado 2.1, la pobreza y la desigualdad en 
Costa Rica tienen un matiz territorial muy marcado, con regiones pro-
fundamente deprimidas y otras que gozan de acceso a todos los ser-
vicios y facilidades para las personas, lo que garantiza mejores condi-
ciones para el desarrollo humano y social. Entendida la pobreza como 
privación del acceso a la satisfacción de las necesidades más básicas de 
las personas, como alimento, vivienda y educación, superarla debería 
ser prioridad en las políticas públicas de un gobierno que apele por el 
desarrollo social y económico de sus territorios. 

Desde la institucionalidad pública, el problema se ha abordado a 
través de diferentes políticas. Sobresale el Proyecto Puente al Desarrollo, 
que es la estrategia nacional para la reducción de la pobreza, implemen-
tada a partir del 2014:
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Consiste en un mecanismo de articulación de los programas, proyectos y acciones 
que buscan garantizar el efectivo acceso a los bienes, servicios y productos, que 
ofrecen las instituciones públicas, en aras del cumplimiento efectivo de los dere-
chos humanos de las poblaciones en mayor situación de pobreza (Presidencia de 
la República, 2018). 

Así pues, la probreza se ha trabajado desde las familias y jefaturas de 
hogar, tomando en cuenta los distritos en donde sus niveles son mayo-
res. No obstante, la productividad de los sectores primario, secundario y 
terciario, y el incumplimiento de derechos laborales no forman parte del 
eje de esta política, pese a que estos últimos son factores determinantes 
para la sostenibilidad alimentaria. 

En términos de institucionalismo, amerita tomar en cuenta el de-
sarrollo cooperativo del país, promovido también como estrategia para 
que las poblaciones encuentren en la asociatividad una forma para or-
ganizarse y, en conjunto, poder acceder de una mejor manera a los mer-
cados, lo cual les ha llevado a romper círculos de pobreza y mejorar sus 
condiciones de vida. 

Regulación 

La regulación es un aspecto propio del institucionalismo y con gran 
relevancia en el país, cuya economía se caracteriza por poseer niveles 
de inflación bajos, pero con precios elevados en prácticamente todos los 
bienes y servicios que se consumen en el territorio. 

En el caso de los productos agrícolas, existen grandes distorsiones 
entre el precio que percibe el productor y el que paga el consumidor; se 
refleja un margen de intermediación elevado. Esto impide que los peque-
ños productores se desenvuelvan adecuadamente y accedan a mejores 
condiciones de vida, o aprovechen las técnicas existentes para dotar de 
mayor productividad sus actividades. Estos pequeños productores sue-
len ubicarse en las zonas periféricas, y se concentran, sobre todo, en la Re-
gión Brunca, donde la actividad agrícola es la principal fuente de empleo. 

En términos de políticas públicas, se estableció un nuevo marco re-
gulatorio para el sector agrícola a partir de la década de los ochenta, de-
limitado por lo establecido en los Programas de Ajuste Estructural. En 
ellos, el sector silvogropecuario se vio afectado por la transición del mo-
delo de sustitución de importaciones hacia la agricultura comercial, para 
lo cual se pasó de enfoques proteccionistas a los de liberalización y, por 
tanto, hubo desregulación. Fernández y Granados (2000, explican que:
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Para el período 1990-1994 la política del sector silvoagropecuario se había modi-
ficado. Se produjo, además, un cambio en la visión del sector silvoagropecuario 
y comenzó a ser considerado en una perspectiva de desarrollo rural. Se inició la 
búsqueda de un modelo institucional, que respondiera a los retos de la apertura 
comercial, a las exigencias de los acuerdos, convenios y a la competencia. 

En el período 1998-2004 se hace énfasis en el incremento de la competitividad y el 
desarrollo rural, a través de la reconversión productiva, el fortalecimiento de los 
recursos humanos, la modernización institucional y el desarrollo rural. Lo cual 
demuestra que la gradualidad de las reformas se mantiene y está el reto de lograr 
completar los cambios que se han estado discutiendo concertadamente, entre di-
versos actores del sector silvoagropecuario (p. 8).

No obstante, casi dos décadas después de dicho análisis, los peque-
ños agricultores aún no han recibido los beneficios de algún modelo que 
responda los retos de la apertura comercial. Así pues, las libertades de 
un mercado definido de esa manera les rinden grandes ganancias al sec-
tor de intermediación, lo cual ocasiona reducción de los excedentes de 
consumidores y productores, y, por ende, el beneficio social. Al respecto, 
vale observar el Gráfico 1. 

En la figura anterior, se muestra que en las regiones donde se con-
centra la fuerza de trabajo en la agricultura hay una mayor incidencia 

GRÁFICO 1. Costa Rica. Distribución de personas trabajadoras bajo el umbral de la 
pobreza en la rama de comercio y agricultura, y ocupados en agricultura. 2017

fuente: Elaboración propia con datos del Mideplán, 2018.
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de la pobreza. Se coloca junto al sector comercio, pues ambos poseen 
mayor porcentaje de personas trabajadoras bajo el umbral de pobreza. 

Estas cifras revelan la necesidad de que la política pública atienda 
este sector, pues que sus ocupados estén en pobreza podría explicarse 
por dos vías: 1. la insuficiencia de recursos que se refleja en salarios que 
sumergen a las personas en la pobreza, o bien, 2. el incumplimiento del 
salario mínimo establecido por la ley, sobre el cual se calcula la línea de 
pobreza. En ambos casos, habría una carencia de regulación, la primera 
se debe en gran medida a la situación de la distorsión de precios expli-
cada y la segunda, a la falta de regulación sobre el cumplimiento de los 
derechos de las personas. 

Ambiente

Costa Rica posee el 4,5 % de las especies conocidas del mundo, con un 
0,03 % de la superficie terrestre del planeta (51 100 km2 de territorio con-
tinental y 36 000 km2 de territorio marítimo), lo que ha implicado que sea 
conocida a nivel internacional como un país verde. Sin embargo, no ha 
estado exenta de la depredación de la naturaleza, por lo tanto se ha hecho 
preciso resguardarla a partir de la creación de diez áreas de conservación 
que cubren la totalidad del territorio, como se refleja en el Anexo 1. 

En dicho anexo se representa el Área de Conservación Arenal Hue-
tar Norte (achn), el Área de Conservación Arenal Tempisque (acat), 
Área de Conservación Central (acc), Área de Conservación Guanacaste 
(acg), Área de Conservación La Amistad Caribe (aclac), Área de Con-
servación La Amistad-Pacífico (aclap), Área de Conservación Marina 
Cocos (acmc), Área de Conservación Osa (acosa), Área de Conservación 
Pacífico Central (acopac), Área de Conservación Tempisque (act), Área 
de Conservación Tortuguero (acto), cuyo establecimiento responde a 
acciones de política pública. 

Según Miranda (2013), el país “dispone de un enmarañado marco 
institucional para la protección de los recursos naturales donde el tras-
lape de competencias y una débil gobernanza es evidente” (p. 24). Lo 
anterior devela una falencia desde la institucionalidad, que amerita ser 
abarcada. Pese a ello, en seguimiento a Andam et al. (2008; 2012), se ha 
encontrado que el sistema de asp ha ayudado a disminuir en un 10 % la 
deforestación del país entre 1960 y 1996, así como a promover la refores-
tación en un 13, 5% entre 1960 y 1997, no de una forma homogénea en 
todas las áreas, pero sí positiva a nivel general. 
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El resultado de estas políticas para la regulación del uso de los te-
rritorios ha sido beneficioso para la conservación de los recursos natu-
rales; sin embargo, también ha generado problemáticas para algunas 
poblaciones que quedaron sin posibilidad de utilizar sus tierras, como 
es el caso de los parques nacionales y reservas biológicas. Un reto para 
las autoridades y para las comunidades que no puede ser obviado en un 
análisis de tipo institucional. Miranda (2013) recopiló para el Estado de 
la Nación una serie de conflictos de este tipo, entre ellos detallaba que: 

Aunque el país es reconocido mundialmente por haber logrado incorporar alrede-
dor de una cuarta parte de su territorio al Sistema Nacional de Áreas de Conserva-
ción (sinac), en la práctica enfrenta importantes limitaciones/ barreras para una 
gestión adecuada de las asp. Dada la espontaneidad y muy buenas intenciones con 
que se crearon la mayoría de estas, no se fundamentaron en estudios técnicos pre-
vios y adecuados, y tampoco se cumplió con lo establecido en la ley/decreto de crea-
ción. El Estado creó las asp con “gente dentro”, algunos de manera legítima, pero 
otros de forma ilegítima. Consecuentemente, hoy el sinac se encuentra no solo 
amarrado, sino anudado para la gestión requerida. Las asp están ocupadas —con 
muy pocas excepciones—; ello causa conflictividad en diversos niveles: entre ins-
tituciones públicas —órganos contralores nacionales exigen al minae cumplir con 
la normativa—; entre privados y el minae; entre la sociedad civil y el minae (p. 23).

Lo anterior refleja el enorme trabajo que resta en materia institucio-
nal-ambiental para conseguir un desarrollo armónico entre ser humano 
y naturaleza, así como las problemáticas que el tema de conservación 
atañe. Se vuelve más clara la necesidad de un abordaje del territorio in-
tegrador, que permita incorporar no solo la variable económica, sino si-
tuarla en equilibrio con las demás dimensiones de las personas. 

En términos jurídicos, desde el marco institucional se han establecido 
un total de 127 Áreas Silvestres Protegidas (asp), las cuales se dividen en 
nueve categorías de manejo, como se detalla en el Cuadro 3. Estas 127 asp 
representan el 29 % del territorio continental, en el que los parques nacio-
nales concentran 12 puntos porcentuales. Por su parte, la cifra referente 
al territorio marítimo es del 36 %, donde las dos áreas de manejo mari-
no (Marina Cocos y Área de Conservación Tempisque) corresponden a 29 
puntos porcentuales (sinac, 2017). En el mapa representado en el Anexo 2, 
se determina la extensión de los parques nacionales; en total son 28 y repre-
sentan el 15 % del territorio continental costarricense y el 4 % del marítimo. 

La gran extensión de asp implica un gran reto para la gobernabi-
lidad en el país, en especial debido al nexo que debe construirse con 
las comunidades que se encuentran dentro de ellas. En ese sentido, el 
fortalecimiento de la institucionalidad popular, como resultado del 
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quehacer e interacción de organizaciones comunitarias, asociaciones u 
movimientos, es de vital importancia para la promoción del desarrollo 
social, humano y económico, pues, a fin de cuentas, quienes ocupan el 
territorio deben participar en las propuestas, propiciando su incorpora-
ción en las políticas de manejo sustentable de los recursos. 

Por último, dadas las problemáticas derivadas de las asp que viven 
algunas comunidades (Miranda, 2013) y tomando en cuenta la crisis 
ecológica global, es notorio que hay un gran margen en el ámbito edu-
cativo para promover la sustentabilidad de las acciones del ser humano, 
entendiendo que esta, necesariamente: 

Resulta de un proceso de educación por el cual el ser humano redefine el haz de 
relaciones que mantiene con el universo, con la Tierra, con la naturaleza, con la so-
ciedad y consigo mismo dentro de los criterios de equilibrio ecológico, de respeto y 
amor a la Tierra y a la comunidad de vida, de solidaridad hacia las generaciones fu-
turas y de construcción de una democracia socioecológica sin fin (Boff, 2012, párr. 1).

Conclusiones y propuestas

•	 La noción de territorio debe seguir encontrando espacio en los 
análisis de las ciencias sociales, más allá de su dimensión de re-
ceptáculo. Es necesario considerar que no se puede definir la insti-
tucionalidad privada, pública o popular-comunitaria sin su inser-
ción en un determinado contexto territorial o geográfico. 

CUADRO 3. Áreas Silvestres Protegidas en Costa Rica, según categoría de manejo. 2017

Categorías de manejo Total de ASP
Parque Nacional 28
Reserva Natural Absoluta 2
Monumento Natural 1
Refugio Nacional de Vida Silvestre 35
Reserva Biológica 8
Reserva Forestal 9
Zona Protectora 31
Humedal 11
Área Marina de Manejo 2
Total 127
fuente: Elaboración propia con datos de SINAC, 2017.
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•	 Las desigualdades presentes en el territorio costarricense son la 
consecuencia de un desarrollo centralista, en el que la institucio-
nalidad ha estado desanclada de lo local, y aquejada de problemas 
estructurales particulares no atendidos de la mejor manera. Ra-
zón por la cual la convergencia entre las políticas impulsadas y los 
verdaderos retos de los territorios es de urgencia.

•	 Las respuestas de la institucionalidad popular son relevantes en 
materia de desenvolvimiento de las comunidades y territorios en 
regiones periféricas del país, el caso de Coopesilencio es un ejem-
plo de ello. Con sus propias reglas y dinámicas de solidaridad y 
colectividad, la comunidad de Silencio de Quepos encontró una 
forma de organizarse y desarrollar sus actividades productivas y 
su territorio. 

•	 Desde la óptica institucionalista, se han diseñado gran cantidad 
de políticas públicas vinculadas los territorios y referentes a áreas 
como gestión municipal, empleo y producción, pobreza y ambien-
te. No obstante, es precisa una apertura de la institucionalidad 
pública hacia la popular, que implique la incorporación de las co-
munidades y organizaciones sociales dentro de la toma de decisio-
nes y diseño de política pública. 

•	 En la atención de pobreza y desigualdad, precisa la incorporación 
de políticas de regulación para mercados ampliamente distorsio-
nados, como el agrícola, en el cual se encuentra la mayoría de tra-
bajadores pobres de las regiones Brunca, Huetar Caribe y Norte.

•	 Es preciso un proceso de educación impulsado desde la institucio-
nalidad privada, pública y popular-comunitaria, en el cual, en la 
línea de Boff (2012), se redefinan las relaciones que el ser humano 
mantiene con el universo, con la Tierra, con la naturaleza, con la 
sociedad y consigo mismo, en amor y respeto hacia la vida actual 
y de las futuras generaciones. 
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ANEXO 2. Costa Rica. Mapa de Áreas Silvestres Protegidas de Costa Rica. 2018

fuente: SINAC, 2018b.
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Identificación y definición de una Zona 
Económica de Desarrollo (zed) en el 
cantón de Limón, Costa Rica1

Rafael Arias Ramírez
Luis Vargas Montoya
Leonardo Sánchez Hernández

Introducción

Uno de los esquemas de desarrollo territorial más exitosos de las 
últimas décadas es el de Zona Económica de Desarrollo (zed), el cual 
ha demostrado tener la capacidad de potenciar del progreso en amplios 
territorios a partir de la puesta en marcha de núcleos endógenos de de-
sarrollo (clúster) en los que existan ventajas competitivas territoriales. 
Este esquema podría generar economías de aglomeración dinámicas, 
encadenamientos productivos y articulación de la producción nacional 
en las cadenas globales de valor (Arias, Sánchez y Vargas, 2015).

En esta dirección, Porter (2003) aborda el tema de la competitividad 
de los países, y afirma que esta supone un proceso localizado de activi-
dades productivas que fomenta la especialización y la eficiencia. Así, los 
territorios son espacios que pueden ofrecer ventajas competitivas en la 
medida en que poseen distintos factores de atracción. Porter identifica 
dos tipos de ventajas competitivas. Por un lado, se encuentran las está-
ticas, que destacan la localización o concentración geográfica, la dis-
ponibilidad de infraestructuras (transporte, sistemas de comunicación, 
conectividad, edificaciones, entre otros) y estándares de protección y 
conservación del medio ambiente. 

El otro tipo son las dinámicas, las cuales se generan cuando los terri-
torios pueden ofrecer un entorno dinámico y relacional, donde, a través de 
políticas públicas y privadas de transformación productiva, se crean una 
serie de condiciones que potencian la productividad y competitividad de 

1 	  La propuesta metodológica aquí recogida ha sido publicada de manera casi íntegra en Arias et al., 2017.
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dichos territorios (Arias et al., 2016). Entre estas condiciones se encuen-
tran: dotación de capital humano calificado y su entorno innovador, exis-
tencia de universidades y centros de investigación, capacidad de innova-
ción tecnológica y empresarial, cooperación inter empresarial, gobiernos 
locales promotores del desarrollo económico, entorno institucional pro-
picio y pertenencia a redes de cooperación entre ciudades y gobiernos lo-
cales (Fujita et al., 2002).

El éxito del desarrollo de esquemas productivos en los territorios radi-
ca, en buena parte, en las economías externas asociadas a la localización, 
en el medio innovador, en la calidad de las instituciones públicas y pri-
vadas, y en el papel estratégico de la política pública y las alianzas públi-
co-privadas para el desarrollo (Baena et al., 2006). Por su parte, Silva-Lara 
(2005) enfatiza en la importancia de la conformación de un ambiente o 
entorno socioeconómico e institucional que promueva innovaciones y lo-
gre aumentos de productividad y competitividad. Asimismo, nombra este 
ambiente propicio para la innovación como un “entorno territorial acti-
vo” y lo define como el tejido de interrelaciones que despliegan los actores 
sociales (agentes e instituciones económicas, socio culturales y políticas) 
localizados en una contigüidad geográfica acotada, orientado hacia la 
creación de sinergias que potencian su desarrollo (Arias et al., 2016).

La implementación de logística portuaria puede tener efectos ca-
talizadores y dinamizadores de inversiones en múltiples actividades 
productivas que se aglomeran y encadenan en torno a dicha actividad y 
que pueden propiciar el desarrollo de las zonas donde los puertos están 
localizados, así como para el resto de la economía nacional. Este proce-
so de dinamización económica, acompañado de una política productiva 
proactiva por parte del gobierno en el mejoramiento de la infraestructu-
ra, del recurso humano y de la conectividad y la innovación tecnológica, 
está llamado a convertir a puerto Moín y puerto Caldera, en dos de las 
zed más dinámicas del país y de la región centroamericana.

Marco metodológico

Para alcanzar los resultados del estudio titulado “Identificación y de-
finición de Zonas Económicas de Desarrollo (zed) en Costa Rica”, que se 
constituye como la base del presente capítulo, se lleva a cabo el siguiente 
procedimiento metodológico que consta de tres fases. En la primera, se 
definen los cantones núcleo de los potenciales territorios para constituir-
se como zed. Posteriormente, en la segunda, se identifican las actividades 
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productivas de mayor relevancia en estos cantones. Finalmente, la terce-
ra fase consiste en la delimitación de las áreas de influencia (territorios) 
en torno a las que se propone el establecimiento de las zed.

A continuación, se presenta el detalle de los métodos de investi-
gación, herramientas de análisis y resultados esperados en cada una de 
las fases que componen el procedimiento metodológico.

Primera fase: selección de cantones núcleo

Como se observa, el método que se aplica en esta fase es el cálculo de 
un índice de potencial productivo (ipp). Los resultados del ipp se validan 
mediante consultas a expertos y análisis estadístico de variabilidad y co-
rrelación. Como resultado de esta fase, se cuenta con un ipp que permite 
identificar cantones núcleo para el establecimiento de potenciales zed, 
que a su vez articulen el desarrollo de la gam con territorios fuera de esta.

Segunda fase: identificación de actividades productivas

Una vez seleccionados los cantones núcleo a partir de los cuales se 
propone el desarrollo de las potenciales zed, se procede con la identi-
ficación de las actividades económicas con mayor potencial producti-
vo. Para ello, se aplican dos métodos de estudio: el análisis de datos de 
empleo y una revisión bibliográfica exhaustiva de los planes y proyectos 
que incorporan los cantones núcleo previamente seleccionados.

Con respecto al análisis de empleo, a partir de los datos del Cen-
so 2011 del Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), a escala 
cantonal, se calculan dos indicadores que aproximan la importancia 
relativa de las 19 ramas de actividad en las cuales se clasifica la fuerza 
laboral del país. El primero de estos indicadores mide la participación 
relativa (importancia) que tiene una determinada rama de actividad en 
el empleo total de los cantones núcleo seleccionados en la primera fase.

Donde:

erij: Empleo relativo de la actividad j en el cantón i.
eij: Fuerza laboral en la actividad j en el cantón i.
ei: Fuerza laboral del cantón i.
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El segundo indicador que se calcula es el coeficiente de concentra-
ción del empleo, el cual, siguiendo a Hernández y Soler (2008), mide la 
concentración relativa de la actividad en el territorio.

Donde:

eij: Fuerza laboral en la actividad j en el cantón i.
ejN: Fuerza laboral en la actividad j en el país.
ei: Fuerza laboral en el cantón i.
eN: Total fuerza laboral en el país.

Para el análisis de dicho indicador, se considera que si una actividad 
presenta un clij≤ 1, no existe concentración de empleo en la actividad i 
en el cantón j. Si clij> 1 sí hay concentración de empleo en la actividad 
analizada, es decir, presenta importancia relativa como generadora de 
empleo en el cantón núcleo. En el caso particular de la presente investi-
gación, se considerarán únicamente las ramas de actividad que presen-
tan valores cercanos o superiores a 1.

En esa línea, para analizar de forma conjunta ambos indicadores, se 
considera que las ramas de actividad que ocupan las primeras posiciones 

CUADRO 1. Clasificación de ramas de actividad según indicadores empleo relativo 
                     y coeficiente de localización

Rama de
actividad

Empleo relativo 
(posición)

Coeficiente de localización 
(posición)

Nivel de potencial 
productivo

A 1 1 Alto
C 2 2 Alto
F 3 4 Medio
K 4 3 Medio

... … … …
J 10 6 Bajo

... … … …
S 12 8 Bajo
Notas: En la primera columna, las letras que van desde “A” hasta “S” representan las 19 ramas de actividad. Las 
actividades están organizadas de mayor a menor según su posición en el indicador empleo relativo.Las posicio-
nes dentro de cada uno de los indicadores pueden variar de 1 a 19, dependiendo del valor obtenido.

fuente: Arias et al., 2016.
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en ambos indicadores son las de potencial productivo alto. En el caso 
de que una rama de actividad ostente una de las primeras posiciones 
solo en uno de ellos, se estima que tiene un potencial productivo medio; 
se priorizan las actividades que obtengan las primeras posiciones en el 
indicador empleo relativo. Finalmente, las actividades que presentan 
posiciones bajas en ambos indicadores se aprecian de potencial bajo. El 
Cuadro 1 recoge un ejemplo que ilustra la forma de clasificación.

El otro método de análisis que complementa los resultados de los 
datos de empleo es la revisión bibliográfica de planes y proyectos regio-
nales e investigaciones académicas previas que contemplan los canto-
nes núcleo analizados en la presente investigación.

El resultado esperado de la segunda fase consiste en la identifica-
ción de al menos tres actividades productivas en torno a las cuales se 
propone el establecimiento de las potenciales zed. 

Tercera fase: delimitación de áreas de influencia

Una vez identificadas las actividades productivas para los cantones 
núcleo, se procede con la delimitación de las áreas de influencia (terri-
torios) potenciales para el establecimiento de zed fuera de la gam. El 
primer método que se aplica con este fin analiza datos de empleo del 
Censo 2011, utilizando dos indicadores: el desplazamiento de trabajado-
res y la autocorrelación espacial. El segundo método que se emplea es la 
revisión bibliográfica, que al igual que en la fase dos muestra resultados 
de estudios previos que sugieren posibles territorios que contemplan los 
cantones núcleo estudiados.

El indicador de desplazamiento de trabajadores tiene por objeto 
identificar los encadenamientos regionales existentes entre los canto-
nes, determinando para cada una de las actividades previamente se-
leccionadas los cantones que brindan un mayor aporte de trabajadores 
al cantón núcleo.2 Para ello, se construye una matriz origen-destino de 
empleo, que posibilita identificar los trabajadores generados por cada 
cantón, así como el lugar donde esta fuerza laboral se desempeña.3

En torno al indicador de autocorrelación espacial, este prueba la hi-
pótesis de si existe dependencia espacial en el empleo en cada una de las 

2 	  Se realiza un análisis casuístico en cada uno de los cantones núcleo, ya que, por las significativas diferen-
cias en la estructura productiva de estos, no se puede homogenizar la evaluación del indicador.

3 	  Para conocer mayores detalles acerca de la construcción de la matriz origen-destino, ver Arias et al., 2016.
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actividades económicas analizadas, es decir, si los trabajadores se distri-
buyen de manera sistemática en el espacio geográfico. En este punto, re-
sulta indispensable destacar que, para efectos de contar con resultados 
más confiables y precisos, se considera como unidad geográfica el distri-
to, al ser el mayor nivel de desagregación con el que se cuenta con infor-
mación de empleo. Así, este indicador contribuye a acotar la existencia 
de posibles áreas de influencia en torno a las actividades económicas es-
tudiadas. Como resultado esperado de la aplicación de las herramientas 
consideradas en la presente fase, se espera delimitar posibles territorios 
alrededor de los cuales se propone el desarrollo de las potenciales zed. 

En resumen, una vez que se aplican cada una de las fases del proce-
dimiento metodológico, se cuenta con la definición de territorios can-
didatos para el establecimiento de potenciales zed en torno a determi-
nadas actividades productivas, inclusive, sugiriendo una acotación más 
precisa de las áreas de influencia.

Resultados del análisis

En la presente sección se muestran los principales resultados obteni-
dos en el territorio delimitado correspondiente al cantón de Limón, con 
base en las fases descritas en el procedimiento metodológico explicado. 

Primera fase: selección de cantones núcleo

El resultado del cálculo del ipp se resume en el Gráfico 1, que mues-
tra la posición relativa de los ochenta y un cantones4 de Costa Rica en or-
den descendente según el valor obtenido en el índice, así como el aporte 
que realiza cada uno de los ejes a la calificación del cantón.

En términos generales, se puede apreciar de los resultados del ipp 
que los cantones de la gam ocupan las primeras posiciones, acorde con 
la premisa de que esta se constituye como la principal zed del país. No 
obstante, se resalta la existencia de cantones como San Carlos, San Ra-
món, Orotina, Limón y Puriscal, que ocupan los primeros lugares del ín-
dice y que no pertenecen a la gam.

Una vez que se cuenta con los resultados del ipp, se procede con la 
selección de los cantones núcleo. Así, se analizan las posiciones de los 

4 	  Aunque el país actualmente cuenta con ochenta y dos cantones, aún no se cuenta con información para el 
último que se constituyó.
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cantones dentro del índice, sin dejar de atender a los resultados en el 
contexto socioeconómico y productivo del país.

La escogencia de Limón como cantón núcleo se justifica por varias ra-
zones. Primeramente, de los cantones de la Región Huetar Caribe del país 
es el mejor posicionado en el índice. Segundo, se constituye como una ciu-
dad intermedia de gran relevancia para articular el desarrollo de la gam 
con el de la costa atlántica del país, que actualmente la discusión nacional 
reconoce como una de las zonas más deprimidas del territorio, pese a con-
tar con un alto potencial productivo. Tercero, tal como señala la literatu-
ra, uno de los componentes clave para el desarrollo de zonas económicas 
especiales es la infraestructura portuaria, y Limón cuenta con el principal 
puerto de Costa Rica en cuanto a la importación y exportación de bienes.

En resumen, como resultado de la primera fase del procedimiento 
metodológico, se selecciona a Limón como uno de los cantones núcleo 
de territorios con potencial para el establecimiento de zonas económi-
cas especiales de desarrollo en Costa Rica. Posterior a su selección, se 
aplica la fase dos, cuyos resultados se presentan a continuación.

Segunda fase: identificación de actividades económicas

Los resultados de esta fase muestran que en Limón hay cuatro acti-
vidades económicas en las que identifica potencial productivo (Cuadro 
2). La primera de ellas es la agropecuaria, la cual, emplea a casi la quin-
ta parte de los trabajadores del cantón y presenta una concentración 
relativa del empleo en la actividad con respecto al resto del país (1,24). 
La literatura así lo confirma, en el caso de la agricultura, en cultivos de 
banano, piña, arroz, tubérculos y plátano. Con respecto a la ganadería, 
aunque en menor grado, se destaca por su envergadura. También se re-
salta la presencia a baja escala de pesca artesanal y de sobrevivencia en 
las costas de la provincia de Limón.

Otra actividad con potencial en el cantón es la de transporte y almace-
namiento, cuyo aporte al empleo es del 15,7 % y cuya localización es muy 
alta con respecto al resto del país, al tener una concentración relativa en la 
actividad más de tres veces superior a la nacional. La revisión de la litera-
tura y de contexto económico confirman dicho resultado, y a puerto Moín 
se posiciona como la principal ventana comercial marítima de Costa Rica. 

El turismo también cuenta con gran potencial productivo al emplear 
al 13,3 % de los trabajadores del cantón y al mostrar una localización 
del empleo de 1,10, lo que representa una concentración relativa en la 
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actividad con respecto al resto del territorio nacional. En la literatura, 
se identifica la existencia de negocios de hospedaje, aventura, agroturis-
mo y ecoturismo como generadores de demanda laboral en la localidad. 

Una cuarta y última actividad identificada es manufactura y comer-
cio, que alberga más de la cuarta parte de los trabajadores del cantón, 
aunque no presenta una localización relativa del empleo con respecto al 
territorio nacional. Como se destaca de la revisión bibliográfica, la tras-
cendencia de esta actividad se explica en la amplia agroindustria con la 
que cuenta, la cual posee empresas especializadas en la preparación de 
jugos, concentrados, purés, pastas de frutas, enlatado de palmito, para-
finado y pelado de yuca, transformación de cuero, madera, cacao, chips 
de plátano, productos lácteos, embotellamiento de agua y bebidas, pro-
ducción de cajas de cartón, entre otros. Además, se debe destacar que di-
cha actividad presenta fuertes encadenamientos con otras con potencial 
productivo, como la agropecuaria y la de logística y almacenamiento.

Tercera fase: delimitación de áreas de influencia (territorios)

Los resultados obtenidos para el cantón de Limón en esta tercera fase 
se muestran a continuación. En el Cuadro 3, se resumen los resultados 
del cálculo del indicador de desplazamiento de trabajadores. Se recalca 

CUADRO 2. Actividades económicas identificadas según empleo relativo y coeficiente 
                    de localización en Limón

Actividad económica Rama de actividad Erij CLij

Agropecuaria Agricultura, ganadería, silvicultura y pesca 17,90% 1,24

Logística y 
almacenamiento Transporte y almacenamiento 15,70% 3,03

Turismo

Alojamiento y servicios de comida 8,20% 1,1

Actividades artísticas de entretenimiento 
y recreativas 5,10% 1,09

Manufactura 
y comercio

Industrias manufactureras 9,10% 0,72

Comercio al por mayor y al por menor, 
y reparaciones de vehículos 16,60% 0,85

fuente: Arias et al., 2016.
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que, en cada una de las actividades económicas consideradas, más del 
85 % de los trabajadores habitan en el propio cantón limonense. Del 
porcentaje restante, resalta Matina como oferente de trabajadores en 
las actividades agropecuaria y de logística y almacenamiento. Otro de 
los cantones que sobresale como generador de mano de obra al cantón 

CUADRO 3. Resumen del desplazamiento de trabajadores hacia el cantón de Limón

Actividad 
económica Rama de actividad Cantón Aporte de 

trabajadores

Agropecuaria Agricultura, ganadería, 
silvicultura y pesca

Limón 90,7%
Matina 8,8%
Resto de cantones 0,5%
Total 100%

Maufactura y 
comercio

Industrias manufactureras

Limón 85%
Pococí 8,4%
Resto de cantones 7,1%
Total 100%

Comercio al por mayor y al 
por menor, y reparaciones de 
vehículos

Limón 86,1%
Talamanca 4,6%
Resto de cantones 9,2%
Total 100%

Logística y 
almacenamiento

Transporte y 
almacenamiento

Limón 82,8%
Matina 1,2%
Talamanca 5,8%
Resto de cantones 10,2%
Total 100%

Turismo

Alojamiento y 
servicios de comida

Limón 85,1%
Talamanca 4,8%
Resto de cantones 10,1%
Total 100%

Activ. artísticas de 
entretenimiento y 
recreativas

Limón 83,5%
Pococí 2,5%
Resto de cantones 14,0%
Total 14%

fuente: Arias et al., 2016.
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núcleo en turismo y manufactura y comercio es Pococí. Finalmente, Ta-
lamanca le aporta a Limón mano de obra en manufactura y comercio, 
así como en turismo. La relación existente entre estos dos cantones y en 
estas actividades en particular se explica por el encadenamiento pro-
ductivo entre la actividad turística y la comercial.

La aplicación del método de revisión literaria complementa los ha-
llazgos mencionados en los párrafos anteriores. En la actividad agrope-
cuaria, se destaca la labor en agricultura que presentan los cantones de 
Matina, Pococí y Talamanca. Estos dos últimos también cuentan con 
una distinguida participación en ganadería. El otro hallazgo que ad-
vierte la literatura es la relevancia de Pococí junto con Limón en manu-
factura y comercio, particularmente en la agroindustria. Por último, se 
destaca la preponderancia de la actividad turística en los cantones de 
Talamanca, Pococí y Limón. Las playas del Caribe constituyen un desti-
no final de gran popularidad para el turismo nacional y extranjero. Y se 
generan una serie de negocios en la ruta a dicho destino.

En cuanto al análisis de autocorrelación espacial, se identifica que 
en torno al cantón de Limón hay conglomerados espaciales en las ac-
tividades agropecuaria y de logística y almacenamiento. Respecto a la 

CUADRO 4. Resumen de los resultados de la identificación y definición de territorios 
                     con potencial para el establecimiento de ZED en Costa Rica

Cantón 
núcleo

Actividad 
económica

Territorio 
(cantón) Área de influencia (distrito)

Limón

Turismo 
Limón   
Talamanca   
Pococí   

Agropecuaria
Limón Valle la Estrella

Matina
Batán Matina
Carrandi

Manufactura 
y comercio

Limón   
Pococí   
Talamanca   

Logística y 
almacenamiento

Limón Matama Limón
Río Blanco

Talamanca
fuente: Arias et al., 2016.
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actividad agropecuaria, como se muestra en la Anexo 1, se identifica la 
existencia de conglomerados espaciales con alta significancia en distri-
tos pertenecientes a los cantones de Matina y Pococí, lo que significa 
que en estos se da una concentración de trabajadores en la actividad 
agrícola. Otra actividad en la que se forma un conglomerado espacial al-
rededor del cantón limonense es en logística y almacenamiento, lo cual, 
como se mencionó previamente, se explica por el papel de puerto Moín 
como la principal ventana marítima del país (Anexo 2).

Para finalizar esta tercera fase y a manera de resumen del capítulo, 
en el Cuadro 4 se presentan los cantones núcleo seleccionados, las acti-
vidades económicas identificadas y la delimitación del territorio a nivel 
de cantones y distritos cuando fue posible su acotación a este segundo 
nivel de desagregación.

Los resultados de la investigación son claros en que este territorio 
ubicado en el litoral Caribe de Costa Rica cuenta con un alto potencial 
en diversas actividades económicas. En particular, se debe hacer men-
ción a puerto Moín como la principal ventana marítima de Costa Rica al 
mundo. La actividad portuaria está llamada a convertirse en el princi-
pal núcleo y eje articulador de la actividad económica del Caribe costa-
rricense, pues, en torno a ella, se pueden generar encadenamientos pro-
ductivos y territoriales que deriven en una reactivación de la economía 
y mejores condiciones de vida para los pobladores del territorio y el país 
en su conjunto.

Conclusiones

El Caribe costarricense cuenta con una serie de ventajas competi-
tivas territoriales y una gran capacidad para dinamizar el desarrollo 
local, a partir de una serie de actividades productivas con un alto poten-
cial. Dentro de las actividades en las que se han encontrado fortalezas 
para la especialización productiva se encuentran el sector de agronego-
cios y el turismo de cruceros y ambiental. Una mención aparte la tiene el 
sector de almacenamiento y logística de transporte, en el cual se pueden 
articular una serie de actividades productivas, tanto agrícolas como in-
dustriales y de servicios. Es indudable que posee una gran cantidad de 
recursos con potencial para dinamizar la economía local.

La literatura sobre zonas económicas de desarrollo informa acerca 
de la oportunidad que representan los puertos como ejes dinamizado-
res del desarrollo económico, tanto a escala nacional como regional. El 
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cantón central de Limón cuenta con el puerto más importante del país, a 
partir del cual se presentan grandes oportunidades para promover una 
transformación productiva basada en economías de aglomeración vin-
culadas a la actividad marítimo-portuaria y particularmente de logísti-
ca, como eje articulador de demandas intersectoriales con capacidad de 
generar encadenamientos productivos.

La inversión en infraestructura marítimo-portuaria tiene un impac-
to positivo sobre la economía costarricense. No solo por los efectos di-
rectos que se constatan en la presente investigación, sino también por el 
efecto multiplicador y dinamizador sobre las demás actividades econó-
micas enlazadas a esta. De tal forma, las inversiones en infraestructura 
marítimo-portuaria y en las actividades de logística pueden fortalecer 
el desarrollo de zonas económicas de desarrollo con un dinamismo pro-
ductivo, capaz de ofrecer condiciones para ampliar el mercado de tra-
bajo y la demanda por empleo productivo en zonas periféricas del país. 
Esto, aunado a la capacidad de desarrollar corredores productivos entre 
los puertos y las principales ciudades intermedias del país, tendrá un 
impacto positivo para la articulación territorial y sectorial, tan funda-
mental para mejorar las condiciones para el crecimiento económico y la 
generación de mayor bienestar para la población. 

Ante este panorama, una de las recomendaciones del estudio es el 
diseño e implementación de políticas públicas de transformación pro-
ductiva basadas en la identificación de actividades económicas diná-
micas y en torno a las cuales se instauren economías de aglomeración. 
En este sentido, se considera que el Puerto Moín tiene el potencial de 
convertirse en eje catalizador del desarrollo de actividades productivas 
dinámicas, como las de infraestructura y logística portuarias, a través 
de las cuales se articulen otras actividades, como el desarrollo de ser-
vicios de diverso tipo, parques industriales, agronegocios y desarrollo 
inmobiliario, entre otros.
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ANEXO 1. Mapa de autocorrelación espacial en agricultura con énfasis en el 
cantón de Limón y territorio aledaño

fuente: Arias et al., 2016.
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ANEXO 2. Mapa de autocorrelación espacial en logística y almacenamiento 
con énfasis en el cantón de Limón y territorio aledaño

fuente: Arias et al., 2016.



209209

Propuesta metodológica para la estimación 
de la brecha digital en zonas urbanas: caso 
Mérida, Yucatán, México
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Introducción  

El capital informático y el acceso a la información es en la actuali-
dad, sin lugar a duda, un componente esencial para la competitividad y 
el desarrollo de una región. El disponer de instrumentos, infraestructura 
y acceso a la información facilita a las sociedades avanzar y mejorar sus 
condiciones tanto en el ámbito productivo como en el personal, lo cual 
impacta en la productividad, competitividad y bienestar económico. 

Las ciudades reúnen características que favorecen la concentración 
de factores; sin embargo, la distribución de estos no se da en forma equi-
tativa entre la población, y se manifiesta esta discrecionalidad por zonas, 
generando, en ocasiones, una dualidad entre los grupos sociales de una 
comunidad, respecto al acceso y la utilización de las tecnologías de la in-
formación y la comunicación (tic). Este suceso se denominabrecha digital.  

El capítulo presenta una propuesta metodológica para la estima-
ción de esta brecha digital en zonas urbanas, estableciendo patrones 
de concentración del capital informático y el acceso a la información 
a partir de información estadística, como el índice de Capital Informá-
tico (ici), la utilización de econometría espacial aplicando un método 
de autocorrelación espacial, con indicadores de ingreso. Los resultados 
que se presentan son producto de la aplicación de esta metodología en 
la ciudad de Mérida, Yucatán, México, con datos del último Censo de 
Población y Vivienda. Se pretende aportar una herramienta para la toma 
de decisiones de política pública para fomentar un desarrollo más equi-
tativo en la población. 
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Antecedentes 

El desarrollo de las Tecnologías de la Información y las Comunicacio-
nes (tic) y su dinámica de evolución han suscitado cambios significativos 
en todos los aspectos de la vida, modificando la forma de relación tanto 
entre los individuos como entre los países; a nivel macro, a partir de las 
estructuras económicas, políticas, sociales, culturales, las cuales a su vez, 
inciden en el mercado laboral, en la educación, las costumbres, el ocio, 
las formas de comunicación, la burocracia, los negocios, etc. Asimismo, 
a nivel micro, desde la perspectiva individual se identifican los valores, la 
percepción de la realidad, la forma de pensar, la actitud, la forma de vida.  

La relevancia de las tic es tal que forma parte de lo que se cono-
ce como los pilares de la nueva economía o economía digital. Según la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) 
(2015), las tic y el internet son de gran relevancia para el desarrollo de 
los países que pertenecen a este organismo. El poder acceder a la infor-
mación por medio de las tic permite a las personas, ciudades, regiones, 
y países tener una ventaja competitiva, que se traduce en crecimiento y 
desarrollo económico, es decir, una prosperidad sostenida. 

Las ciudades como espacio de interacción de recursos cobran prota-
gonismo porque cada una busca el desarrollo equilibrado de su circuns-
cripción y el mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos, a tra-
vés de la competitividad de las empresas, el incremento de la inversión, 
la preparación académica de sus ciudadanos, etc. Se pretende pasar de la 
sociedad de la información a la sociedad del conocimiento, buscando que 
la información se traduzca en conocimiento e innovación para incorporar 
al proceso productivo y convertirlo en fuente de crecimiento y desarrollo.  

Si bien las características de las ciudades generan la concentración 
de factores, también existen elementos responsables de que los recur-
sos no se distribuyan de manera homogénea en el territorio. Se trata de 
factores económicos, sociales, políticos, jurídicos y culturales que fo-
mentan el desequilibrio de recursos (Instituto de Investigación de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo Social, unrisd, 2011), lo cual ocasio-
na la existencia de una asimetría en el crecimiento económico de cierto 
espacio territorial.  

El propósito de este trabajo es proponer una metodología para el cál-
culo del capital informático y la brecha digital en zonas urbanas a través 
del análisis estadístico espacial. Se expone el caso aplicado de esta esti-
mación, a la ciudad de Mérida, Yucatán. 
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La economía digital 

La economía digital es un concepto acuñado por Don Tapscott en 
el libro The Digital Economy: Promise and Peril In The Age of Networked 
Intelligence, en este se reseñan los cambios y las transformaciones que 
hemos vivido como consecuencia del internet (núcleo de la economía di-
gital), la digitalización de la información, las redes digitales, etc., lo cual 
propició cambios en la comunicación, empleos, forma de vida, negocios, 
etc., y desde luego, abrió el camino hacia una revolución económica que 
llamó economía digital. 

Para la ocde, la economía digital parte de que las fuerzas que mue-
ven la economía mundial son las máquinas inteligentes y una platafor-
ma mundial, lo cual favorece la interacción de personas y organizacio-
nes a través de internet y redes en línea, intercambiando conocimiento, 
información, estrategias, etc.  

De la sociedad de la información a la sociedad del conocimiento 

Si bien en las últimas décadas se ha escrito mucho sobre la sociedad 
de la información,  no es un término nuevo, ya que, según algunos au-
tores, aparece en la década de los setenta (Rivoir, 2009; Castells, 1999; 
Crovi 2002), esto desde luego va aparejado al crecimiento de las tic y a 
la relevancia que le han dado los organismos internacionales. La impor-
tancia del tema se incrementó al grado de hacer una cumbre mundial en 
Ginebra, 2003 (primera fase), y Túnez, 2005 (segunda fase). Y esto se ha 
reflejado en la política pública de los países participantes.  

En cuanto a la sociedad de la información, Miege (citado en Crovi, 
2002) la señala como una organización social determinada por el proce-
so de intercambio de información, en forma transversal a todas nuestras 
actividades, donde esta es la piedra angular del proceso y se convierte en 
generadora de riqueza.  

A su vez, Crovi (2002) realiza una combinación de los conceptos de 
sociedad de la información y sociedad del conocimiento, y las llama so-
ciedad de la información y conocimiento (sic), ya que refiere que no son 
excluyentes. Castells (1999) también opta por esta fusión y se expresa 
sobre la sociedad de la información y del conocimiento como un desa-
rrollo de la etapa industrial a la posindustrial, donde el avance de las 
tic marca el progreso del sistema capitalista a escala mundial, haciendo 
más interdependientes las economías, y donde dicho sistema capitalista 
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aumenta su hegemonía con relación al trabajo y en detrimento del esta-
do de bienestar, cambia la relación sociedad-economía-Estado porque 
se amplían las diferencias territoriales, culturales y se agravan las des-
igualdades.

El documento denominado Hacia las sociedades del conocimiento 
(Unesco, 2015) menciona que las tic deben tener la capacidad de “iden-
tificar, producir, tratar, transformar, difundir y utilizar la información 
con vistas a crear y aplicar los conocimientos necesarios para el desa-
rrollo humano” (p. 29) a través del fortalecimiento de las capacidades 
humanas, lo cual se manifiesta en innovaciones tecnológicas e incre-
mento de la productividad, entre otras.  

Dubois y Cortés (2005), por su parte, opinan que, si bien los avances 
tecnológicos contribuyen al desarrollo humano y que mediante la ge-
neralización de las tic se tendrán mayores beneficios y desarrollo, esto 
no debe magnificarse. El proceso de desarrollo es adaptable a todas las 
sociedades, pero no se reconocen las características que las hacen hete-
rogéneas, por lo que estos autores manifiestan que la tecnología siempre 
ha estado unida a todo proceso de desarrollo, y significa un aporte a las 
capacidades que ya se tienen. Con base en esto, plantean los siguientes 
cuestionamientos: ¿por qué ahora se presenta a la sociedad de la infor-
mación y el conocimiento como una sociedad ideal o como un modelo 
único de desarrollo?; ¿por qué no se reconocen y consideran las disimili-
tudes que existen en cada sociedad? (pnud, 2001). 

El Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud, 2001) in-
dica que las tic facilitan la solución de antiguos y actuales problemas 
acentuados con la evolución de las nuevas dinámicas productivas, tec-
nológicas y económicas. Sin embargo, al mismo tiempo representan una 
oportunidad de solución, lo que concede a las personas el derecho de uso 
que permitiría reducir las desigualdades. No obstante, esta utilización 
para fines de desarrollo social ha sido deficiente, puesto que surgen inte-
reses económicos o de propiedad que evitan su aprovechamiento gene-
ralizado, acentuando las disparidades actuales.  

En México, el acceso a internet es un derecho garantizado por la 
Constitución Política a partir de la Reforma en Telecomunicaciones pro-
mulgada en 2013. En el artículo 6, prevé que las autoridades garanticen 
el derecho a acceder y usar las tic en los diversos ámbitos de la vida 
cotidiana: gobierno, educación y salud.
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La brecha digital 

Hablar de la brecha digital es, para algunos autores, hablar de desigual-
dad (Flores, 2008; Lera, Hernández y Blanco, 2003; Rivoir, 2009; Castells, 
1999). Esta brecha limita el acceso a las tic y el favorece el apropiamiento 
del conocimiento. Desafortunadamente es una realidad que exterioriza 
el panorama de la economía digital y la sociedad de la información y del 
conocimiento. Se deriva según diferentes motivos y se da según nivel so-
cioeconómico, etnia, educación, genero, edad, situación geográfica, etc.  

Lera et al., (2003) perciben que cada vez se identifican más las signi-
ficativas divergencias por las cuales las personas, familias, empresas y 
áreas geográficas no pueden tener acceso a las tic, al conocimiento y al 
internet, lo cual impide  alcanzar los beneficios. Esta circunstancia es lo 
que ellos llaman brecha digital. 

Por su parte, Flores (2008)  la define como “la distancia social que 
separa a quienes tienen acceso a las tecnologías de la información y la 
comunicación (tic), de aquellos que no lo tienen” (p. 234).  

En su artículo, Toudert (2015) plasma la conceptualización de la 
brecha digital privilegiando las causas que favorecen o perjudican a la 
frecuencia y la eficacia del involucramiento de la sociedad en el mundo 
digital. Ono y Zavodny (2007), citados en Toudert (2015), conceptualiza-
ron la brecha digital como “un proceso complejo de apropiación de las 
tic orquestado a partir de los patrones de desigualdades socioeconómi-
cas existentes” (p. 170). Así, mientras los países desarrollados ubican a la 
brecha digital dentro de los contextos socioterritoriales de los usuarios 
debido a la calidad de las tic, los países en desarrollo se ven limitados de 
aparatos y servicios, lo que obstaculiza la apropiación de estas (Toudert, 
2013, citado en Ibíd., 2015).  

Según Petrissans (2009), el concepto brecha digital se aplica como 
una referencia comparativa dentro de una ciudad o dentro de un país, 
es decir, dentro de cualquier área geográfica que quiere compararse con 
otra. Este autor sostiene que la brecha digital, es dentro de la sociedad 
de la información, una más de las brechas económico-sociales propias 
del sistema capitalista actual. 

Se observa en la literatura que el concepto de brecha digital se en-
cuentra en evolución constante. Existe un largo camino a recorrer en 
su estudio. Las características sociales, territoriales e individuales de la 
población usuaria y los factores que afectan el empleo de las tic son al-
gunas de las vertientes por explorar para determinar: 



cruce de c amino s ·  lec t ura s dis ciplinaria s del territorio

214214

a.	 El impacto del uso de las tic;
b.	 La forma en que el usuario logra apropiarse del conocimiento y 

en qué lo aplica para producir nuevos conocimientos;
c.	 El conocimiento de equipos y herramientas que combinan en 

función del objetivo que busca y los medios que le ayudan; 
d.	 El conocimiento y capacidad que requiere la persona para mane-

jar las tic;
e.	 Los enfoques de la política pública de apropiación de las tic.

Cada uno de estos temas le dará en su momento otra perspectiva a 
la brecha digital, lo cual implica nuevas consideraciones para su cálculo.

Sin embargo, para efectos de conceptualización de dicho término en 
este trabajo, se define operativamente como: el grado de desigualdad entre 
las viviendas agrupadas por ageb (Áreas Geoestadísticas Básicas), medida 
por la disponibilidad de tic, considerando como referencia el ageb con ma-
yor disponibilidad de recursos. Esta definición hace referencia a conocer la 
diferencia entre zonas geográficas de un territorio, partiendo del grado de 
acumulación de tic dentro de cada uno. Si bien las tic no garantizan el 
desarrollo, se parte del hecho de que, en ese espacio territorial, convergen 
ciertas condiciones, que posibilitan el mejor aprovechamiento de las tic, lo 
que permite alcanzar mayor grado de desarrollo en dicha zona. 

Esta realidad puede o no ser un proceso alcanzado de manera pla-
neada y organizada, pero, la mayor parte de las veces, las ciudades van 
creciendo de manera desordenada y conocer los patrones de concentra-
ción con base en el índice de capital informático hace posible calcular la 
brecha digital, dato que se utiliza para conocer las disparidades en las 
diferentes zonas y  poder determinar cómo logran diferenciarse unas 
con respecto a las otras, de manera que se implementen políticas públi-
cas en pos de estrechar dicha brecha.

Capital informático y localización de las empresas 

De acuerdo con los preceptos económicos, si una empresa busca te-
ner ventajas competitivas, debe hacer un análisis de todos y cada uno 
de los criterios y factores que pueden favorecerle, uno de ellos es la loca-
lización o ubicación de su negocio, empresa, almacén, etc. La decisión 
al elegir la localización de la empresa es potencialmente determinante 
para llevarla al éxito o fracaso. Se analizan factores como la elección de 
los proveedores, los canales de distribución, los servicios de la zona, el 
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acceso al mercado, ya que esto afecta los costos de producción y distri-
bución. Una equivocación en la localización implicaría un alto costo de 
reinversión para corregirla.  

Las principales variables externas que influyen en la decisión y que 
resultan las más significativas y aplicables a la empresa son las siguien-
tes: el mercado de consumo; mercado de factores de producción; ele-
mentos jurídicos, fiscales y sociales; condiciones ambientales; terreno 
e infraestructura; financiamiento; etc. La decisión de localización es 
estratégica y está vinculada al largo plazo, debido a que afecta la capaci-
dad competitiva y el crecimiento de la empresa. 

Estimación de la brecha digital. Propuesta metodológica para 
zonas urbanas 

La metodología propuesta a través de esta investigación consiste en 
generar el Índice de Capital Informático (ici) y, con base en él, se estima 
la brecha digital (bd). Para el análisis de ambos indicadores, se utiliza 
estadística descriptiva y el Sistema de Información Geográfica (sig), lo 
cual permite ver la representación en el espacio. Posteriormente, se em-
plea la autocorrelación espacial para la estimación del Índice de Moran, 
y con esta información se generan los indicadores locales de asociación 
espacial o indicadores lisa (Local Indicator of Spatial Association) para 
identificar la existencia de patrones de concentración del ici y la bd. 

En la siguiente etapa, se determina la correlación del ici y la bd con 
el Índice de Marginación (img), para encontrar evidencia de relación en-
tre las variables. 

Por último, para demostrar la existencia de concentración de la acti-
vidad económica en función del ici, se sobrepone a través del sig la infor-
mación de la ubicación de las empresas relacionadas con las tic y el ici.

Primera etapa: estimación del ici y la bd 

La estimación del ici consiste en la construcción de un algoritmo a 
partir de una serie de variables disímiles (en escala y unidades de medi-
da) normalizadas, las cuales dan cuenta de los principales fenómenos 
asociados a la capacidad potencial del sistema económico regional. 

A partir de un análisis de la información disponible, se requiere 
seleccionar el grupo de variables que en su conjunto reflejen el capital 
informático. Se trata de aquellas que muestran la disponibilidad por 
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vivienda de instrumentos para acceder a las tic. Posteriormente, se de-
termina el nivel territorial de desagregación de información a utilizar, a 
lo cual se llama unidad de observación.  

Para la normalización de estas variables, es necesario llevarlas a una 
graduación única común que varía entre 0 y 1. Esto se logra haciendo 
la razón entre la distancia efectiva y la distancia máxima, es decir, la 
distancia que desde el mínimo valor recorre una variable hasta cierto 
punto y la máxima distancia que transita. Así, la fórmula general de es-
tandarización que se aplica a las variables es: 

Posteriormente, es necesario construir el ici para cada unidad de 
observación, lo cual se logra realizando el promedio de los valores 
obtenidos de cada variable normalizada.  

Tras el cálculo del ici por unidad de observación, se identifica aque-
lla unidad con mayor valor, la cual se establece como la “unidad ideal”, 
es decir, aquella que posee las mejores condiciones en el momento del 
análisis para acceder a las tic. Esta “unidad ideal” es la referencia para 
estimar la distancia entre esta y las unidades de observación restantes. 
El grado de desigualdad entre la “unidad ideal” y las otras unidades de 
observación es lo que se denomina en esta propuesta metodológica bre-
cha digital (bd). 

Una vez obtenida la información del ici y la bd, se introducen los 
datos a un sig para su representación en el territorio. Se requiere esta-
blecer los rangos de concentración de capital informático (para el ici) 
y de desigualdad para la brecha digital (bd). El sig arroja un mapa del 
territorio que muestra espacialmente la distribución del ici y la bd con 
colores que identifican los rangos previamente establecidos.  

Segunda etapa: estimación de la autocorrelación espacial 

La estadística espacial es una disciplina de la estadística general 
que trata del análisis descriptivo e inferencial de datos geográficos. La 
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autocorrelación espacial (ae) es una herramienta para estimar el grado 
de concentración o dispersión de los valores de una variable en un mapa. 
La ae refleja el grado en que objetos o actividades en una unidad geo-
gráfica (unidad de observación) son similares a otros objetos o activi-
dades en unidades geográficas próximas (Goodchild, 1987). Este tipo de 
autocorrelación prueba la primera ley geográfica de Tobler: “Todo está 
relacionado con todo lo demás, pero las cosas cercanas están más rela-
cionadas que las cosas distantes” (Miller, 2004). 

Partiendo de la información originada a través del sig en la etapa 
previa, se obtiene un archivo Shapefile1, el cual se importa a un softwa-
re de econometría espacial. Este programa estima la matriz de vecin-
dad, a partir de lo cual es posible observar la continuidad (de contacto) 
entre las unidades de observación. Posteriormente, para determinar 
si existe autocorrelación entre el ici o la bd con la matriz de vecindad, 
se estima el Índice de Moran (toma valores entre -1 y +1), los mapas de 

1 	  Es un formato de representación vectorial que consta de un número variable de archivos, en los que se 
almacena digitalmente la localización de los elementos geográficos (archivo shape *.shp) junto con sus 
atributos o características (tabla dBase *.dbf). 

CUADRO 1. Tipos de conglomerados en los mapas de clústers

Alto-alto 

Unidad territorial con un valor de análisis por encima del prome-
dio, rodeada significativamente por áreas vecinas que también 
se encuentran por sobre la media con respecto a la variable de 
interés. Estas unidades territoriales corresponden a los denomi-
nados conglomerados calientes (hot spots). 

Bajo-bajo 

Unidad territorial con un valor de análisis inferior al promedio, 
rodeada por áreas vecinas que también se encuentran bajo la 
media en relación con la variable de interés. Estas unidades 
territoriales corresponden a los denominados conglomerados 
fríos (cold spots). 

Bajo-alto 
Presencia de una unidad territorial con un valor de análisis bajo, 
rodeada significativamente por áreas vecinas con valores que se 
encuentran por sobre la media de la variable de interés. 

Alto-bajo 
Presencia de una unidad territorial con un valor de análisis alto, 
rodeada significativamente por áreas vecinas con valores que se 
encuentran bajo la media de la variable de interés. 

Relación no 
significativa 

Presencia de unidades territoriales donde el valor de análisis de 
la variable de interés no se relaciona significativamente con los 
valores que presentan sus vecinos. 

fuente: Elaboración propia.
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probabilidades y los mapas de clústeres. Los resultados nos muestran 
las unidades territoriales donde valores de análisis altos o bajos se agru-
pan espacialmente, así como las unidades de observación territoriales 
con valores muy distintos a los de las áreas circundantes. 

El mapa de clústeres reconoce cinco tipos de conglomerados espa-
ciales que han sido recogidos en el Cuadro 1. 

Tercera etapa: contraste de los resultados con otras variables 

Hasta la etapa previa, se analizó la posible existencia de patrones 
de concentración espacial del ici y de la bd. En esta etapa, se busca es-
tablecer la existencia de relación entre el ici o la bd con otras variables 
del entorno.  

Se elige una o más variables de naturaleza económica, cultural, 
social, legal, ambiental, etc. que conforme a un análisis del entorno, se 
asuma que podrían tener una relación con el ici o la bd. La condición 
necesaria es que esta información se encuentre al mismo nivel de des-
agregación que la unidad de observación utilizada hasta el momento.  

Con la ayuda de software estadístico se estima el coeficiente de Pear-
son2, el resultado se somete a una prueba de hipótesis para determinar 
su validez, para lo cual se plantean los siguientes casos:  

ho: ρ = 0, no existe relación entre variables;
hi: ρ ≠ 0, existe relación entre variables.

Para el contraste, se utiliza la significancia o p-value (según sea el 
software utilizado). Los resultados del contraste son:  

a.	 Si el valor de la significancia es mayor al valor de α (Sig>α) se 
acepta ho, se concluye que ρ=0, por lo cual no existe relación en-
tre variables.  

b.	 Si el valor de la significancia es menor al valor de α (Sig<α) se 
acepta hi, y se concluye que ρ≠0, por lo cual existe relación entre 
variables.  

2 	  Es un estadístico que mide la relación entre variables. Su intervalo de decisión se encuentra entre –1 y 1, si 
el valor resulta negativo, la relación entre variables es inversa, es decir: aumenta la variable x, disminuye 
la variable y. Si el valor del Pearson es positivo, la relación entre variables es directa: aumenta x, aumenta 
y. Si Pearson es cero, no existe relación entre variables. 
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Metodología aplicada a la ciudad de Mérida, Yucatán, México 

Primera etapa: estimación del ici y la bd 

Para efectos de esta investigación, se hace uso de la base de datos del 
Censo de Población y Vivienda 2010, del Instituto Nacional de Estadísti-
ca y Geografía (inegi). Este censo tiene disponible la información a nivel 
nacional, estatal, municipal, localidad, por Área Geo Estadística Básica 
(ageb) y, por manzana, se toma como unidad de observación las ageb3. 

Se tomó como área de investigación la ciudad de Mérida, Yucatán, la 
cual se encuentra integrada en 409 ageb. Los datos seleccionados para 
la construcción de variables por su relación con el capital informático 
fueron siete: 1. Viviendas totales; 2. Viviendas con radio; 3. Viviendas 
con televisión; 4. Viviendas con teléfono fijo; 5. Viviendas con celular; 6. 
Viviendas con computadora personal; y 7. Viviendas con acceso a inter-
net. Con dicha información se generaron las siguientes variables: 

CUADRO 2. Variables generadas para el Índice de Capital Informático (ICI)

Abreviatura Nombre de la variable
PVivRa Porcentaje de viviendas con radio  
PVivTv Porcentaje de viviendas con televisión  
PVivTel Porcentaje de viviendas con teléfono fijo  
PVivCel Porcentaje de viviendas con celular  
PVivComp Porcentaje de viviendas con computadora personal 
PVivAccInt Porcentaje de viviendas con acceso a internet  
fuente: Elaboración propia con base en información del Censo de Población y Vivienda (INEGI, 2010).

A través de la utilización del programa Excel, se procedió a la nor-
malización de las variables para lo cual se ordenaron de menor a mayor, 
se determinó el rango entre el valor máximo y el valor mínimo de cada 
variable y se estimó la diferencia entre el valor de la variable del ageb 
menos el valor mínimo registrado.  

3 	  Un Área Geoestadística Básica (ageb) es la extensión territorial que corresponde a la subdivisión de las 
áreas geoestadísticas municipales. Dependiendo de sus características, se clasifican en dos tipos: urbana o 
rural. Un ageb urbana es un área geográfica ocupada por un conjunto de manzanas perfectamente delimi-
tadas por calles, avenidas, andadores o cualquier otro rasgo de fácil identificación en el terreno y cuyo uso 
del suelo es principalmente habitacional, industrial, de servicios, comercial, etcétera, y solo son asignadas 
al interior de localidades urbanas. Una localidad urbana es aquella que tiene una población mayor o igual 
a 2500 habitantes o que es cabecera municipal, independientemente del número de habitantes. 
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Para estimar el ici de cada unidad de observación, se calculó el pro-
medio de las variables normalizadas según la siguiente fórmula:  

Los resultados arrojaron valores numéricos, lo cual permitió identi-
ficar la unidad de observación con mayor valor. A esta unidad se le lla-
mó “unidad ideal” y representa el ageb con las mejores condiciones de 
acceso a las tic. Esta unidad ideal es la referencia para estimar la brecha 
digital. Estos mismos resultados, posteriormente se agruparon en ran-
gos que muestran el grado de concentración del ici clasificados en cinco 
grupos: muy bajo, bajo, medio, alto y muy alto.  

Para el cálculo de la brecha digital, se estimaron las diferencias en-
tre la unidad ideal y el valor del ici de cada ageb. Estos resultados se 
agruparon también en cinco rangos que muestran el grado de desigual-
dad de acceso a las tic: muy alto, alto, medio, bajo y muy bajo.  

Para el análisis estadístico descriptivo, se utilizó el Sistema de In-
formación Geográfica (sig) qgis4. La información obtenida del ici y la 
bd se introdujo para elaborar mapas con el fin de visualizar el grado de 
concentración del ici y de la bd, así como su distribución en el territorio.  
Para un mejor análisis de los resultados, se dividió la ciudad en cuatro 
zonas: cuadrante 1 (c1), corresponde a la zona noreste; cuadrante 2 (c2), 
noroeste; cuadrante 3 (c3), suroeste; y cuadrante 4 (c4), sureste (Mapa 1). 

Segunda etapa: estimación de la autocorrelación espacial 

Para el análisis espacial de datos, se utilizó la paquetería de software 
Open Geoda, la cual permitió determinar la autocorrelación espacial del 
Índice de Capital Informático y la Brecha Digital.  

Con el Shapefile generado en la etapa anterior en el qgis, se impor-
taron los datos a este software y se observó la matriz de vecindad por 
medio del método de reina. Seguidamente, se estimó el Índice de Moran, 
y se generaron los mapas de significancias, de clúster, y la gráfica de Mo-
ran scatter plot.

4 	  Es un Sistema de Información Geográfica (sig) de código libre para plataformas gnu/Linux, Unix, Mac 
OS, Microsoft Windows y Android. 
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MAPA 1. Distribución de las AGEB en la Ciudad de Mérida. 2010

fuente: Elaboración propia.

Tercera etapa: contraste de los resultados con otras variables 

Tras haber realizado un análisis del entorno, se determinó que una 
de las posibles variables que tiene relación con la concentración del ici 
y de la Brecha Digital es el Índice de Marginación (img). En México, el 
Consejo Nacional de Población (conapo) estima de forma quinquenal 
este índice, el cual es un indicador que mide las carencias económicas, 
de educación e infraestructura que privan a la población de oportunida-
des. Se interpreta que, mientras una localidad tenga un índice más ne-
gativo, su marginación es menor. Pero si la localidad tiene un índice con 
valor positivo, su marginación es mayor. Esta información, se encuentra 
desagregada hasta el nivel de ageb. 

Se tomó el img 20105 como variable proxy del nivel socioeconómico, 
se procedió a generar el coeficiente de Pearson para determinar la rela-
ción entre los índices y el resultado se sometió a pruebas de validez por 
medio de la significancia y de manera gráfica.  

Conforme al análisis del entorno realizado previamente, se deter-
minó que también podría existir un patrón de concentración de la lo-
calización de empresas relacionadas con las tic en función del ici. Para 
esto, se empleó la información del Directorio Estadístico de Unidades 

5 	  A la fecha, se encuentran los resultados 2015 disponibles; sin embargo, se tomaron los datos 2010 por ser 
los coincidentes con el Censo de Población y Vivienda. 

Cuadrante 1
(Noreste)

Cuadrante 2
(Noroeste)

Cuadrante 3
(Suroeste)

Cuadrante 4
(Sureste)
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Económicas6 (denue, 2018), el cual contiene datos actualizados del re-
gistro de unidades económicas.7 

Para efectuar el análisis, se ubicó a todas aquellas empresas relacio-
nadas con las tic en la ciudad de Mérida según el Sistema de Clasifica-
ción de Actividades Económicas de América del Norte (scian) (inegi, 
2013), a nivel de clase, contemplando producción, comercialización y 
servicios relacionados. Las actividades consideradas se presentan en el 
Cuadro 3; esta información se introdujo al qgis y se generó un mapa 
por ageb que visualiza a la vez, los grados de concentración del ici y la 
ubicación de las empresas.

CUADRO 3. Actividades económicas de la ciudad de Mérida relacionadas con las TIC

Clasificador 
SCIAN

Descripción

334110 Fabricación de computadoras y equipo periférico 
435411 Comercio al por mayor de mobiliario, equipo, y accesorios de cómputo 
466211 Comercio al por menor de mobiliario, equipo y accesorios de cómputo 
466212 Comercio al por menor de teléfonos y otros aparatos de comunicación  
541510 Servicios de diseño de sistemas de cómputo y servicios relacionados 
611421 Escuelas de computación del sector privado 
611422 Escuelas de computación del sector público 
fuente: Elaboración propia con base en información del SCIAN (INEGI, 2013).

Mérida, una ciudad con potencial de acceso a la información 

La ciudad de Mérida, capital del Estado de Yucatán, se encuentra ubi-
cada al sureste de México. Su población asciende a 777 615 habitantes,8 lo 
que representa el 39,7 % del total de la entidad (inegi, 2010). Conforme al 
Censo de Población y Vivienda 2010, existían 226 448 viviendas habitadas, 
las cuales presentaron la siguiente disponibilidad con relación a las tic. 

6 	  El denue es un sistema elaborado por el inegi que permite a los usuarios conocer la información de 
todos los negocios conforme a: la actividad económica que desarrollan, el tamaño que tienen conforme al 
estrato de personal en que se clasifican y al área geográfica en la que se ubican. Esta herramienta presenta 
los resultados en un entorno espacial.

7 	  Una de las limitantes que se enfrentó es la falta de información histórica al 2010 de la localización de 
empresas, por lo que se tomó la información actual del directorio. Sin embargo, esto tiene una lógica en el 
tiempo, ya que se presume que primero se dan las condiciones de demanda y posteriormente de oferta.  

8 	  El total de habitantes en el municipio es de 892 363. 
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Análisis de resultados 

Considerando los 409 ageb de la ciudad de Mérida, el valor prome-
dio del ici generado fue de 0,6323. Para jerarquizar el grado de concen-
tración, y conforme a la metodología, se establecieron cinco intervalos. 
El intervalo de concentración media aglutinó el mayor porcentaje de las 
ageb con el 35,0 % del total. 

El Mapa 2 presenta los resultados de la concentración de capital in-
formático por cuadrante, se observa una mayor presencia en el c1 agluti-
nando 54 de los 85 ageb de muy alta concentración (63,5 %). La zona con 
una menor concentración de capital informático es el c3, con el 44,4 % y 
66,7 % de las ageb de muy baja y baja concentración, respectivamente.  

CUADRO 4. Porcentaje de viviendas con disponibilidad de dispositivos de TIC. 2010

Dispositivo Viviendas que disponen Porcentaje 
Radio 193 506 85,5 % 
Televisor 218 859 96,6 % 
Computadora 98 694 43,6 % 
Línea telefónica fija 121 089 53,5 % 
Teléfono celular 188 700 83,3 % 
Internet 76 511 33,8 % 
fuente: Elaboración propia con base en información del Censo de Población y Vivienda (INEGI, 2010).

CUADRO 5. Distribución de AGEB por intervalo de concentración en ciudad de Mérida. 2010

Niveles de 
concentración  

Rangos Número 
de AGEB Porcentaje 

Límite inferior Límite superior 
Muy bajo 0 0000 0 2051 18 4,4 % 
Bajo  0 2051 0 5094 51 12,5 % 
Medio 0 5094 0 6507 143 35,0 % 
Alto  0 6507 0 7778 112 27,4 % 
Muy alto 0 7778 0 9605 85 20,8 % 

Total de AGEB 409 100 % 
fuente: Elaboración propia con el software QGIS.
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MAPA 2. Distribución del capital informático por cuadrante en la ciudad de Mérida. 2010

Número de AGEB Porcentaje de AGEB 

Muy bajo Bajo Medio Alto Muy alto Muy bajo Bajo Medio Alto Muy alto 

C1 4 1 12 31 54 22,2 % 2,0 % 8,4 % 27,7 % 63,5 % 

C2 3 4 6 38 26 16,7 % 7,8 % 4,2 % 33,9 % 30,6 % 

C3 8 34 69 15 3 44,4 % 66,7 % 48,3 % 13,4 % 3,5 % 

C4 3 12 56 28 2 16,7 % 23,5 % 39,2 % 25,0 % 2,4 % 

Total  18 51 143 112 85 

fuente: Elaboración propia con base en información del Censo de Población y Vivienda (INEGI, 2010).

Cuadrante 1
(Noreste)

Cuadrante 2
(Noroeste)

Cuadrante 3
(Suroeste)

Cuadrante 4
(Sureste)

Muy bajo Bajo Medio Alto Muy alto

GRÁFICO 1. Conformación de los cuadrantes por nivel de concentración

fuente: Elaboración propia.
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El Gráfico 1 expone la conformación de los cuadrantes por nivel de 
concentración. Se encuentra que en el c1 se concentra el 52,9 % y 30,4 % 
de las ageb de los niveles de muy alta y alta concentración, respectiva-
mente. La conformación del cuadrante c3, por el contrario, es 53,5 % y 
26,4 % de las ageb en los niveles de medio y bajo.  

Continuando con la estimación de la brecha digital, en el Cuadro 6 
se presentan los valores resultantes agrupados por rangos que eviden-
cian la desigualdad. Se observa que las disparidades no son muy acen-
tuadas, es decir, el 55,5 % de las ageb muestran una desigualdad de gra-
do medio, el 32 7 % tiene una desigualdad mínima (baja + muy baja) y 
solamente muestran una desigualdad significativa el 11,9 % (alta + muy 
alta) de todos las ageb de la ciudad.

CUADRO 6. Distribución de AGEB por rangos de brecha digital en la ciudad de Mérida. 2010

Rangos Límite inferior Límite superior Número de AGEB Porcentaje 
Muy alta  -1,0 -0,75 19 4,6 % 
Alta  -0,749 -0,5 30 7,3 % 
Media  -0,499 -0,25 226 55,3 % 
Baja -0,249 -0,15 68 16,6 % 
Muy baja Menor a -0,15 66 16,1 % 

Total de AGEB 409 100 % 
fuente: Elaboración propia con base en información del Censo de Población y Vivienda (INEGI, 2010).

El Mapa 3 presenta la distribución de las ageb, según su grado de 
desigualdad. Se halla que en el c1 se concentró el menor nivel de des-
igualdad en lo referente a la brecha digital, ya que dicho cuadrante al-
berga el 66,7 % y 39,7 % de las ageb en muy baja y baja desigualdad, res-
pectivamente. De manera contraria, el c3 concentró el mayor número de 
ageb con niveles de desigualdad de muy alta y alta con 42,1 % y 63,3 %. 

El Gráfico 2 permite observar de manera comparativa, las brechas 
digitales por grado de desigualdad. En el caso del c1, resulta el más fa-
vorecido dado que el tramo de muy baja, baja y media desigualdad es de 
95,1 %. El cuadrante que muestra la mayor distancia de la “unidad ideal” 
es el c3, ahí se observa que el tramo de media, alta y muy alta desigual-
dad suma un 96,1 %.

Tras la primera etapa, se procedió a determinar si la distribución 
del ici en la ciudad de Mérida se da de forma aleatoria u obedece a un 
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MAPA 3. Distribución del brecha digital por cuadrante en la ciudad de Mérida. 2010

Grado de desigualdad Porcentaje de AGEB 

Muy bajo Bajo Medio Alto Muy alto Muy bajo Bajo Medio Alto Muy alto 

C1 4 1 26 27 44 21,1 % 3,3 % 11,5 % 39,7 % 66,7 % 

C2 3 2 22 32 18 15,8 % 6,7 % 9,7 % 47,1% 27,3 % 

C3 8 19 97 3 2 42,1 % 63,3 % 42,9 % 4,4 % 3,0 % 

C4 4 8 81 6 2 21,1 % 26,7 % 35,8 % 8,8 % 3,0 % 

Total  19 30 226 68 66 

fuente: Elaboración propia con base en información del Censo de Población y Vivienda (INEGI, 2010).

Cuadrante 1
(Noreste)

Cuadrante 2
(Noroeste)

Cuadrante 3
(Suroeste)

Cuadrante 4
(Sureste)

Muy baja Baja Media Alta Muy alta

GRÁFICO 2. Conformación de los cuadrantes por grado de desigualdad

fuente: Elaboración propia.
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MAPA 4. Niveles de significancia

fuente: Elaboración propia.

Cuadrante 1
(Noreste)

Cuadrante 2
(Noroeste)

Cuadrante 3
(Suroeste)

Cuadrante 4
(Sureste)

No significativa p=0,05 p=0,01 p=0,001

MAPA 5. Mapa de clústeres

fuente: Elaboración propia.
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GRÁFICO 3. Relación entre el Índice de Capital Informático y el Índice de Marginación

fuente: Elaboración propia.
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GRÁFICO 4. Relación entre la Brecha Digital y el Índice de Marginación

fuente: Elaboración propia.

Índice de marginación (2010)

Br
ec

ha
 d

ig
ita

l

-1 0 1 2

-100

-80

-60

-40

-20

0

20

40

60



m . viana et al .  ·  e stimación de l a brecha digital en z ona s urb ana s:  c a s o mérida

229229

patrón de concentración. La expectativa conforme al comportamiento 
de los fenómenos espaciales y estadísticos es que tienda a concentrarse 
en función de la intensidad de la variable analizada, en este caso, el Índi-
ce del Capital Informático.  

Utilizando la paquetería de software Geoda se confirmó que sí existe 
autocorrelación espacial, lo cual se evidencia con el resultado del Índice 
de Moran Local de 0,4323 (Anexo 1); esto significa, que existe una re-
lación positiva entre el ici y la matriz de continuidad de las unidades 
de observación, mientras se intensifica el índice tiende a haber mayores 
posibilidades de concentración.  

CUADRO 7. Distribución de unidades económicas por tipo de actividad económica

Clasificador SCIAN Descripción Unid. económicas 

334110 Fabricación de computadoras y equipo 
periférico. 1 

435411 Comercio al por mayor de mobiliario, 
equipo, y accesorios de cómputo. 44 

466211 Comercio al por menor de mobiliario, equipo 
y accesorios de cómputo. 0 

466212 Comercio al por menor de teléfonos y otros 
aparatos de comunicación. 352 

541510 Servicios de diseño de sistemas de 
cómputo y servicios relacionados. 64 

611421 Escuelas de computación del sector privado. 9 
611422 Escuelas de computación del sector público. 0 

Total 470 
fuente: Elaboración propia con base en información del DENUE (INEGI, 2018).

CUADRO 8. Distribución por cuadrante de las unidades económicas relacionadas con las TIC

Cuadrantes Número de empresa Porcentaje 
C1 136 28,9 % 
C2 103 21,9 % 
C3 47 10,0 % 
C4 184 39,1 % 

Total 470 100 % 
fuente: Elaboración propia con base en información del DENUE (INEGI, 2018).
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En el Mapa 4, se muestra que no todas las unidades de observación 
obedecen a un patrón de concentración, es decir, se ubican de manera 
aleatoria en la ciudad. Estas unidades ubicadas aleatoriamente se reco-
nocen por la ausencia de color.

Realizando una prueba de 499 permutaciones, se encontró que 141 
de 409 ageb fueron significativos (59 fueron significativos hasta p=.05, 
50 hasta p=.01, y 32 hasta p=.001). 

Por último, se presenta el mapa de clústeres (Mapa 5) que permite 
observar la concentración a partir de la autocorrelación espacial. Clara-
mente se aprecian dos clústeres, uno al norte (c1 y c2) concentrando las 
ageb con valores altos de ici (hot spots) y otro ubicado al sur de la ciudad 
(c3 y c4) que concentra las unidades de observación con valores de bajo 
índice de capital informático (coldspot).  

Conforme a la metodología, en una tercera etapa se contrastan los 
resultados del ici y la brecha digital con otras variables que explican la 
concentración. El Índice de Marginación (img) elaborado por la conapo 
fue elegido como variable proxy al ingreso. 

Los datos obtenidos muestran que al aumentar la marginación el 
Índice de Capital Informático disminuye. Asimismo, conforme la mar-
ginación se acentúa, la brecha de desigualdad se hace más evidente. En 

MAPA 6. Convergencia de unidades económicas y el ICI

fuente: Elaboración propia.
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términos estadísticos, para ambos casos el Pearson fue de -0,723, lo cual 
nos confirma la relación, asimismo, fueron significativos.  

Con la finalidad de observar la convergencia del capital informático 
y la ubicación de la actividad económica relacionada con las tic, se uti-
lizó el Directorio Nacional de Unidades Económicas (denue) (Cuadro 7).  

Se observa en la tabla anterior la preponderancia de las unidades 
económicas dedicadas a la comercialización al por menor de teléfonos 
y otros aparatos de comunicación las cuales representan el 75,8 % del 
total. En el Cuadro 8 se presenta la distribución por cuadrante. 

En el Mapa 6 se observa que las unidades económicas se aglutinan 
precisamente en las zonas donde la concentración del ici es mayor, como 
por ejemplo en el cuadrante c4 y c1 (39,1 % y 28,9 %, respectivamente). 
De igual forma, es visible que en aquellos lugares donde los valores del 
ici son bajos, como en el c3, existe una escasa presencia de unidades 
económicas, las cuales representan el 10,0 %. 

Reflexiones 

Las tic son parte del actual mundo globalizado y tienen efecto en 
la competitividad de los territorios. Permiten implementar emprendi-
mientos innovadores, con mayores alcances y empresas más producti-
vas; sin embargo, se requiere que las personas estén preparadas para su 
utilización en estos espacios laborales.  

Organismos a nivel internacional, como la onu y la unesco, han he-
cho esfuerzos para que el acceso a la información sea universal y per-
mita el desarrollo, principalmente en regiones en vías de desarrollo. No 
obstante, la disponibilidad limitada y la mala calidad del servicio por 
intereses económicos de las grandes corporaciones, así como políticas 
públicas ineficientes, han provocado que el acceso a la información me-
diante las tic sea desigual. 

El capital informático, como cualquier otra forma de capital, es ne-
cesario para incrementar la producción y la productividad de los agen-
tes económicos. El capital informático en el contexto de esta metodo-
logía se refiere a la disponibilidad de instrumentos para el acceso a la 
información que tienen las personas, como la radio, televisión y teléfono 
fijo, u otras actuales, como celular, computadora y acceso a internet. 

Factores socioeconómicos estarían determinando la concentración 
del capital informático, variables como el ingreso, nivel de educación, ac-
ceso a servicios públicos medidos a través de los niveles de marginación, 
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explicarían, por lo menos parcialmente, dicha concentración, así como 
la brecha digital.  

Se demostró en esta investigación, a través de la autocorrelación 
espacial, la existencia de patrones de concentración y dispersión en el 
territorio. De igual manera, con herramientas estadísticas, se pudo de-
mostrar la correlación negativa entre el Índice de Capital Informático 
y la brecha digital, así como contrastar ambos con el Índice de Margi-
nación.  

Como se mencionó anteriormente, disponer de los medios, conoci-
mientos y habilidades en el manejo de información, permite tener ven-
tajas competitivas, que se traducen en oportunidades para las personas 
y crecimiento para las empresas. Si la población no puede acceder de 
forma igualitaria a las tic, se encontrarán en desventaja en un entorno 
de globalización. 

La política pública y no el mercado debe ser la encargada de pro-
curar la reducción de la brecha digital, dotando de oportunidades a 
la población para que puedan acceder a los dispositivos pertinentes, 
promoviendo, en forma coordinada con el sector educativo y la socie-
dad civil organizada, una cultura digital incluyente a través de la edu-
cación y capacitación, incentivos a las empresas para su localización 
en estos espacios, y estrategias conjuntas para la dotación de servicios 
tecnológicos.  

Esto tendría abundantes repercusiones, por citar algunas, en la for-
mación de la población joven para insertarse con mejores competencias 
digitales al mercado laboral, en la población ocupada para incrementar 
su productividad e incluso en la población no económicamente activa 
(pnea) disponible, ya que el tener mayores competencias podría signifi-
car un incentivo para incorporarse a una actividad económica. Para la 
población madura, significa también la oportunidad de actualizarse y 
adquirir las competencias que requieren los espacios laborales actuales.  

El emprendimiento también se estimula, ya que permite acceder a 
información referente a innovación, oportunidades de negocios, proce-
sos de producción y de mercados, con costos relativamente bajos, que se 
traduce en estrategias, y a su vez en ventajas competitivas. 

Es tal la cantidad de información y aplicaciones a los diversos ámbi-
tos de la vida cotidiana, que cada segmento de la población podría bene-
ficiarse de una u otra forma, ya sea en la salud, educación, economía, etc.  

Como sociedad, debemos procurar un crecimiento constante que 
se traduzca en desarrollo equitativo e incluyente. Medir y visibilizar las 



m . viana et al .  ·  e stimación de l a brecha digital en z ona s urb ana s:  c a s o mérida

233233

brechas que persisten y se generan en el territorio a través de instrumen-
tos y métodos científicos proporciona información valiosa para la toma 
de decisiones, principalmente en temas de política pública. 
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